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1420  
 
REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CUANDO SE INTERPONGA CON 
FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 63, FRACCIÓN III, INCISO A), DE LA LEY FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA NO SE REFIERA A LA INTERPRETACIÓN DE NORMAS FISCALES. 
 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver 
la contradicción de tesis 81/2008-SS, que aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, marzo de 2009, 
página 1227, interpretó el artículo 63, fracción III, de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo y señaló que, históricamente, el 
supuesto de procedencia del recurso de revisión fiscal ha estado circunscrito a la 
materia fiscal, lo cual se advierte desde las reformas de mil novecientos ochenta y 
ocho al Código Fiscal de la Federación en que la legitimación otorgada a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público en los párrafos cuarto y último de su 
artículo 248, fue para recurrir las resoluciones o sentencias cuando afectaran el 
interés fiscal de la Federación y, a juicio de dicha dependencia, el asunto tuviera 
importancia, independientemente de su monto, por tratarse de la interpretación 
de leyes o reglamentos, de las formalidades esenciales del procedimiento, o por 
fijar el alcance de los elementos constitutivos de una contribución, así como para 
impugnar las sentencias dictadas en los juicios que versaran sobre resoluciones de 
las autoridades fiscales de las entidades federativas coordinadas en ingresos 
federales, que tienen un contexto evidentemente fiscal; esto es, no basta que la 
determinación originalmente impugnada se emita por alguna autoridad fiscal sino 
que, además, es necesario que se atienda a la sustancia de lo decidido en la sede 
administrativa o contenciosa, es decir, a la materia del asunto. En esa medida, el 
supuesto de procedencia establecido en el inciso a) de la fracción III del citado 
artículo 63, está vinculado a la interpretación de leyes o reglamentos, pero en su 
connotación de "leyes fiscales" a que hace referencia el artículo 1o. del Código 
Fiscal de la Federación, y que tienen su fundamento en la fracción IV del artículo 31 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, son las normas (leyes, 
reglamentos y disposiciones de observancia general) que regulan los elementos 
esenciales de las contribuciones, tales como los sujetos pasivos, el hecho imponible 
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o generador, los elementos mínimos de cuantificación, los mecanismos para su 
pago, los procedimientos para la comprobación de las obligaciones tributarias y los 
relativos a su cobro coactivo. Por tanto, el recurso de revisión fiscal es 
improcedente cuando se interponga con fundamento en el artículo 63, fracción III, 
inciso a), de la referida ley y la resolución o sentencia recurrida no se refiera a la 
interpretación de normas fiscales. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO 
 
 

Revisión fiscal 34/2011. Administrador Local Jurídico de Puebla Sur del 
Servicio de Administración Tributaria y otras. 28 de abril de 2011. Unanimidad de 
votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Manuel Poblete Ríos. 

Revisión fiscal 144/2011. Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 23 de 
febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Ramírez González. 
Secretaria: Elizabeth Christiane Flores Romero. 

Revisión fiscal 127/2011. Administradora Local Jurídica de Puebla Norte, en 
representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio 
de Administración Tributaria y de autoridad demandada. 1 de marzo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. Secretario: Héctor 
Alejandro Treviño de la Garza. 

Revisión fiscal 22/2012. Administradora Local Jurídica de Puebla Norte y 
otras. 26 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Ramírez 
González. Secretaria: Margarita Márquez Méndez. 

Revisión fiscal 30/2012. Administradora Local Jurídica de Puebla Norte del 
Servicio de Administración Tributaria y otras. 14 de junio de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Manuel Poblete Ríos. 
 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1964  
 
RECURSO EN SEDE ADMINISTRATIVA. CUANDO LA AUTORIDAD SEÑALA CIERTO 
PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN Y LUEGO LO DESCONOCE Y DESECHA POR 
EXTEMPORÁNEO, VIOLA EL PRINCIPIO DE BUENA FE QUE RIGE SU ACTIVIDAD. 
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Cuando la autoridad señala en sus actos que el afectado por ellos tiene cierto plazo 
para interponer el recurso en sede administrativa y luego lo desconoce y desecha 
por extemporáneo el medio de impugnación, viola el principio de buena fe que rige 
su actividad, considerando que los recursos administrativos deben ser 
herramientas efectivas para que los particulares resuelvan sus controversias o 
defiendan sus intereses, y de tolerarse esta práctica se vulneraría también el 
derecho que toda persona tiene a un recurso efectivo, tutelado por el artículo 25 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 718/2011. Instituto Mexicano del Seguro Social. 15 de 
febrero de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano 
Gallegos. Secretario: Jorge Alberto Ramírez Hernández. 
 

 

 

[J]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1244  
 
NORMAS COMPLEJAS. SU NATURALEZA DEPENDE DE LA PLURALIDAD DE 
HIPÓTESIS QUE LAS COMPONEN. 
 
 
De conformidad con la jurisprudencia 2a./J. 115/2005 de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 
310, de rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL 
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES 
DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN 
EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE 
QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE 
TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.", una norma compleja es aquella 
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que incluye diversos elementos competenciales o establece una pluralidad de 
competencias o facultades que constituyan aspectos independientes unos de otros, 
de manera que para estimarse correcta la fundamentación de un acto de autoridad 
que se apoye en un precepto de tal naturaleza es necesaria la cita precisa del 
apartado, fracción, inciso o subinciso que otorgue la atribución ejercida o, si no los 
contiene, la transcripción del texto correspondiente. Por tanto, la naturaleza de 
una norma compleja depende de la pluralidad de hipótesis que la componen, 
porque el particular no tiene la certeza a cuál de ellas se refiere el acto que le 
perjudica. 
 
 
SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Revisión fiscal 72/2009. Directora General de Delitos Federales contra el 
Ambiente y Litigio de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, en 
representación del Procurador Federal de Protección al Ambiente. 15 de abril de 
2009. Unanimidad de votos. Ponente: Adela Domínguez Salazar. Secretario: 
Christian Omar González Segovia. 

Revisión fiscal 132/2009. Director General de lo Contencioso y de Recursos de 
la Procuraduría Federal del Consumidor, titular de la unidad administrativa 
encargada de la defensa jurídica de ese organismo descentralizado y de la 
autoridad demandada. 20 de mayo de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Adela 
Domínguez Salazar. Secretario: Víctor Manuel Máttar Oliva. 

Revisión fiscal 368/2009. Director General de Delitos Federales contra el 
Ambiente y Litigio de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, en 
representación del Procurador Federal de Protección al Ambiente. 27 de enero de 
2010. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Silvia 
Fuentes Macías. 

Amparo directo 714/2010. Nueva Wal-Mart de México, S. de R.L. de C.V. 19 
de enero de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. 
Secretario: Héctor Landa Báez. 

Revisión fiscal 665/2011. Administradora de lo Contencioso de Grandes 
Contribuyentes "4", unidad administrativa encargada de la defensa jurídica del 
Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración 
Tributaria y de la autoridad demandada, firmando en suplencia, la 
Subadministradora. 23 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Silvia Fuentes Macías. 
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Nota: Por ejecutoria del 23 de marzo de 2011, la Segunda Sala declaró inexistente 
la contradicción de tesis 460/2010 derivada de la denuncia de la que fue objeto el 
criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no son discrepantes los criterios 
materia de la denuncia respectiva. 
 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1809  
 
MEDIO AMBIENTE. SU AFECTACIÓN POR LA CONSTRUCCIÓN DE UN COMPLEJO 
TURÍSTICO BASADA EN AUTORIZACIONES DECLARADAS NULAS POR HABERSE 
EXPEDIDO ILEGALMENTE HACE PROCEDENTE LA RESTAURACIÓN, Y SÓLO EN 
CASO DE QUE ÉSTA NO SEA POSIBLE, DEBE EXIGIRSE EL PAGO DE UNA 
INDEMNIZACIÓN, A EFECTO DE MITIGAR LA EXTERNALIDAD NEGATIVA 
GENERADA. 
 
 
Se provoca una afectación y deterioro al medio ambiente cuando, derivado de la 
construcción de un complejo turístico basada en autorizaciones declaradas nulas 
por haberse expedido ilegalmente, se introduce infraestructura al terreno ajena a 
la propia del ecosistema y se modifican las condiciones naturales del medio 
ambiente. Esa afectación hará procedente la restauración, con el propósito de 
disminuir los efectos causados, y sólo cuando ésta no sea posible, debe exigirse el 
pago de una indemnización a efecto de mitigar lo que en teoría económica clásica 
se ha denominado "externalidades negativas" -el costo social que surge como 
consecuencia de las actividades económicas de un sujeto o grupo económico- y que 
en materia ambiental se traduce en el costo que se genera para la sociedad, como 
consecuencia del aprovechamiento ilícito o irregular de los recursos naturales y su 
degradación; sin que pase inadvertido que existen también externalidades 
positivas, como puede ser el desarrollo económico de la región en términos 
laborales, turísticos y sociales, por lo cual, idealmente, lo que debe lograrse es la 
mitigación de la externalidad negativa sin que el particular que llevó a cabo la 
edificación sufra un detrimento tal, que conlleve a que su utilidad resulte ser 
neutra o negativa. 
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CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 167/2011. Desarrollo Marina Vallarta, S.A. de C.V. 29 de 
septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. 
Secretaria: Alma Flores Rodríguez. 
Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la 
contradicción de tesis 179/2012, pendiente de resolverse por la Segunda Sala. 
 

 

 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1808  
 
MEDIO AMBIENTE. LA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS CAUSADOS, 
DEBE INCLUIR SU REMEDIACIÓN, DE ACUERDO CON EXIGENCIAS DIVERSAS A LA 
MATERIA CIVIL. 
 
 
A diferencia de lo que sucede con los daños causados en materia de 
responsabilidad civil contractual y extracontractual, el daño ambiental no puede 
ser estudiado sólo desde una perspectiva meramente económica e individualista; 
por consiguiente, en tanto implica un impacto sucesivo al equilibrio ambiental, 
atento a lo cual, la indemnización por daños y perjuicios debe incluir la remediación 
del medio ambiente afectado. Al respecto, el artículo 3o., fracción XXXIII, de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, establece el concepto 
de reparación o remediación del medio ambiente afectado como: "El conjunto de 
actividades tendentes a la recuperación y restablecimiento de las condiciones que 
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propician la evolución y continuidad de los procesos naturales.". Por lo tanto, 
resulta que la reparación del impacto ambiental no sólo incluye una dimensión 
económica, sino también se traduce en actividades de remediación, recuperación o 
mitigación de las consecuencias causadas por la actividad económica desplegada. 
 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 167/2011. Desarrollo Marina Vallarta, S.A. de C.V. 29 de 
septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. 
Secretaria: Alma Flores Rodríguez. 
 

 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1807  
 
MEDIO AMBIENTE ADECUADO PARA EL DESARROLLO Y BIENESTAR. SU RELACIÓN 
CON OTROS DERECHOS FUNDAMENTALES Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES QUE 
INTERVIENEN EN SU PROTECCIÓN. 
 
 
El artículo 4o., párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos consagra el derecho que tiene todo individuo a un medio ambiente 
adecuado para su desarrollo y bienestar, por lo que la preservación y restauración 
del equilibrio ecológico, así como la protección al medio ambiente en el territorio 
nacional están reguladas directamente en la propia Constitución, por la relevancia 
que tiene esta materia. En este contexto, la protección del medio ambiente y los 
recursos naturales son de tal importancia que significan el "interés social" e 
implican y justifican, en cuanto resulten indispensables, restricciones estrictamente 
necesarias y conducentes a preservar y mantener ese interés, sin pasar por alto lo 
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que prevé el artículo 25, párrafos primero, segundo y sexto, constitucional, 
referente a que el desarrollo sustentable es de interés general, lo que determina la 
conexión funcional y dinámica con el marco de libertades constitucionales. Bajo 
estos presupuestos, los derechos fundamentales como el mencionado y los de 
libertad de trabajo y seguridad jurídica que prevé la propia Carta Magna, deben 
concebirse actuando y funcionando de modo complementario, en una relación de 
sinergia, con equilibrio y armonía, pues el orden jurídico es uno solo con la 
pretensión de ser hermenéutico; de ahí los principios de interpretación y aplicación 
sistemática, que se orientan a conseguir la unidad, coherencia, plenitud, eficacia y 
coexistencia inter-sistémica de los varios bienes jurídicos tutelados, reconociendo 
la interpretación de los derechos humanos conforme a los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, previstos en el 
artículo 1o. de la Constitución Federal. 
 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 167/2011. Desarrollo Marina Vallarta, S.A. de C.V. 29 de 
septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. 
Secretaria: Alma Flores Rodríguez. 
 

 

 

 

 

 

 

[J]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1155  
 
DERECHOS POR INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y 
COMERCIO DEL ESTADO DE MORELOS. LA RETENCIÓN QUE DE ÉSTOS HACE EL 
NOTARIO, RESPECTO DE ACTOS CELEBRADOS ANTE ÉL, CONSTITUYE EL PRIMER 
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ACTO DE APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 77 DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA DE LA 
ENTIDAD QUE LOS PREVÉ. 
 
 
Los artículos 182, fracción VII, del Código Fiscal, 43 y 103 de la Ley de Catastro 
Municipal, ambos para el Estado de Morelos, establecen que los notarios públicos 
son auxiliares de la administración pública en la recaudación de los derechos 
registrales, cuando los actos jurídicos respectivos se hacen constar en escritura 
pública, y tienen la obligación de calcularlos, retenerlos y enterarlos dentro de los 
quince días siguientes a la protocolización. Por su parte, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha sostenido que conforme a la técnica del juicio de garantías, 
para analizar el aspecto sustantivo de una norma, con motivo de su primer acto de 
aplicación, debe existir como presupuesto que ésta haya irrumpido en la 
individualidad de un gobernado, al grado de ocasionarle un agravio en su esfera 
jurídica. Consecuentemente, la retención que hace el notario de los derechos por la 
inscripción de actos celebrados ante él en el Registro Público de la Propiedad y 
Comercio local, constituye el primer acto de aplicación del artículo 77 de la Ley 
General de Hacienda del Estado que los prevé, para efectos de la procedencia del 
juicio de amparo, por lo que desde ese momento inicia el cómputo de los quince 
días a que alude el artículo 21 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de 
la Constitución General de la República. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO OCTAVO CIRCUITO 
 
 

Amparo en revisión 115/2011. 23 de junio de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Armando Ernesto Pérez Hurtado. Secretaria: María del Pilar Azuela 
Bohigas. 

Amparo en revisión 118/2011. 11 de agosto de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan José Franco Luna. Secretario: Salvador Obregón Sandoval. 

Amparo en revisión 173/2011. 11 de agosto de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Armando Ernesto Pérez Hurtado. Secretaria: Nancy Ortiz Chavarría. 

Amparo en revisión 177/2011. 25 de agosto de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Armando Ernesto Pérez Hurtado. Secretario: Óscar Rojas Cota. 

Amparo en revisión 194/2011. 25 de agosto de 2011. Unanimidad de votos. 
Ponente: Armando Ernesto Pérez Hurtado. Secretario: Óscar Rojas Cota. 
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[J]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 
84  
 
DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE. EL TERCER PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XII DEL 
ARTÍCULO 2O. DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
 
El citado precepto, al prever que la omisión de la autoridad fiscal de informar al 
contribuyente sobre sus derechos al inicio de las facultades de comprobación, no 
afecta la validez de las actuaciones que aquélla lleve a cabo y que sólo dará lugar a 
fincar la responsabilidad administrativa correspondiente, no viola la garantía de 
seguridad jurídica contenida en el artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, porque dicho acto omisivo no se traduce en un estado 
de incertidumbre para el gobernado, si se consideran las características inherentes 
de la ley como ordenamiento jurídico general, abstracto e impersonal; además, 
porque la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, al establecer y regular 
diversas situaciones fácticas, las consecuencias jurídicas que en cada relación se 
generen, así como los procedimientos a seguir y los medios de defensa al alcance 
de los particulares, justifica la previsión y existencia de los procedimientos, 
trámites y delimitación de consecuencias jurídicas en las diferentes situaciones 
normativas previstas en la ley, sin que los particulares queden en incertidumbre 
jurídica respecto de los derechos que les reconoce ésta, pues en el propio 
ordenamiento se describen las acciones a seguir para la defensa de sus derechos. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 

Amparo directo en revisión 2259/2009. Gastronómicas, S.A. 17 de febrero de 
2010. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
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Amparo directo en revisión 1509/2010. Elisa Isabel Hernández Arellano. 20 de 
octubre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Gustavo Naranjo Espinosa. 

Amparo directo en revisión 2333/2010. Consorcio de Obras y Dragados 
Marítimos, S.A. de C.V. 1 de diciembre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 

Amparo directo en revisión 2732/2011. Tecnoingeniería y Arquitectura, S.A. 
de C.V. 18 de enero de 2012. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 

Amparo directo en revisión 1039/2012. Luis Osvaldo Guerrero Mendoza. 30 
de mayo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Rolando Javier García 
Martínez. 

Tesis de jurisprudencia 13/2012 (9a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de fecha once de julio de dos mil doce. 
 

 

 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1742  
 
CUENTAS BANCARIAS. SU EMBARGO EN LA FASE DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA SE 
PERFECCIONA CUANDO EL JUEZ REQUIERE LA EXHIBICIÓN DEL NUMERARIO 
CORRESPONDIENTE, Y EL DINERO SALE DEL PATRIMONIO DEL EJECUTADO EN 
CUANTO EL BANCO EXPIDA EL BILLETE DE DEPÓSITO. 
 
 
El embargo de cuentas bancarias es un acto que por la fácil realización del bien 
afectado sólo depende de que se cumpla la condición de que el Juez requiera a la 
institución de crédito a exhibir el numerario correspondiente a la cuenta bancaria 
embargada para que el banco proceda a entregar aquél y la liberación del billete de 
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depósito, por sí mismo, implica que el dinero de dicha cuenta ya ha salido del 
patrimonio del cuentahabiente, porque se ha documentado materialmente el 
medio de transferencia de esos recursos a disposición del Juez. Así pues, la fase 
ejecutiva de sentencia atañe a la liquidación de un crédito reconocido en la 
sentencia definitiva, su mayor o menor duración respecto de los pasos 
procedimentales a cumplir, difieren según la naturaleza de los bienes embargados 
cuando el ejecutado no hace pago inmediato y voluntario de aquél, pero en todos 
ellos se prevé un acto final que es la satisfacción del crédito citado a través del 
remate o bien de la entrega de los bienes muebles de fácil realización, como el 
dinero. Este último aspecto es fundamental, porque se parte del hecho de que la 
fase ejecutiva inicia ante la falta de cumplimiento voluntario por el vencido, en que 
se le requiere de pago y ante su falta, se embargan bienes suficientes para hacer 
efectivo aquél, se procede a su valuación y remate respectivo, para que con el 
dinero habido se le cubra el importe del crédito, o bien, se le adjudique por 
remate. Cuando se embarga dinero o se está en los casos análogos, como el 
embargo de una cuenta bancaria, se trata de un bien que puede entregarse 
inmediatamente al ejecutante porque no hay ningún otro trámite que hacer, más 
que la simple entrega a través del endoso del billete de depósito respectivo, que 
implica que el dinero ya salió del patrimonio del ejecutado a través de un acto del 
banco que se traduce en el cumplimiento de una orden judicial previamente 
emitida. Por tanto, en este caso, entregar inmediatamente el dinero a través, en su 
caso del endoso del billete de depósito respectivo, supone un acto de traslado del 
dinero a favor del ejecutante que se verifica con la puesta a su disposición; pero el 
dinero salió del patrimonio del deudor desde que se embargó la cuenta bancaria en 
ejecución de sentencia y se materializó cuando la institución expidió y entregó el 
billete de depósito al juzgado y la orden de entrega es solamente el acto necesario 
para que pueda endosarse el billete ejecutante; pero por virtud del embargo el 
dinero ya no está en el patrimonio del deudor. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO 
 
 

Amparo en revisión 43/2011. Alcal, S.A. de C.V. 14 de abril de 2011. 
Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo 
Villegas. 
 

 

 



 

13 
 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1740  
 
COSA JUZGADA REFLEJA. HIPÓTESIS EN QUE NO SE ACTUALIZA SU EFICACIA EN EL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL RESPECTO DE UNA SENTENCIA 
DE AMPARO. 
 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria de la 
que derivó la jurisprudencia 2a./J. 198/2010, publicada en la página 661 del Tomo 
XXXIII, enero de 2011, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, de rubro: "COSA JUZGADA INDIRECTA O REFLEJA. SU EFICACIA DENTRO DEL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.", precisó los requisitos para estimar 
actualizada la eficacia refleja de la cosa juzgada, entre los que se encuentra el que 
en la sentencia ejecutoria se sustente un criterio de fondo preciso, claro e 
indudable sobre uno de los presupuestos del segundo asunto; criterio que debe 
sustentar la resolución de este último a efecto de evitar fallos contradictorios. 
Consecuentemente, si en la etapa de cumplimiento de una sentencia de amparo el 
Juez de Distrito ordenó el archivo del expediente al no haber acreditado el quejoso 
su pretensión, sin pronunciarse sobre la legalidad de un oficio de la autoridad 
responsable que objetaba lo reclamado por aquél, el cual posteriormente se 
impugnó en el juicio contencioso administrativo federal, no existe un criterio 
primario sobre un elemento común en ambos juicios -aunado a que su naturaleza 
jurídica es distinta- que pueda llegar a ser contradictorio con lo que en su 
momento determine la Sala Fiscal, debido a que las partes contendientes, en esta 
última vía, no quedaron obligadas con la ejecutoria de garantías, pues la materia 
del juicio relativo se agotó al archivarse el asunto. Por tanto, en dicha hipótesis no 
se actualiza la eficacia de la cosa juzgada refleja. 
 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 222/2011. Federal Express Internacional y Compañía, S.N. de 
C. de C.V. 4 de agosto de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: María Simona 
Ramos Ruvalcaba. Secretaria: María del Pilar Meza Fonseca. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1640  
 
AUTORIZACIONES EN MATERIA AMBIENTAL PARA LA CONSTRUCCIÓN DE UN 
COMPLEJO TURÍSTICO. EL HECHO DE QUE SEAN DECLARADAS NULAS POR 
HABERSE EXPEDIDO ILEGALMENTE, NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY NI PRIVA AL PARTICULAR DE UN DERECHO 
ADQUIRIDO, AUN CUANDO LAS OBRAS HUBIERAN FINALIZADO. 
 
 
El hecho de que las autorizaciones en materia ambiental obtenidas para la 
construcción de un complejo turístico, posteriormente sean declaradas nulas por 
haberse expedido ilegalmente, no viola la garantía de irretroactividad de la ley 
prevista en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ni priva al particular de un derecho adquirido, pues las condiciones bajo 
las cuales se otorgaron inicialmente las autorizaciones han desaparecido, al existir 
un "interés público" en que el medio ambiente sea preservado. Lo anterior, aun 
cuando las obras hubieran finalizado y el complejo estuviera en operación, porque 
no puede afirmarse que por esa circunstancia la autoridad competente esté 
imposibilitada para actuar en favor de la tutela de los intereses y derechos de la 
colectividad. 
 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 167/2011. Desarrollo Marina Vallarta, S.A. de C.V. 29 de 
septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. 
Secretaria: Alma Flores Rodríguez. 
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[J]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 
62  
 
ACCESO A LA JUSTICIA. LA FACULTAD DE IMPONER PLAZOS Y TÉRMINOS 
RAZONABLES PARA EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS DE ACCIÓN Y DEFENSA ANTE 
LOS TRIBUNALES CORRESPONDE EXCLUSIVAMENTE AL LEGISLADOR. 
 
 
La reserva de ley establecida en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, por la que se previene que la impartición de justicia 
debe darse en los "plazos y términos que fijen las leyes", responde a la exigencia 
razonable de ejercer la acción en lapsos determinados, de manera que, de no ser 
respetados, podría entenderse caducada, prescrita o precluida la facultad de 
excitar la actuación de los tribunales, lo cual constituye un legítimo presupuesto 
procesal que no lesiona el derecho a la tutela judicial efectiva. En este sentido, la 
indicada prevención otorga exclusivamente al legislador la facultad para establecer 
plazos y términos razonables para ejercer los derechos de acción y defensa ante los 
tribunales. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 

Amparo directo en revisión 1670/2003. Fianzas México Bital, S.A., Grupo 
Financiero Bital. 10 de marzo de 2004. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Secretario: Miguel Bonilla López. 

Amparo directo en revisión 988/2009. Muebles y Diseños en Madera 
Arquitectónicos, S.A. de C.V. 1 de julio de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 

Amparo directo en revisión 1513/2009. Jorge Armando Gómez Vargas. 30 de 
septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 

Amparo directo en revisión 801/2012. Lans Vallarta, S.A. de C.V. 2 de mayo 
de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Armando Argüelles Paz y Puente. 

Amparo en revisión 213/2012. Delegado del Presidente Constitucional de los 
Estados Unidos Mexicanos. 23 de mayo de 2012. Unanimidad de cuatro votos. 
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Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: José Díaz de León Cruz. 

Tesis de jurisprudencia 14/2012 (9a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de fecha ocho de agosto de dos mil doce. 
 

 

 

 

 

 

[J]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1096  
 
ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. LAS GARANTÍAS Y MECANISMOS 
CONTENIDOS EN LOS ARTÍCULOS 8, NUMERAL 1 Y 25 DE LA CONVENCIÓN 
AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, TENDENTES A HACER EFECTIVA SU 
PROTECCIÓN, SUBYACEN EN EL DERECHO FUNDAMENTAL PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 
 
 
El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
interpretado de manera sistemática con el artículo1o. de la Ley Fundamental, en su 
texto reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
diez de junio de dos mil once, en vigor al día siguiente, establece el derecho 
fundamental de acceso a la impartición de justicia, que se integra a su vez por los 
principios de justicia pronta, completa, imparcial y gratuita, como lo ha sostenido 
jurisprudencialmente la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la jurisprudencia 2a./J. 192/2007 de su índice, de rubro: "ACCESO A LA 
IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE INTEGRAN 
LA GARANTÍA INDIVIDUAL RELATIVA, A CUYA OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS LAS 
AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS MATERIALMENTE JURISDICCIONALES.". Sin 
embargo, dicho derecho fundamental previsto como el género de acceso a la 
impartición de justicia, se encuentra detallado a su vez por diversas especies de 
garantías o mecanismos tendentes a hacer efectiva su protección, cuya fuente se 
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encuentra en el derecho internacional, y que consisten en las garantías judiciales y 
de protección efectiva previstas respectivamente en los artículos 8, numeral 1 y 25 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, adoptada en la ciudad de 
San José de Costa Rica el veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta y 
nueve, cuyo decreto promulgatorio se publicó el siete de mayo de mil novecientos 
ochenta y uno en el Diario Oficial de la Federación. Las garantías mencionadas 
subyacen en el derecho fundamental de acceso a la justicia previsto en el artículo 
17 constitucional, y detallan sus alcances en cuanto establecen lo siguiente: 1. El 
derecho de toda persona a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un Juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos y obligaciones 
de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter; 2. La existencia de un 
recurso judicial efectivo contra actos que violen derechos fundamentales; 3. El 
requisito de que sea la autoridad competente prevista por el respectivo sistema 
legal quien decida sobre los derechos de toda persona que lo interponga; 4. El 
desarrollo de las posibilidades de recurso judicial; y, 5. El cumplimiento, por las 
autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el 
recurso. Por tanto, atento al nuevo paradigma del orden jurídico nacional surgido a 
virtud de las reformas que en materia de derechos humanos se realizaron a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicadas en el Diario 
Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, en vigor al día siguiente, se 
estima que el artículo 17 constitucional establece como género el derecho 
fundamental de acceso a la justicia con los principios que se derivan de ese propio 
precepto (justicia pronta, completa, imparcial y gratuita), mientras que los 
artículos 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos prevén garantías o mecanismos que como especies de aquél subyacen en 
el precepto constitucional citado, de tal manera que no constituyen cuestiones 
distintas o accesorias a esa prerrogativa fundamental, sino que tienden más bien a 
especificar y a hacer efectivo el derecho mencionado, debiendo interpretarse la 
totalidad de dichos preceptos de modo sistemático, a fin de hacer valer para los 
gobernados, atento al principio pro homine o pro personae, la interpretación más 
favorable que les permita el más amplio acceso a la impartición de justicia. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO 
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Amparo directo 31/2012. 11 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Francisco Javier Cárdenas Ramírez. Secretario: Alejandro Andraca Carrera. 

Amparo directo 68/2012. Jaime Carriles Medina. 18 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Cárdenas Ramírez. Secretaria: 
Angélica Torres Fuentes. 

Amparo directo 75/2012. Unión Presforzadora, S.A. de C.V. 9 de mayo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Alejandro Lobato Rodríguez, 
secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de 
la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: 
Alejandro Andraca Carrera. 

Amparo directo 101/2012. Grupo Industrial Santiago Peral, S.A. de C.V. 13 de 
junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Eduardo Téllez Espinoza. 
Secretario: David Alvarado Toxtle. 

Amparo directo 120/2012. Miv Constructora, S.A. de C.V. 11 de julio de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Cárdenas Ramírez. Secretario: 
Alejandro Andraca Carrera. 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 192/2007 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, 
octubre de 2007, página 209. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1563  
 
ACTA PORMENORIZADA LEVANTADA EN DILIGENCIAS DE REQUERIMIENTO DE 
PAGO Y EMBARGO. EL FORMATO RELATIVO NO DEBE CONTENER YA IMPRESAS 
SITUACIONES SUBJETIVAS NI DESCONOCIDAS, COMO LA ACEPTACIÓN DEL CARGO 
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DE DEPOSITARIO, LA ENTREGA DEL BIEN EMBARGADO, EL ESTADO QUE GUARDE 
U OTRAS ANÁLOGAS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO). 
 
 
El artículo 152 del Código Fiscal del Estado de Guerrero dispone en su primer y 
segundo párrafos, lo siguiente: "El ejecutor que designe la oficina en que se 
radique el crédito fiscal, se constituirá en el domicilio del deudor y practicará la 
diligencia de requerimiento de pago y de embargo de bienes con las formalidades 
señaladas en este código para las notificaciones personales.-El ejecutor entregará 
original del mandamiento de ejecución a la persona con quien se entienda la 
diligencia y levantará acta pormenorizada de la cual también entregará copia.". Así, 
dicho precepto y demás relativos que regulan la diligencia de requerimiento de 
pago y embargo, si bien es cierto que no impiden al ejecutor auxiliarse de formatos 
impresos, también lo es que sí exigen que el acta pormenorizada se levante 
durante el desarrollo de la diligencia. Por tanto, el formato relativo no debe 
contener ya impresas situaciones subjetivas ni desconocidas, como la aceptación 
del cargo de depositario, la entrega del bien embargado, el estado que guarde u 
otras análogas, porque esos datos no son inmutables en todas las actas, por 
tratarse de eventos desconocidos que no es posible advertir sino hasta que se 
configuran en la realidad según las circunstancias de cada caso concreto, pues 
podría darse el caso de que el pretendido depositario rechazara esa 
responsabilidad, que el bien embargado no se entregara materialmente al 
depositario, o bien, que éste no estuviera de acuerdo con la descripción que de 
aquél se hace en el acta respectiva. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
VIGESIMO PRIMER CIRCUITO 
 
 

Amparo en revisión 516/2011. Jesseca Berenice Moreno Portillo. 17 de abril 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Carreón Hurtado. Secretario: 
Ernesto Fernández Rodríguez. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1564  
 
ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECEN REGLAS Y CRITERIOS PARA LA 
RESOLUCIÓN DE DIVERSOS TRÁMITES ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DE LA 
PROPIEDAD INDUSTRIAL. SU ARTÍCULO 13, AL FACULTAR A DICHO ORGANISMO A 
EMITIR HASTA CUATRO REQUERIMIENTOS PARA QUE SE CUMPLAN LOS 
REQUISITOS DE FONDO PARA LA INSCRIPCIÓN DE UNA PATENTE, NO REBASA LA 
LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL NI SU REGLAMENTO. 
 
 
El citado artículo del invocado acuerdo, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 9 de agosto de 2004, al facultar al referido instituto a emitir hasta 
cuatro requerimientos para que se cumplan con los requisitos de fondo de la 
inscripción de una patente, no rebasa la Ley de la Propiedad Industrial ni su 
reglamento, ya que con tales requerimientos se regula lo no previsto en el 
artículo 55 de la señalada ley, porque en atención al texto de este precepto, si no 
se cumple con los requisitos de fondo, puede negarse la inscripción solicitada; por 
ello, los cuatro requerimientos mencionados benefician al particular, máxime que 
el numeral inicialmente indicado no exige algún elemento de fondo diferente o 
adicional a los requeridos para el registro de una patente. 
 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 653/2011. Elan Pharmaceuticals, Inc. 8 de febrero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Gabriela Rolón Montaño. Secretario: J. 
Guadalupe Martínez Cipriano. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1595  

ACUERDOS GENERALES 21/2007 Y 43/2008, AMBOS DEL PLENO DEL CONSEJO DE 
LA JUDICATURA FEDERAL. VAN MÁS ALLÁ DE LO QUE ESTABLECE LA LEY DE 
AMPARO PARA LA PROMOCIÓN DE LOS RECURSOS. 
 

En el Acuerdo General 21/2007, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal se 
establece que la Firma Electrónica para el Seguimiento de Expedientes (FESE) 
producirá los mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa; y en el Acuerdo 
General 43/2008, se autorizó la utilización de dicha firma electrónica para facilitar 
la notificación de las sentencias que se emitan, así como la interposición de los 
recursos, tratándose de juicios de amparo indirecto promovidos contra la Ley del 
Impuesto Empresarial a Tasa Única. Sin embargo, el procedimiento contenido en 
los mencionados acuerdos, en cuanto al trámite del recurso de revisión, va más allá 
de la voluntad del legislador contenida en los artículos 3o., 86 y 88 de la Ley de 
Amparo, porque si bien no suprimen la obligación de que los documentos lleven 
firma de quien promueve, lo cierto es que implementan un aspecto que no se 
encuentra contemplado en la Ley de Amparo, como lo es la promoción de un 
recurso de revisión mediante vía electrónica; e, incluso, que la firma autógrafa se 
sustituya de igual manera electrónicamente, dejando en desuso la diversa 
disposición de que se aportaren las copias para cada una de las partes; supuestos 
jurídicos que no se encuentran contemplados en la ley reglamentaria. Así, los 
aludidos acuerdos, van más allá de la voluntad del legislador, pues establecen el 
uso de la firma electrónica y permiten que los recursos de revisión se interpongan 
de esta manera, en contravención a la Ley de Amparo. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 

Reclamación 15/2011. Subprocurador Fiscal Federal de Amparos, en 
representación del Presidente de la República y otras autoridades. 24 de mayo de 
2012. Mayoría de votos. Disidente: Eduardo López Pérez. Ponente: Sergio Javier 
Coss Ramos. Secretaria: María Eugenia Urquiza García. 
Nota: Los Acuerdos Generales 21/2007 y 43/2008 del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal citados, aparecen publicados en el Semanario Judicial de la 
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Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, junio de 2007 y Tomo XXVIII, 
septiembre de 2008, páginas 1199 y 1451, respectivamente. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1602  

ALEGATOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL TRAMITADO 
EN VÍA SUMARIA. NO PUEDE DICTARSE SENTENCIA SI LAS PARTES NO HAN 
TENIDO CONOCIMIENTO DE LA FECHA SEÑALADA PARA EL CIERRE DE LA 
INSTRUCCIÓN, AL NO RESPETARSE EL PLAZO QUE TIENEN PARA FORMULARLOS. 
 

Acorde con el artículo 58-11 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, "las partes podrán presentar sus alegatos antes de la fecha 
señalada para el cierre de la instrucción", y si se toma en consideración el criterio 
establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
tesis 2a./J. 62/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, diciembre de 2001, página 206, bajo la voz: 
"ALEGATOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PREVISTOS EN EL 
ARTÍCULO 235 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. DEBE AMPARARSE POR LA 
OMISIÓN DE SU ANÁLISIS SI CAUSA PERJUICIO AL QUEJOSO, COMO CUANDO EN 
ELLOS SE CONTROVIERTA LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA O SE REFUTAN 
PRUEBAS.", las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben 
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considerar en sus sentencias los alegatos presentados en tiempo por las partes, y 
en el supuesto de que se omita su análisis, los Tribunales Colegiados de Circuito 
que, en su caso, conozcan del juicio de garantías, efectuarán dicho examen, y 
analizarán para ello si se causa perjuicio al quejoso en términos del artículo 4o. de 
la Ley de Amparo, esto es, cuando se hubiesen formulado alegatos de bien probado 
o aquellos en los que se controvierten argumentos de la contestación de la 
demanda o se objetan o refutan pruebas ofrecidas por la contraparte, en cuyo caso 
deberán conceder la protección de la Justicia Federal para el efecto de que la Sala 
responsable deje insubsistente su fallo y dicte otro en que se ocupe de ellos, ya que 
con éstos podría variarse el sentido de la sentencia. En consecuencia, en el juicio 
contencioso administrativo federal tramitado en la vía sumaria no puede dictarse 
sentencia si las partes no han tenido conocimiento de la fecha señalada para el 
cierre de la instrucción, al no respetarse el plazo que tienen para formular alegatos, 
lo que conlleva una violación a las normas esenciales que rigen el procedimiento, 
según el artículo 159, fracción VI, de la ley citada en segundo término. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
OCTAVO CIRCUITO 
 

Amparo directo 175/2012. José Jiménez Saracho. 31 de mayo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Pedro Fernando Reyes Colín. Secretario: José 
Enrique Guerrero Torres. 
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AMPARO INDIRECTO. ASPECTOS QUE EL JUEZ DE DISTRITO ESTÁ OBLIGADO A 
EXAMINAR AL DICTAR LA SENTENCIA RELATIVA, A FIN DE IDENTIFICAR EL 
DERECHO HUMANO CUYA PROTECCIÓN SE SOLICITA. 
 

De conformidad con el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su texto vigente a partir de la entrada en vigor de la reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, el Juez de 
Distrito, al momento de dictar sentencia en el amparo, está obligado a examinar, 
íntegra y conjuntamente, la demanda y sus anexos, a fin de identificar el derecho 
humano cuya protección se solicita, para lo cual será conveniente, en principio, que 
se esclarezca la naturaleza del acto reclamado, la génesis de los derechos que 
deben salvaguardarse y las particularidades específicas del caso concreto para velar 
por su respeto irrestricto; para ello será necesario establecer si la pretensión hecha 
valer en el juicio de amparo es dable examinarla en la vía indirecta, considerando 
en todo momento el derecho fundamental que incorpora la parte quejosa en sus 
pretensiones y la vulneración jurídica que produce el acto reclamado para 
determinar si la restitución del derecho violado permitirá dar efectos concretos y 
prácticos. Los parámetros señalados resultan útiles, por ejemplo, para distinguir 
que, en caso de que la quejosa se duela de la negativa de las autoridades 
responsables a expedirle copia de su expediente clínico, el derecho humano que 
envuelve tal acción es el relativo a la salud, ya que con ello se le impide, 
primordialmente, conocer su estado psicosomático, de manera que al invocarse en 
la demanda y ser posible dar efectos a la ejecutoria, en su caso, torna procedente 
el juicio biinstancial. 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
PRIMERA REGION CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL 
 

Amparo en revisión 86/2012. Dora Itzel Braulio Zermeño. 23 de febrero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Gaspar Paulín Carmona. Secretaria: Norma 
María González Valencia. 
 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)


 

25 
 

 

 

 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1631  

AMPARO INDIRECTO CONTRA LEYES. CUANDO EN EL JUICIO RELATIVO SE ESTIME 
ACTUALIZADA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN LA FRACCIÓN XII DEL 
ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE LA MATERIA, PORQUE EL ACTO DE APLICACIÓN 
RECLAMADO SE CONSINTIÓ O NO FUE EL PRIMERO, ANTES DE DECRETAR EL 
SOBRESEIMIENTO DEBE VERIFICARSE QUE NO EXISTE JURISPRUDENCIA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN QUE DECLARE LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS PRECEPTOS IMPUGNADOS PUES, DE SER ASÍ, NO 
OPERARÁ EL CITADO MOTIVO DE INEJERCITABILIDAD (APLICACIÓN DE LAS 
JURISPRUDENCIAS P./J. 104/2007 Y P./J. 105/2007). 
 

Si bien es cierto que, en amparo indirecto contra leyes, el acto de aplicación de la 
norma impugnada debe ser el primero para que proceda el juicio relativo, 
conforme a la interpretación a contrario sensu de la fracción XII, del artículo 73, de 
la ley de la materia, también lo es que en los referidos criterios jurisprudenciales 
del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicados en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 
2007, páginas 14 y 13, de rubros: "SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE CUANDO 
EXISTE JURISPRUDENCIA TEMÁTICA SOBRE INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. ES 
OBLIGATORIA EN EL AMPARO, A FIN DE HACER PREVALECER LA SUPREMACÍA DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS." y "SUPLENCIA DE 
LA QUEJA DEFICIENTE. CONDICIONES PARA QUE OPERE RESPECTO DE ACTOS 
CONCRETOS DE APLICACIÓN DE LEYES DECLARADAS INCONSTITUCIONALES POR 
JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (AMPARO 
INDIRECTO Y DIRECTO).", respectivamente, se establece, entre otras cosas, que esa 
condición no será aplicable cuando exista jurisprudencia del Alto Tribunal que 
declare la inconstitucionalidad de los preceptos impugnados pues, en tal supuesto, 
será irrelevante si éstos se consintieron o no se controvirtieron con motivo del 
primer acto de su aplicación, razón por la cual, metodológicamente será necesario 
que antes de decretar el sobreseimiento por la causa de improcedencia prevista en 
el indicado artículo, se verifique que efectivamente no existe un criterio de tales 
características pues, de ser así, no operará el citado motivo de inejercitabilidad. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO 
 

Amparo en revisión 370/2010. 14 de octubre de 2011. Unanimidad de votos, 
con voto concurrente del Magistrado Salvador González Baltierra. Ponente: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. Secretario: Enrique Orozco Moles. 
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APODERADOS ADUANALES. AL TENER EL CARÁCTER DE "MANDATARIOS" DE LOS 
IMPORTADORES Y EXPORTADORES, DEBE CONSIDERÁRSELES RESPONSABLES 
SOLIDARIOS DEL PAGO DE LOS IMPUESTOS AL COMERCIO EXTERIOR Y DE LAS 
DEMÁS CONTRIBUCIONES, ASÍ COMO DE LAS CUOTAS COMPENSATORIAS QUE SE 
CAUSEN CON MOTIVO DEL DESPACHO ADUANERO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
53, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA. 
 

El artículo 53 de la Ley Aduanera -en sus distintas fracciones- establece que son 
responsables solidarios del pago de los impuestos al comercio exterior y de las 
demás contribuciones, así como de las cuotas compensatorias que se causen con 
motivo del despacho aduanero, entre otros sujetos, los "mandatarios" (fracción I) y 
los "agentes aduanales y sus mandatarios autorizados" (fracción II). Ahora bien, la 
interpretación literal y teleológica de esas porciones normativas, así como el 
examen de las reformas a la citada ley sobre el tema, permite concluir que a los 
"apoderados aduanales" debe considerárseles responsables solidarios, en términos 
del referido artículo 53, fracción I, pues técnicamente son "mandatarios" de los 

http://ius.scjn.gob.mx/paginas/DetalleGeneral.aspx?id=23729&Clase=DetalleTesisEjecutorias
javascript:AbrirModal(1)


 

27 
 

importadores y exportadores tratándose de las actuaciones que deriven del 
despacho aduanero y tienen el mismo "deber de cuidado" que los agentes 
aduanales, en virtud de que el legislador federal, al regular las figuras de 
apoderado y agente aduanal, los consideró como coadyuvantes de la autoridad y, 
como tales, los sujetó a un régimen de derechos y obligaciones así como a reglas de 
control; sin que pueda sostenerse que no son responsables solidarios por virtud del 
vínculo laboral con su representado, quien es ilimitadamente responsable por los 
actos que realicen, pues en otros supuestos previstos en las leyes fiscales y 
aduanera también se prevé ese tipo de responsabilidad en condiciones similares, 
como ocurre cuando el propio artículo 53, en su fracción III, la establece a cargo de 
terceros, como los transportistas, pilotos, capitanes y, en general, los conductores 
de las mercancías objeto de comercio exterior. 
 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 427/2011. Administrador de lo Contencioso de Grandes 
Contribuyentes "6" de la Administración Central de lo Contencioso de Grandes 
Contribuyentes. 25 de enero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana 
Leticia Campuzano Gallegos. Secretaria: Jazmín Robles Cortés. 
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CADUCIDAD DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE INFRACCIÓN INICIADO 
DE OFICIO. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE COMIENZA UNA VEZ 
TRANSCURRIDO EL DE DIEZ DÍAS PARA DICTAR RESOLUCIÓN SEÑALADO EN EL 
ARTÍCULO 74 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 
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Conforme a los artículos 72 y 74 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 
para imponer una sanción en el procedimiento administrativo de infracción 
iniciado de oficio, la autoridad administrativa debe notificar previamente al 
infractor del inicio del procedimiento y, una vez que éste sea oído y se hayan 
desahogado las pruebas ofrecidas y admitidas, dentro de los diez días siguientes, 
debe dictar por escrito la resolución correspondiente, la cual será notificada en 
forma personal o por correo certificado. Por su parte, el artículo 60, último párrafo, 
de la misma ley establece que los procedimientos administrativos iniciados de 
oficio caducan por inactividad procesal de la autoridad en el plazo de treinta días 
contados a partir de la expiración del término en que debía dictarse la resolución 
correspondiente, asimismo, que la declaratoria respectiva procederá a solicitud de 
parte interesada o de oficio. Consecuentemente, el cómputo del plazo previsto en 
el citado artículo 60 inicia una vez transcurrido el de diez días señalado en el 
mencionado artículo 74 y no antes. 
 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
PRIMERA REGION CON RESIDENCIA EN NAUCALPAN DE JUAREZ ESTADO DE 
MEXICO 
 

Revisión fiscal 75/2012. Director de lo Contencioso, adscrito a la Unidad de 
Asuntos Jurídicos de la Secretaria de Energía. 4 de mayo de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Alfredo Enrique Báez López. Secretaria: María de Lourdes Villegas 
Priego. 

Amparo directo 7/2012. Francisco de Icaza Dufour. 4 de mayo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Olvera García. Secretario: Lorenzo 
Hernández de la Sancha. 
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CÉDULAS DE LIQUIDACIÓN DE CUOTAS OBRERO PATRONALES. EL EXAMEN DE 
COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD QUE LAS EMITIÓ NO IMPLICA ANALIZAR SI 
EXHIBIÓ O NO SU NOMBRAMIENTO. 
 

En términos de la jurisprudencia 2a./J. 218/2007, sustentada por la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007, página 
154, de rubro: "COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA 
AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE 
SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA.", las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
tienen la obligación de examinar todo lo relacionado con la competencia de la 
autoridad demandada, en lo cual se incluye la ausencia, indebida o insuficiente 
fundamentación de aquélla, sin embargo, cuando en el juicio de nulidad se 
impugne una cédula de liquidación de cuotas obrero patronales emitida por una 
autoridad del Instituto Mexicano del Seguro Social, dicho examen no abarca el 
análisis referente a si ésta exhibió o no su nombramiento, pues sólo comprende lo 
relativo a su competencia para dictar el acto impugnado. A lo anterior debe 
sumarse que en términos del artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los 
actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumen legales, por lo que, en 
todo caso, corresponde al actor demostrar que el funcionario que emitió la cédula 
no cuenta con el nombramiento respectivo. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO SEGUNDO CIRCUITO 
 

Amparo directo 158/2012. GN Fundición, S.A. de C.V. 28 de junio de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Sánchez Hidalgo. Secretario: 
Günther Demián Hernández Núñez. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA FALTA DE RESPUESTA A UNA SOLICITUD DE 
DEVOLUCIÓN DE CANTIDADES PAGADAS EN EXCESO POR VIRTUD DE LOS 
DESCUENTOS APLICADOS EN EL CRÉDITO DE VIVIENDA OTORGADO POR EL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 
ESTADO. SE SURTE EN FAVOR DE UN JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA DE 
TRABAJO. 
 

Si acorde con la tesis jurisprudencial 2a./J. 59/2011, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, mayo de 2011, 
página 348, de rubro: "FOVISSSTE. ES COMPETENTE UN JUEZ DE DISTRITO EN 
MATERIA DE TRABAJO PARA CONOCER DE LA ORDEN DEL ISSSTE DE INCREMENTAR 
LOS DESCUENTOS POR CONCEPTO DE PAGO DEL CRÉDITO DE VIVIENDA DEL 30% AL 
50% DEL SALARIO DE LOS TRABAJADORES EN ACTIVO.", la competencia para 
conocer de lo relacionado con los incrementos en los descuentos efectuados al 
salario de un trabajador con motivo de un crédito de vivienda se surte en favor de 
un Juzgado de Distrito en Materia de Trabajo, el mismo criterio debe aplicarse 
cuando se reclame la falta de respuesta a una solicitud de devolución de 
cantidades pagadas por virtud de los descuentos aplicados en el crédito de vivienda 
otorgado por el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, en tanto estos actos impactan directamente en el salario de los 
trabajadores. 
 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 

Competencia 1/2012. Suscitada entre el Juzgado Décimo Quinto de Distrito 
en Materia Administrativa y el Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Trabajo, 
ambos en el Distrito Federal. 15 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Víctor Aguirre Montoya. 
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 [J]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 
604  

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA LA 
NEGATIVA A LA DEVOLUCIÓN DE LOS DEPÓSITOS DE LA SUBCUENTA DE 
VIVIENDA. 
 

La negativa referida constituye un acto negativo carente de ejecución y, por tanto, 
la competencia para conocer del juicio de amparo promovido en su contra 
corresponde al Juez de Distrito en cuya jurisdicción resida la autoridad que la dictó, 
al actualizarse la regla competencial establecida en el tercer párrafo del artículo 36 
de la Ley de Amparo, porque constituye un acto meramente declarativo. Lo 
anterior es así, ya que los actos negativos con efectos positivos o los de carácter 
estrictamente positivo producen un cambio en la realidad o modifican un estado 
de cosas existente, en cambio, los declarativos no alteran el estado de las cosas ni 
modifican el entorno o la esfera jurídica de un particular. De ahí que, cuando la 
autoridad se niega a acordar favorablemente la solicitud de devolución de 
depósitos existentes en una subcuenta de vivienda ante el Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, no se provoca cambio alguno en el 
estado de las cosas, pues se mantiene la indisponibilidad del solicitante respecto de 
los recursos que solicita y se trata de un acto declarativo que no amerita una 
ejecución material. 
 

SEGUNDA SALA 
 

Contradicción de tesis 74/2012. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado 
del Décimo Segundo Circuito. 23 de mayo de 2012. Cinco votos. Ponente: Sergio 
Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Diana Minerva Puente Zamora. 

Tesis de jurisprudencia 68/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del trece de junio de dos mil doce. 
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COMPROBANTES FISCALES. DEBE CONSIDERARSE SATISFECHO EL REQUISITO DE 
QUE CONTENGAN EL DOMICILIO FISCAL DE QUIEN LOS EXPIDE CUANDO CONSTA 
EL CÓDIGO POSTAL, AUN CUANDO SE OMITA SEÑALAR LA DELEGACIÓN POLÍTICA 
Y LA ENTIDAD FEDERATIVA A LA QUE PERTENECE (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 
2011). 
 

De los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la Federación, vigentes en 2011 se 
advierten la obligación a cargo de los contribuyentes de expedir comprobantes por 
las actividades que realicen y los requisitos que éstos deben reunir, dentro de los 
cuales destaca el que establezcan el domicilio fiscal, sin que se haga referencia a 
cómo debe plasmarse dicha información o los datos que debe contener. Por tanto, 
debe considerarse satisfecho dicho requisito cuando consta el código postal, el 
cual, de conformidad con el Catálogo Nacional de Códigos Postales, se integra por 
una serie de números que describen la ubicación geográfica de una localidad, 
englobando colonia, delegación y entidad federativa, aun cuando se omita señalar 
la delegación política y la entidad federativa a la que pertenece el domicilio de 
quien los expide, en tanto que no representa un obstáculo para el ejercicio de las 
facultades fiscalizadoras de la autoridad, sino un rigorismo. Lo anterior, sin que 
pase inadvertido el criterio contenido en la jurisprudencia 2a./J. 66/2009, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, 
mayo de 2009, página 119, de rubro: "COMPROBANTES FISCALES. LOS EXPEDIDOS 
CON EL DOMICILIO FISCAL INCOMPLETO O ERRÓNEO ACTUALIZAN LA INFRACCIÓN 
PREVISTA EN LA FRACCIÓN VII DEL ARTÍCULO 83 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN.", sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de la Justicia 
de la Nación, en la que se reconoce la correspondencia que debe prevalecer con el 
domicilio manifestado en el Registro Federal de Contribuyentes, ya que en el caso 
no se evidencia que el asentado sea erróneo o equivocado en relación con el 
declarado ante aquél, o bien, que no contenga los datos esenciales que 
obstaculicen la localización del lugar donde se encuentra el principal asiento de los 
negocios del contribuyente para el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
PRIMERA REGION CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL 
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Amparo directo 355/2012. Alimentos Mexicanos de Calidad Clavería 1, S.A. de 
C.V. 2 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel Villeda Ayala. 
Secretario: Juan Luis Morales Castro. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1672  

CONCEPTO DE VIOLACIÓN PROCESAL EN EL AMPARO DIRECTO. EL CRITERIO PARA 
DECLARARLO OPERANTE O INOPERANTE DEPENDE DE LA OPORTUNIDAD REAL 
QUE EL QUEJOSO TUVO PARA IMPUGNARLA EN AMPARO INDIRECTO, Y DE LO 
QUE AL RESPECTO ESTABLEZCA LA JURISPRUDENCIA VIGENTE AL MOMENTO EN 
QUE SE EMITA EL ACTO. 
 

Con base en los principios pro persona y de interpretación conforme, así como en 
la obligación de proteger y garantizar los derechos humanos, contenidos en el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 
concluye que los artículos 158, párrafo tercero y 114, fracción IV, ambos de la Ley 
de Amparo deben interpretarse en el sentido de que el criterio para declarar 
operante o inoperante un concepto de violación procesal en amparo directo 
depende de la oportunidad real que el quejoso tuvo para impugnarla en amparo 
indirecto, lo que únicamente es posible si se atiende a lo que establezca al respecto 
el criterio jurisprudencial vigente en el momento en que el acto procesal se emitió. 
Esto es así, porque en el citado numeral 158 que regula la procedencia del juicio de 
amparo para impugnar violaciones procesales, el legislador utilizó la expresión "... 
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cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible reparación 
...", y conforme al Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española, 
vigésima segunda edición, "surgir", en una de sus acepciones, significa: "aparecer, 
manifestarse, brotar", por lo que el propio texto legal obliga a apreciar las 
condiciones normativas (entre ellas la jurisprudencia) vigentes en el momento de la 
emisión del acto procesal. Una interpretación contraria tendría como resultado que 
el juicio de amparo con el que cuenta el justiciable para impugnar violaciones 
surgidas dentro de un proceso jurisdiccional resultara ilusorio, al configurarse un 
cuadro de denegación de justicia, anulando la posibilidad real de interponerlo, pues 
no se analizaría el fondo de la cuestión planteada, bajo el argumento de que debió 
ser impugnada en amparo indirecto, cuando lo cierto es que en el momento en que 
dicho acto procesal se emitió, pudiera estar vigente un criterio jurisprudencial que 
estableciera que su impugnación debía plantearse como violación procesal en el 
amparo directo, configurándose de esa forma un requisito impeditivo u 
obstaculizador del acceso efectivo a la jurisdicción, notoriamente excesivo y 
carente de razonabilidad o proporcionalidad. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO QUINTO CIRCUITO 
 

Amparo directo 748/2011. Orquesta de Baja California, A.C. 10 de mayo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén David Aguilar Santibáñez. Secretario: 
Luis Fernando Zúñiga Padilla. 
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 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1596  

CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. CARECE DE FACULTADES PARA 
ESTABLECER, EN ACUERDOS GENERALES, REQUISITOS QUE NO PREVÉ LA LEY DE 
AMPARO. 
 

En el Acuerdo General 21/2007, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, se 
establece la Firma Electrónica para el Seguimiento de Expedientes (FESE), la cual 
producirá los mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa; y en el Acuerdo 
General 43/2008, se autorizó la utilización de esa firma para facilitar la notificación 
de las sentencias que se emitan, así como la interposición de los recursos, 
tratándose de juicios de amparo indirecto promovidos contra la Ley del Impuesto 
Empresarial a Tasa Única. Sin embargo, dada su naturaleza meramente 
administrativa, el Consejo de la Judicatura Federal no tiene funciones 
jurisdiccionales y, por consiguiente, no se encuentra facultado para establecer 
procedimientos para el trámite de los recursos en el juicio de amparo. En efecto, 
las facultades que se le otorgan en los artículos 94, párrafo segundo y 100, párrafos 
primero y octavo, de la Carta Magna; 68 y 81, fracción II, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación para expedir acuerdos generales, sólo atañen a 
aquellas cuestiones que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones. De ahí 
que le está vedado inmiscuirse en la tarea jurisdiccional. Más aún, en el trámite de 
los asuntos que son competencia de los órganos jurisdiccionales, sus titulares se 
encuentran constreñidos a observar las disposiciones legales aplicables, pero de 
ninguna manera subordinados al Consejo de la Judicatura Federal en el desarrollo 
de la actividad jurisdiccional y, por tanto, el Consejo de la Judicatura Federal no 
puede, so pena de inmiscuirse en cuestiones jurisdiccionales, establecer formas o 
métodos para llevar a cabo ese trabajo. Lo anterior, sin desconocer el avance 
tecnológico y la presentación de gran cantidad de recursos que trata de considerar 
el Consejo de la Judicatura Federal; empero, dichos acuerdos no deben alterar el 
procedimiento establecido en la Ley de Amparo, ya que con ello, dicho órgano 
administrativo asume también funciones de orden legislativo que no le 
corresponden. Por tanto, el Consejo de la Judicatura Federal no puede, mediante 
acuerdos generales, crear figuras que no se encuentran previstas específicamente 
en la Ley de Amparo, pues la facultad que se le otorga en el artículo 100, octavo 
párrafo, de la Carta Magna, invariablemente se encuentra supeditada a lo que 
establezcan las leyes y los artículos 3o., 86 y 88 de la Ley de Amparo, prevén de 
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manera categórica que en los juicios de amparo el recurso de revisión se 
interpondrá por escrito en el que se expresen los agravios que le cause la 
resolución impugnada; por conducto del Juez de Distrito; y con una copia para cada 
una de las partes. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 

Reclamación 15/2011. Subprocurador Fiscal Federal de Amparos, en 
representación del Presidente de la República y otras autoridades. 24 de mayo de 
2012. Mayoría de votos. Disidente: Eduardo López Pérez. Ponente: Sergio Javier 
Coss Ramos. Secretaria: María Eugenia Urquiza García. 
Nota: Los Acuerdos Generales 21/2007 y 43/2008 del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal citados, aparecen publicados en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, junio de 2007 y Tomo XXVIII, 
septiembre de 2008, páginas 1199 y 1451, respectivamente. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1702  

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE PUEBLA. LA AUSENCIA DE UN 
TRIBUNAL DE DICHA NATURALEZA EN ESA ENTIDAD FEDERATIVA, NO RESULTA 
VIOLATORIA DE LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y DE LA PROTECCIÓN JUDICIAL 
PREVISTAS, RESPECTIVAMENTE, EN LOS ARTÍCULOS 8, NUMERAL 1, Y 25 DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 
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Si bien la obligación del Estado de proporcionar un recurso judicial derivada de los 
artículos 8, numeral 1, y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
se traduce en la existencia de tribunales o procedimientos formales y en la 
posibilidad de recurrir a tales órganos, además de que los recursos deben tener 
efectividad, es decir, que debe brindarse a la persona la posibilidad real de 
interponerlos para que la autoridad competente y capaz de emitir una decisión 
vinculante determine si ha habido o no una violación a algún derecho que la 
persona que reclama estima tener y que, en caso de ser encontrada una violación, 
el recurso sea útil para restituir al interesado en el goce de su derecho y repararlo; 
empero, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como intérprete último de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, no ha previsto limitante 
alguna en el sentido de que el recurso judicial efectivo deba tramitarse y resolverse 
necesariamente a través de la sede de la jurisdicción ordinaria federal o estatal, 
sino que por el contrario, en la propia sentencia recaída al caso Castañeda Gutman 
contra el Estado Mexicano, se reconoce al juicio de amparo, que es un medio de 
control constitucional ventilado en la sede de jurisdicción extraordinaria, como un 
recurso judicial efectivo en aras de la protección del derecho fundamental de 
acceso a la impartición de justicia. A partir de esa premisa, se estima que la 
limitante de que los particulares no puedan acudir a ventilar una controversia 
suscitada entre ellos y la administración pública del Estado de Puebla, ante un 
tribunal de lo contencioso administrativo local en esa entidad federativa dada su 
inexistencia, ni tampoco se encuentren en posibilidad de demandar la nulidad de 
los actos respectivos en la vía ordinaria administrativa federal, por no surtirse la 
competencia de los Jueces de Distrito en términos del artículo 52, fracción I, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, aplicado a contrario sensu; ello no 
constituye por sí una vulneración a los artículos 8, numeral 1, y 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, pues los gobernados tienen a su alcance la 
promoción del juicio de amparo indirecto ante el Juez de Distrito competente 
cuando se estimen contrarios a derecho los actos de las autoridades estatales que 
emitidos con fundamento en la ley, extingan unilateralmente una relación en la 
que es parte el gobernado, y que sean decretados sin acudir a los tribunales 
judiciales o administrativos, y sin requerir de la voluntad del afectado. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO 
 

Amparo directo 75/2012. Unión Presforzadora, S.A. de C.V. 9 de mayo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Alejandro Lobato Rodríguez, 
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secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de 
la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: 
Alejandro Andraca Carrera. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1703  

CONTRARRECIBOS DE FACTURAS. SUS ALCANCES JURÍDICOS EN ORDEN CON LA 
RELACIÓN COMERCIAL. 
 

Conforme a los usos y costumbres mercantiles, los contrarrecibos son entregados 
como documentos justificativos de que se recibieron facturas para revisión, a fin de 
que, una vez examinadas, si se aceptaran, sean cubiertas en la fecha de pago que 
se contiene en cada contrarrecibo. De la anterior mecánica, se deducen las 
siguientes circunstancias: La elaboración de las facturas que se pretenden cobrar 
por el prestador de servicios es un acto eminentemente unilateral de quien así la 
realiza, sin la intervención del presunto deudor, de este modo, esa confección de 
las facturas es un acto que siendo en principio jurídicamente unilateral, se vuelve 
bilateral con la recepción de aquéllas para su revisión y eventual pago, y con la 
emisión de los contrarrecibos por quien debe liquidarlas. Así, dicha recepción de 
facturas genera a cargo de quien las recibe la obligación de realizar su revisión, la 
cual tiene a su vez tres posibles consecuencias legales y lógicas, que son: a) Que se 
acepten las facturas y se paguen, y ello en la fecha señalada para el pago en los 
contrarrecibos, b) Que se acepten parcialmente, y así se cubran, o sea, se pague 
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sólo la parte aceptada, lo cual incluye un rechazo parcial tácito, y c) Que se 
rechacen en su totalidad y no se paguen. En atención a lo precedente, y toda vez 
que la presentación de las facturas por parte del prestador de servicios contiene 
una pretensión de pago, y en orden con ésta se exhiben para que sean revisadas 
por la receptora, ésta no puede quedar pasiva o inactiva ante la propia exhibición o 
presentación, sino que le genera en principio la carga de revisarlas, para que una 
vez realizado el examen relativo, las pague, si es que se aceptan en su totalidad, o 
las cubra parcialmente, si es que en parte se aceptan y en parte se rechazan, o no 
las pague, en caso de que se rechacen integralmente, cuyo resultado del examen 
debe hacerlo del conocimiento del prestador de servicios en un plazo máximo de 
treinta días, a partir de la recepción, so pena de perder su derecho a negar la 
prestación de los servicios a que se contraen las facturas presentadas, y en 
consecuencia, que se presuma el adeudo. Lo anterior es así, en aplicación analógica 
de lo dispuesto en el artículo 383 del Código de Comercio, que establece que el 
comprador que luego de cinco días de recibir las mercancías no reclamare al 
vendedor, por escrito, la falta de calidad o cantidad de ellas, o que dentro de 
treinta días contados desde que las recibió, no le reclame por vicios internos, 
perderá toda acción y derecho a repetir contra el vendedor, en atención a que el 
prestador de servicios, por seguridad jurídica ante la presentación de sus facturas y 
su consecuente pretensión de pago, no debe quedar en la incertidumbre 
provocada por la eventual inacción de la receptora de tales servicios o facturas. Por 
tanto, las facturas no rechazadas deben cubrirse, por generar la aceptación del 
adeudo que comprenden. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO 
 

Amparo directo 329/2012. Tubos y Productos de Alambre, S.A. de C.V. 29 de 
mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Noé Adonai Martínez Berman. 
Secretario: Juan Carlos Guerra Álvarez. 
 

 

 

 

 

 

javascript:AbrirModal(1)


 

40 
 

 

 

 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1707  

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO DEBEN EJERCERLO, CUANDO AL 
RESOLVER UN JUICIO DE AMPARO DIRECTO ADVIERTAN QUE LA NORMA EN QUE 
FUNDÓ SU COMPETENCIA LA AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EMITIR EL ACTO 
RECLAMADO ES INCONSTITUCIONAL E INCONVENCIONAL. 
 

De conformidad con el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, 
se encuentran obligadas a velar por el respeto a los derechos humanos contenidos 
en la Constitución Federal y en los instrumentos internacionales celebrados por el 
Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano 
de que se trate -interpretación pro persona-. Consecuentemente, los Tribunales 
Colegiados de Circuito al resolver el juicio de amparo directo, están facultados para 
realizar un esfuerzo hermenéutico, en sentido amplio o estricto, respecto de la 
norma en que fundó su competencia la autoridad responsable para emitir el acto 
reclamado, es decir, deben ejercer el control de constitucionalidad y el de 
convencionalidad ex officio, cuando adviertan que es contraria a la Constitución 
Federal y, por ejemplo, a los principios derivados de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. Ello se considera así, porque el Tribunal Colegiado, 
actuando como órgano terminal, debe evitar la consumación del acto contraventor 
de los derechos humanos del quejoso, aunque éste no se duela específicamente de 
la inconstitucionalidad e inconvencionalidad de la norma indebidamente aplicada 
por la responsable. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO 
 

Amparo directo 201/2012. Esteban Nava Morán, por su propio derecho y 
como representante legal de Combustibles Centrifugados, S.A. de C.V. 11 de abril 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Pedro Elías Soto Lara. Secretaria: Fabiola 
Delgado Trejo. 
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 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1732  

CONTROL DE CONVENCIONALIDAD. HIPÓTESIS QUE PUEDEN SUSCITARSE EN SU 
APLICACIÓN EX OFFICIO POR LAS AUTORIDADES JURISDICCIONALES Y FORMA EN 
QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE PROCEDER EN CADA UNA DE 
ELLAS. 
 

Atento a la reforma al artículo 1o. constitucional de diez de junio de dos mil once, y 
a los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el 
expediente varios 912/2010 con relación a la ejecución de la sentencia dictada por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el "Caso Radilla Pacheco contra 
los Estados Unidos Mexicanos", puede colegirse que el control de convencionalidad 
ex officio obliga a todas las autoridades nacionales; sin embargo, tratándose de 
autoridades jurisdiccionales es preciso acotar diversas hipótesis que en el ejercicio 
de sus atribuciones se pueden suscitar: a) Que las partes en el juicio planteen 
argumentos por los que consideren que se debe declarar la inconvencionalidad de 
una norma interna (verbigracia como planteamiento en la demanda, o como 
excepción en su contestación); en este supuesto, la autoridad de instancia, ante 
quien se proponga el ejercicio de control de convencionalidad, está no sólo 
facultada, sino obligada indefectiblemente -de conformidad con el artículo 1o. de la 
Constitución Federal- a analizar y pronunciarse expresamente sobre el tópico 
planteado, b) Que la autoridad jurisdiccional se pronuncie oficiosamente durante el 
procedimiento o al dictar sentencia, sobre el control de convencionalidad de una 
norma de derecho interno; y c) Que no exista planteamiento por las partes y la 
responsable no se pronuncie al dictar resolución; en este caso, debe suponerse que 
implícitamente el Juez realizó el estudio de convencionalidad, por lo cual, no existe 
obligación de pronunciamiento expreso por él, pues la falta de éste hace presumir 
que el Juez de instancia consideró que las normas internas aplicadas al caso son 
acordes a los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal y en los 
tratados internacionales en los que el Estado Mexicano es parte, así como a los 
criterios vinculantes y orientadores de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. En consecuencia, ante tales supuestos, el proceder del Tribunal 
Colegiado de Circuito al instarse el juicio de amparo directo y proponer conceptos 
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de violación que pretendan un control de convencionalidad, variarán y así, en el 
primer caso (inciso a) el Tribunal Colegiado, de advertir que las partes hicieron 
patente una presunta violación a un derecho humano contenido en un tratado 
internacional o en criterios orientadores o vinculantes de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, y que la responsable fue omisa en su pronunciamiento o, 
aun haciéndolo, alega infundadamente incompetencia de su parte para hacer un 
análisis de convencionalidad, o bien, esquiva el estudio con cualquier otra 
consideración que no implique un análisis de lo efectivamente planteado; conlleva 
a que el tribunal constitucional conceda el amparo y la protección de la Justicia 
Federal para el efecto de que la responsable se pronuncie sobre ello, porque de 
resultar fundado el argumento sometido a consideración del órgano jurisdiccional 
de instancia, el justiciable lograría la inaplicación de esa norma en el caso concreto, 
otorgándosele así, la posibilidad de obtener una solución a su reclamo ante la 
autoridad del orden común, que es uno de los propósitos de la reforma al 
artículo 1o. constitucional. En caso de que no le fuera favorable el pronunciamiento 
emitido por el correspondiente órgano del conocimiento, el demandante está en 
aptitud de promover juicio de amparo y plantear conceptos de violación tendentes 
a evidenciar tanto la inconvencionalidad de la norma como su inconstitucionalidad; 
de ahí que se otorgue a la parte inconforme una posibilidad más de obtener la 
inaplicación de la norma que estima viola sus derechos fundamentales. En lo 
tocante a la segunda hipótesis (inciso b), si la responsable realiza el estudio oficioso 
de control de convencionalidad en la sentencia definitiva, su pronunciamiento 
constituirá, en su caso, la causa de los conceptos de violación que, en vía de 
amparo directo, puedan realizar las partes en el juicio, respecto de los cuales debe 
evidentemente pronunciarse el Tribunal Colegiado de Circuito y analizar, por tanto, 
si la resolución del Juez de instancia, respecto del control ejercido fue correcta o 
no. Finalmente, el proceder del órgano colegiado federal, en el tercer supuesto 
(inciso c) y que sea hasta esa instancia de amparo en la cual se proponga el análisis 
de convencionalidad, implicará que dicho tribunal federal se pronuncie sobre lo 
fundado o no de las violaciones a los derechos fundamentales presumiblemente 
violados, sin posibilidad, en este caso, de que se conceda el amparo para que la 
autoridad responsable emprenda un estudio primigenio, pues no debe perderse de 
vista que esa consideración se hace patente por alguna de las partes en el juicio 
hasta la promoción del amparo y, en ese orden de ideas, no puede atribuirse una 
falta u omisión en el estudio por parte del Juez natural porque -como se dijo- ante 
la imprevisión de planteamiento por las partes, debe suponerse que 
implícitamente el Juez realizó el estudio de convencionalidad. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGESIMO CIRCUITO 
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Amparo directo 193/2012. 12 de abril de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Silverio Rodríguez Carrillo. Secretaria: Adriana Vázquez Godínez. 
Nota: La ejecutoria dictada en el expediente varios 912/2010 citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro I, Tomo 1, octubre de 2011, página 313. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 [TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 
1002  

CONTROL DEL TABACO. LOS ARTÍCULOS 26, ÚLTIMO PÁRRAFO, 28 Y 29 DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA, NO VIOLAN EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. 
 

Los citados preceptos, al prever que los propietarios, administradores o 
responsables de los espacios 100% libres de humo de tabaco, así como de escuelas 
públicas y privadas de educación básica y media superior, deben fijar en su interior 
y exterior los letreros, logotipos y emblemas establecidos por la Secretaría de 
Salud, y que aquéllos deberán hacer respetar los ambientes libres de humo de 
tabaco y colocar en lugares visibles, así como en las zonas exclusivas para fumar, 
letreros que indiquen claramente su naturaleza, incluyendo un número telefónico 
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para la denuncia por incumplimiento a la Ley General para el Control del Tabaco, 
sus reglamentos y demás disposiciones aplicables, no violan el derecho 
fundamental a la irretroactividad de la ley contenido en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el establecimiento de 
tales exigencias no implica que se prive a los gobernados del goce de algún derecho 
adquirido, consistente en destinar la totalidad de esos lugares al consumo del 
tabaco, sino sólo la imposición de una nueva modalidad en la forma en la que 
seguirán operando, colmando así la ausencia de una prohibición con la finalidad de 
proteger a los no fumadores. 
 

SEGUNDA SALA 
 

Amparo en revisión 177/2012. Empresas Mejor, S.A. de C.V. 11 de abril de 
2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 [TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 
1003  

CONTROL DEL TABACO. LOS ARTÍCULOS 26, ÚLTIMO PÁRRAFO, 28 Y 29 DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA, NO VIOLAN EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD 
JURÍDICA. 
 

Los citados preceptos, al prever que los propietarios, administradores o 
responsables de espacios 100% libres de humo de tabaco, así como de escuelas 
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públicas y privadas de educación básica y media superior, deben fijar en su interior 
y exterior los letreros, logotipos y emblemas establecidos por la Secretaría de 
Salud, y que aquéllos deberán hacer respetar los ambientes libres de humo de 
tabaco y colocar en lugares visibles, así como en las zonas exclusivas para fumar, 
letreros que indiquen claramente su naturaleza, incluyendo un número telefónico 
para la denuncia por incumplimiento a la Ley General para el Control del Tabaco, 
sus reglamentos y demás disposiciones aplicables, no violan el derecho 
fundamental a la seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues si bien no especifican el porcentaje 
de área de no fumadores con que deben contar, ni indican los parámetros, 
lineamientos o directrices de los que se advierta con certeza lo que debe cumplirse 
y cómo deben separarse o delimitarse las áreas, sí establecen de manera clara las 
bases para que en el reglamento de la ley se pormenorice el alcance de las 
obligaciones a que alude. 
 

SEGUNDA SALA 
 

Amparo en revisión 177/2012. Empresas Mejor, S.A. de C.V. 11 de abril de 
2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
 

 

 

 

 

 

 

 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1740  

COSA JUZGADA. DEBE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL ÓRGANO DE CONTROL 
CONSTITUCIONAL, CUANDO ADVIERTA SU EXISTENCIA, SIN QUE SEA NECESARIO 
QUE EN LA DEMANDA DE AMPARO CORRESPONDIENTE SE EXPRESEN CONCEPTOS 
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DE VIOLACIÓN SOBRE TAL CUESTIÓN, INDEPENDIENTEMENTE DE QUIÉN LA 
PROMUEVA. 
 

Conforme a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
relación a que los tribunales de amparo, como hecho notorio pueden invocar como 
fundamento en las diversas resoluciones que emitan, las ejecutorias en que hayan 
resuelto casos similares, cuando se percaten que en un asunto son las mismas 
partes, se trata de las mismas acciones y la misma autoridad responsable que el 
que resuelven, si el laudo es contrario respecto del que ya fallaron, válidamente 
pueden invocar de oficio la figura de la cosa juzgada, aun cuando no se hubiera 
hecho valer la excepción correspondiente, ni en la demanda de amparo se 
expresen conceptos de violación sobre tal cuestión, independientemente de quién 
la promueva, sin que ello signifique suplir la deficiencia de la queja al patrón, ya 
que de no hacerlo así, se podrían emitir sentencias contradictorias, lo que traería 
como consecuencia, que se atentara contra el principio de seguridad jurídica de las 
partes. 
 

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo directo 52/2012. Instituto Mexicano del Seguro Social. 19 de abril de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Sánchez Moyaho. Secretaria: Silvia 
Emilia Sevilla Serna. 
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 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1745  

DECLARATORIA DE FIRMEZA DE LA SENTENCIA QUE DETERMINÓ LA NULIDAD 
LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. CUANDO EL ÓRGANO JURISDICCIONAL NO LA EMITE, EN EL 
SUPUESTO EN QUE LA AUTORIDAD DEBE REALIZAR ACTOS POSITIVOS PARA 
DARLE CABAL CUMPLIMIENTO, VIOLA EL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA, AUN CUANDO NO SE HAYA IMPUGNADO UN ACUERDO PREVIO 
DESESTIMATORIO DE ESA PRETENSIÓN DE FIRMEZA (LEGISLACIÓN VIGENTE 
HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005). 
 

La ejecución de las sentencias, al ser la consecuencia natural del ejercicio de la 
jurisdicción, forma parte esencial del derecho de acceso a la justicia, ya que a 
través de ésta se logra la efectiva tutela de los derechos e intereses legítimos que 
dieron inicio al proceso. Así, se viola este derecho, contenido en los artículos 17 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y25, en relación con el 8 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, cuando el órgano 
jurisdiccional no emite la declaratoria de firmeza de la sentencia que determinó la 
nulidad lisa y llana de la resolución impugnada en el juicio contencioso 
administrativo, en el supuesto en que la autoridad debe realizar actos positivos 
para dar cabal cumplimiento a lo resuelto, aun cuando no se actualicen 
exactamente las hipótesis a que se refiere el artículo 239 del Código Fiscal de la 
Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, pues esa declaración es 
necesaria para que, en su caso, el actor pueda interponer el recurso de queja 
establecido en el artículo 239-B del citado código, sin que sea óbice a lo anterior la 
falta de impugnación de un acuerdo previo en el que se desestimó la solicitud de 
firmeza de la sentencia, pues ello no hace factible considerar la preclusión a que 
cumpla con lo resuelto, cuenta habida que debe prevalecer el derecho sustantivo a 
la ejecución de la sentencia sobre formalismos procesales que no se ajusten con la 
normativa nacional e internacional. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
SEGUNDA REGION 
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Amparo en revisión 57/2012. 24 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Alejandro de Jesús Baltazar Robles. Secretaria: Ileana Zarina García 
Martínez. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1746  

DEDUCIBILIDAD DE PÉRDIDAS FISCALES PARA EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA. TRATÁNDOSE DE FIDEICOMISOS EMPRESARIALES, DEBE PREVALECER LA 
HIPÓTESIS EXPRESA QUE LO PERMITE FRENTE A LA GENERAL, CONSISTENTE EN 
QUE SÓLO SON DISMINUIBLES (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2005). 
 

Del artículo 29 de la Ley del Impuesto sobre la Renta no se advierte que las 
pérdidas fiscales sean un concepto susceptible de deducción. Por su parte, el 
artículo 61 de la propia ley prevé que las pérdidas fiscales ocurridas en el ejercicio 
se disminuirán de la utilidad fiscal de los diez ejercicios siguientes hasta agotarla. 
Asimismo, el artículo 13 del citado ordenamiento, vigente en 2005, dispone que 
tratándose de los denominados fideicomisos empresariales, los fideicomisarios o, 
en caso de que no se hayan designado en el contrato respectivo, el fideicomitente, 
podrán acumular la parte de la utilidad fiscal o deducir la parte de la pérdida fiscal 
que les corresponda en la operación del fideicomiso. Así, los preceptos analizados 
se vinculan con la base del impuesto sobre la renta, por tal motivo, su aplicación es 
estricta en términos del artículo 5o. del Código Fiscal de la Federación, situación 
que no impide su interpretación causal y teleológica, literal y sistemática; métodos 
conforme a los cuales se advierte que en la exposición de motivos de la Ley del 
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Impuesto sobre la Renta de 1980 (abrogada), especialmente en lo relativo a su 
artículo 9o., que precedió al invocado precepto 13, fue donde el legislador autorizó 
un tratamiento especial para los fideicomisos empresariales, pues otorgó un 
tratamiento fiscal para quienes realizaban actividades empresariales tanto a través 
de contratos de asociación en participación como de fideicomisos, lo cual revela 
que la intención del autor de la iniciativa fue otorgar un trato diferente a éstos, de 
lo que se colige que los fideicomisarios o, ante su falta de designación, los 
fideicomitentes, pueden deducir las pérdidas fiscales para efectos del aludido 
tributo. Consecuentemente, el ámbito de aplicación temporal (ejercicio fiscal 
2005), espacial (derecho mexicano), personal (contribuyentes que realizan 
actividades empresariales a través de un fideicomiso) y material (pérdidas fiscales 
como elemento que incide en el cálculo de la base gravable del impuesto sobre la 
renta) de las hipótesis previstas por los artículos analizados de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, es coincidente, debiendo aplicarse el principio de preeminencia de 
la regla especial sobre la general, por lo que debe prevalecer la hipótesis expresa 
creada para los fideicomisos empresariales que permite la deducibilidad de sus 
pérdidas fiscales, frente a la general consistente en que éstas sólo son disminuibles. 
 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 

Amparo directo 461/2011. Promotora Azucarera, S.A. de C.V. 17 de octubre 
de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: María Guadalupe Saucedo Zavala. 
Secretaria: Celina Angélica Quintero Rico. 
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 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1747  

DEFINITIVIDAD EN EL AMPARO. LA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO RELATIVO EN LOS CASOS 
EN QUE ÚNICAMENTE SE ALEGUEN VIOLACIONES DIRECTAS A LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL NO SE ELIMINÓ CON MOTIVO DE LA AUTORIZACIÓN DEL CONTROL DIFUSO, 
ORIGINADA POR LA REFORMA AL ARTÍCULO 1O. CONSTITUCIONAL, PUBLICADA EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011. 
 

Con motivo de la mencionada reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el sistema de control de constitucionalidad de nuestro país se 
transformó, ya que se autorizó el control difuso, razón por la cual actualmente los Jueces 
del orden común pueden conocer -en vía indirecta de control- de violaciones directas a la 
Norma Fundamental. Sin embargo, esa nueva facultad no puede interpretarse en perjuicio 
de los gobernados, al considerar que se elimina la excepción al principio de definitividad 
que rige en el juicio de amparo en los casos en que únicamente se alegan violaciones 
directas a la Carta Magna, pues ello tendría como consecuencia que aquéllos tuvieran que 
agotar, necesariamente, los recursos o medios de defensa que procedan contra los actos 
de autoridad que estimen violatorios directamente de la Constitución Federal, lo que 
implicaría reducir sus opciones de defensa y el ámbito protector del juicio de amparo, 
como vía idónea para conocer de ese tipo de transgresiones, en contravención al espíritu 
de la aludida reforma. 
 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo en revisión (improcedencia) 513/2011. Margarita Guerrero Sariñana. 
29 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano 
Gallegos. Secretaria: Jazmín Robles Cortés. 
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[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 481  

DELITOS FISCALES. EL ARTÍCULO 111, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, NO VIOLA EL DERECHO DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL. 
 

Conforme al derecho de exacta aplicación de la ley penal, previsto en el tercer párrafo del 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no existe pena ni 
delito sin ley que los establezca; lo anterior implica que al prever las penas, la autoridad 
legislativa no puede sustraerse del deber de describir las conductas señaladas como 
merecedoras de sanción penal, incluyendo todos sus elementos, características, 
condiciones, términos y plazos, pues ello es necesario para evitar confusiones en su 
aplicación o demeritar la defensa del procesado. En ese sentido, el artículo 111, fracción 
III, del Código Fiscal de la Federación, al señalar que se impondrá sanción de tres meses a 
tres años de prisión, a quien oculte, altere o destruya total o parcialmente los sistemas y 
registros contables, así como la documentación relativa a los asientos respectivos, que 
conforme a las leyes fiscales esté obligado a llevar, no viola el citado derecho 
constitucional, pues existe claridad en la descripción de todos los elementos que 
configuran al delito y, por tanto, el destinatario de la norma puede saber con precisión lo 
que está prohibido. En efecto, el elemento que integra el tipo penal relativo a quien oculte 
total o parcialmente los sistemas y registros contables, así como la documentación 
relativa a los asientos respectivos, que conforme a las leyes fiscales esté obligado a llevar 
tal clase de contabilidad, no implica imprecisión, pues el vocablo "oculte", que constituye 
el verbo rector del tipo, no provoca confusión ni es ambiguo, incierto o impreciso, pues 
sus acepciones no dejan en incertidumbre al gobernado, ya que lo que sanciona el 
precepto legal es dejar fuera del ámbito de disposición de la autoridad fiscal los sistemas y 
registros contables, lo que puede acontecer cuando se escondan, tapen, o bien, se 
encubran a la vista; de ahí que se configurará el antisocial si el agente no da a conocer o 
no pone a la vista los sistemas y registros contables, así como la documentación relativa a 
los asientos respectivos, que conforme a las leyes fiscales esté obligado a llevar. 
 

PRIMERA SALA 
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Amparo directo en revisión 1057/2012. 23 de mayo de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente y ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; en su ausencia 
hizo suyo el asunto Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 

 

 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1749  
 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LA OMISIÓN DE SEÑALAR LA FECHA EN QUE 
SE TUVO CONOCIMIENTO DEL ACTO RECLAMADO NO ES MOTIVO PARA 
PREVENIR AL QUEJOSO ANTES DE ADMITIRLA. 
 
 
El artículo 116 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanosestablece los requisitos que debe 
contener la demanda de amparo indirecto. Por su parte, la omisión de alguno de 
ellos conduce a prevenir al quejoso conforme al numeral 146 de la referida ley, 
siempre que se encuentre en alguna de las hipótesis que limitativamente prevé 
dicho artículo. Así, la omisión de señalar la fecha de conocimiento del acto 
reclamado, no es motivo para prevenir antes de admitir la demanda, habida cuenta 
que no constituye una incongruencia o deficiencia en ésta que requiera ser 
subsanada, ni se establece como requisito en alguna de las fracciones del primer 
precepto citado, y tampoco puede considerarse como un antecedente de los que 
alude la fracción IV del invocado artículo 116, porque no se trata de un dato 
vinculado al origen o a la forma en que se emitió la resolución impugnada o 
pretende llevarse a cabo su ejecución, sino que constituye un elemento posterior al 
acto reclamado, que se vincula con la oportunidad de la presentación de la 
demanda. Cabe destacar que si hubiera sido la intención del legislador establecer 
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como requisito de procedibilidad de la demanda de amparo indirecto que el 
impetrante manifieste la fecha en que tuvo conocimiento del acto reclamado, así 
se encontraría asentado expresamente, como aparece dentro del diverso 166, 
fracción V, de la ley de la materia, tratándose de los requisitos que debe contener 
una demanda de amparo directo. 
 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
DECIMA REGION CON RESIDENCIA EN SALTILLO COAHUILA DE ZARAGOZA 
 
 

Amparo en revisión 61/2012. José Arnulfo Vargas Castellano. 8 de marzo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Pedro Guillermo Siller González Pico. 
Secretaria: Leticia Razo Osejo. 
 

 

 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1750  

DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. SI DE SU LECTURA NO SE ADVIERTE LA OMISIÓN DE 
ALGUNO DE LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 116 DE LA LEY DE LA MATERIA 
Y NO EXISTE MOTIVO PARA DESECHARLA DEBE ADMITIRSE, SIN PERJUICIO DE QUE CON 
POSTERIORIDAD EL JUEZ DE DISTRITO INDAGUE SOBRE LA EXISTENCIA DE ALGUNA 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA. 
 

El artículo 166 de la Ley de Amparo establece los requisitos que debe contener una 
demanda de amparo indirecto, los cuales tienen como propósito que el Juez de Distrito 
pueda pedir los informes justificados a las autoridades responsables, emplazar al tercero 
perjudicado, dar intervención al agente del Ministerio Público e integrar, en su caso, los 
cuadernos relativos al incidente de suspensión, además de proporcionar a las partes todos 
los elementos necesarios para preparar su defensa. La omisión de alguno de ellos conduce 
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a la prevención regulada por el numeral 146 de la referida ley, siempre que se encuentre 
en alguna de las hipótesis que limitativamente prevé dicho artículo. En esas condiciones, 
aun cuando el Juez tiene la facultad de indagar la existencia de causas de improcedencia 
del juicio de amparo, no resulta adecuado ejercerla antes de admitir la demanda; por lo 
que si de la lectura del ocurso inicial no se advierten omisiones a los requisitos previstos 
en el primer numeral invocado o alguna irregularidad en la demanda que amerite prevenir 
al quejoso en términos del diverso 146 de la ley de la materia, y no existe motivo para 
desecharla conforme al numeral 145 del citado ordenamiento, debe admitirla; sin 
perjuicio de que si con posterioridad estima posible la actualización de algún motivo de 
improcedencia, pueda desplegar la citada facultad indagatoria en el transcurso del 
procedimiento, en el dictado de la sentencia o incluso, al resolverse el recurso de revisión. 
Aceptar lo contrario, implicaría someter al quejoso a una serie de cuestionamientos que 
retrasarían el juicio, dado que pueden ser múltiples y variadas las causas de 
improcedencia que pudieran actualizarse respecto de un acto concreto, con lo que se 
vulneraría el derecho a la tutela judicial efectiva, contenida en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Es menester precisar que 
conforme al artículo 1o. constitucional, vigente a partir del 11 de junio de 2011, el Poder 
Judicial ejerce un control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos, 
lo cual implica que la interpretación de las normas secundarias se efectúe a la luz de tales 
derechos. Si se parte de ello, la interpretación anterior es congruente con el artículo 25 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establece el derecho de toda 
persona a un recurso sencillo, rápido y efectivo ante los Jueces o tribunales competentes. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA DECIMA 
REGION CON RESIDENCIA EN SALTILLO COAHUILA DE ZARAGOZA 
 

Amparo en revisión 61/2012. José Arnulfo Vargas Castellano. 8 de marzo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Pedro Guillermo Siller González Pico. 
Secretaria: Leticia Razo Osejo. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1751  

DEMANDA DE AMPARO. SI SU SUSCRIPTOR RATIFICA LA FIRMA QUE LA CALZA ES ILEGAL 
QUE EL JUEZ DE DISTRITO UNILATERALMENTE INVESTIGUE SOBRE LA AUTENTICIDAD O 
FALSEDAD DE ÉSTA Y ORDENE LA RECEPCIÓN DE UNA PERICIAL PARA RESOLVER 
CONFORME AL RESULTADO DE DICHA PRUEBA. 
 

La facultad del juzgador de prevenir al quejoso para que ratifique la firma que calza el 
escrito de demanda de amparo, tiene como única finalidad que tenga la certeza de que 
quien la plasmó, efectivamente fue aquél, máxime si existe tal discrepancia con alguna de 
las firmas que obran en autos; sin embargo, dicha potestad no da al juzgador poder 
unilateral de investigación respecto de la autenticidad o falsedad de aquélla, habida 
cuenta que dentro de las facultades que la ley le otorga no se encuentra la de indagar al 
respecto, cuando la firma ha sido ratificada ante su presencia, pues surte plenos efectos, 
al no ser objetada de falsa por la contraparte en el juicio de amparo (caso en el que 
únicamente procedería determinar si la impugnación es fundada, con independencia de la 
ratificación). De ahí que el proceder del Juez Federal de investigar sobre la veracidad o 
autenticidad de la signatura a pesar de que ya haya sido ratificada por su suscriptor, y 
ordene la recepción de una pericial, para resolver conforme al resultado de dicha prueba 
resulta ilegal. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO 
 

Amparo en revisión 394/2011. Irma Leticia Román Calvo. 14 de diciembre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Zayas Roldán. Secretaria: Mariana 
Zárate Sanabia. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1752  

DEMANDA DE NULIDAD. DEBE ESTIMARSE OPORTUNA LA PRESENTADA A TRAVÉS DEL 
SISTEMA AUTOMÁTICO DE RECEPCIÓN DE OFICIALÍAS DE PARTES DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ANTES DEL DÍA DEL VENCIMIENTO DEL 
PLAZO CORRESPONDIENTE, EN OBSERVANCIA AL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA. 
 

Si la demanda de nulidad fue presentada a través del Sistema Automático de Recepción de 
Oficialías de Partes del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa antes del día del 
vencimiento del plazo correspondiente, debe estimarse oportuna, no obstante que el 
artículo 39 del reglamento interior de dicho órgano establezca que la presentación 
mediante el indicado sistema de cualquier promoción cuyo término no venza el mismo día 
en que se haga uso de él se tendrá por no hecha, debido a que la norma secundaria debe 
interpretarse de manera que no resulte incompatible con el derecho humano de acceso a 
la justicia previsto en el artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, lo que ocurriría si se entendiera dicha norma en su sentido 
literal y se resolviera el caso mediante la simple subsunción, puesto que debe atenderse al 
supuesto específico y llevar a cabo un correcto ejercicio de ponderación de las 
circunstancias concretas, teniendo en cuenta que el motivo que dio origen al sistema 
automático de recepción fue favorecer al justiciable, en el entendido de que el texto de 
una ley secundaria no puede oponerse al derecho contenido en el citado precepto 
constitucional. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL OCTAVO 
CIRCUITO 
 

Amparo directo 106/2012. Filiberto Morales Villarreal. 4 de mayo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Chávez Peñaloza. Secretario: Mario 
Roberto Pliego Rodríguez. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1753  

DERECHO A UN RECURSO EFECTIVO, SENCILLO Y RÁPIDO, TUTELADO POR EL 
ARTÍCULO 25, NUMERAL 1, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS. SU EFECTIVIDAD NO IMPLICA SOSLAYAR LAS REGLAS DE PROCEDENCIA DE 
LOS MEDIOS DE DEFENSA. 
 

El citado artículo y numeral, de observancia obligatoria en términos del artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tutela el derecho que toda persona 
tiene a un recurso efectivo, sencillo y rápido, ante los Jueces o tribunales competentes, a 
fin de defender sus derechos. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
ha considerado, en distintas ejecutorias, que no basta que el recurso se prevea en la 
legislación interna del Estado o que sea formalmente admisible, sino que se requiere que 
sea idóneo para remediar la violación o agravio que ocasione el acto materia de 
impugnación; sin embargo, tal declaración no significa que no haya restricción alguna para 
acceder al recurso, lato sensu, ya que la propia Corte, al resolver sobre la 
extemporaneidad de una demanda, asumió que debe guardarse un justo equilibrio entre 
la protección de los derechos humanos, como fin último del sistema, y la seguridad 
jurídica y equidad procesal que garantizan la estabilidad y confiabilidad de la tutela 
internacional, por lo que, precisó que continuar con un proceso enderezado para lograr la 
protección jurisdiccional, estando de por medio infracciones manifiestas a las reglas 
procedimentales previstas, acarrearía la pérdida de la autoridad y credibilidad 
indispensables en los órganos encargados de administrar el sistema de protección de 
derechos humanos (Caso Cayara contra Perú, Excepciones Preliminares, sentencia de tres 
de febrero de mil novecientos noventa y tres, párrafo 63). Ahora bien, este Tribunal 
Colegiado de Circuito ha considerado al respecto que todo proceso está sujeto a reglas 
fundamentales relacionadas con el acceso a la justicia y, una de ellas, es la vinculada, en 
un aspecto negativo, con la preclusión, figura procesal que lleva a la clausura definitiva de 
cada una de las etapas del proceso y permite que las resoluciones judiciales susceptibles 
de impugnarse a través de los recursos o medios ordinarios de defensa adquieran firmeza 
si no se ejerce ese derecho o no se hace en la forma legal prevista. Por tanto, la 
efectividad del indicado derecho no implica soslayar las reglas de procedencia de los 
medios de defensa, pues ello, además de contravenir el principio de impartición de justicia 
pronta, desatendería los de equidad procesal y seguridad jurídica tutelados en los 
artículos14, 16 y 17 constitucionales, debido a que el recurrente obtendría un beneficio no 
previsto en la norma e, incluso, contrario a ella, con lo que, siguiendo a la Corte 
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Interamericana, se pondría en duda la fuerza vinculante de los fallos y demeritaría la 
autoridad y credibilidad indispensables en los órganos encargados de administrar justicia, 
al inobservar las disposiciones legales que regulan el acceso a la protección de los 
derechos humanos. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL 
DECIMO SEXTO CIRCUITO 
 

Reclamación 5/2012. José Ascención Mojica Mendoza. 19 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: Edgar 
Martín Gasca de la Peña. 
 

 

 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1754  

DERECHO DE PETICIÓN. EL ARTÍCULO 13 DEL ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECEN 
REGLAS Y CRITERIOS PARA LA RESOLUCIÓN DE DIVERSOS TRÁMITES ANTE EL INSTITUTO 
MEXICANO DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL NO LO LIMITA, AL PERMITIR QUE DICHO 
ORGANISMO EMITA HASTA CUATRO REQUERIMIENTOS PARA QUE SE CUMPLAN LOS 
REQUISITOS DE FONDO PARA LA INSCRIPCIÓN DE UNA PATENTE. 
 

El citado precepto del invocado acuerdo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
9 de agosto de 2004, no limita el derecho de petición establecido en el artículo 8o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues al permitir que el Instituto 
Mexicano de la Propiedad Industrial emita hasta cuatro requerimientos para que se 
cumplan los requisitos de fondo para la inscripción de una patente, éstos observan lo que 
salvaguarda el mencionado derecho fundamental, debido a que a la solicitud de 
inscripción de patente le recae un acuerdo (requerimiento) en el que se indican las 
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observaciones de incumplimiento a los requisitos de fondo, el que es notificado al 
particular, lo cual también acontece con los subsecuentes, hasta el cuarto. 
 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo directo 653/2011. Elan Pharmaceuticals, Inc. 8 de febrero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Gabriela Rolón Montaño. Secretario: J. 
Guadalupe Martínez Cipriano. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1755  
 
DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JUSTICIA. EL ARTÍCULO 1171 DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO ES VIOLATORIO DE ÉSTE. 
 
 
El artículo 17 de la Constitución Federal establece el derecho de toda persona a 
acudir a los tribunales del Estado Mexicano para que se le administre justicia. Por 
su parte, el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos prevé que todo individuo tiene derecho a un recurso sencillo y rápido. 
Ambos dispositivos consagran el derecho fundamental de acceso a la justicia o 
tutela judicial efectiva. Pues bien, tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
como la Corte Interamericana de Derechos Humanos han coincidido en que para 
respetar, en forma plena, el derecho fundamental en comento, el Juez debe 
garantizar que la sentencia que llegue a dictarse podrá materializarse en el mundo 
fáctico. De no ser así, la tarea jurisdiccional sería ilusoria. Es decir, de nada serviría 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(2)
javascript:AbrirModal(2)


 

60 
 

dictar una sentencia si ésta no podrá cumplirse. En consecuencia, los Jueces deben 
utilizar todos los medios a su alcance para asegurar la materialización del fallo. 
Entre esos medios se encuentran las providencias precautorias, las cuales fueron 
implementadas por el legislador para evitar que surjan obstáculos que dificulten o 
impidan la ejecución de la condena. Pues bien, el artículo 1171 del Código de 
Comercio prohíbe la aplicación de otras medidas precautorias distintas al arraigo y 
al secuestro. Al establecer dicha prohibición, el referido dispositivo impone límites 
a la obligación del Juez de garantizar el cumplimiento de la sentencia, lo cual es 
injustificable. Esto, porque el Juez debe salvaguardar un derecho fundamental y, 
por esa razón, puede acudir a la totalidad de los medios previstos en el orden 
normativo para ese efecto. Así, la actuación del Juez no puede limitarse a dos 
providencias específicas, sino que éste podrá acudir a cualquier medida prevista en 
el derecho civil, dentro del cual se ubica el derecho mercantil, que estime eficaz 
para asegurar la materia del juicio, según la naturaleza de los derechos reclamados. 
De ahí que este Tribunal Colegiado de Circuito se aparte del criterio sostenido en la 
tesis I.3o.C.623 C, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
en junio de dos mil siete, Tomo XXV, página 1130, de la Novena Época. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO 
 
 

Amparo en revisión 253/2011. Víctor M. González García. 14 de octubre de 
2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. 
Secretario: Arturo Alberto González Ferreiro. 
Nota: Esta tesis se aparta del criterio sostenido por el propio tribunal en la diversa 
I.3o.C.623 C, de rubro: "PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS EN MATERIA MERCANTIL, 
SU REGULACIÓN ESPECIAL NO ADMITE SUPLETORIEDAD DE LA LEY ADJETIVA LOCAL 
O FEDERAL." 
Por instrucciones del Tribunal Colegiado de Circuito, la tesis que aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VIII, 
Tomo 2, mayo de 2012, página 1860, se publica nuevamente con la modificación en 
el texto que el propio tribunal ordena. 
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[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 482  

DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD ENTRE EL VARÓN Y LA MUJER. SU ALCANCE 
CONFORME A LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4O. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES. 
 

Al disponer el citado precepto constitucional, el derecho humano a la igualdad entre el 
varón y la mujer, establece una prohibición para el legislador de discriminar por razón de 
género, esto es, frente a la ley deben ser tratados por igual, es decir, busca garantizar la 
igualdad de oportunidades para que la mujer intervenga activamente en la vida social, 
económica, política y jurídica del país, sin distinción alguna por causa de su sexo, dada su 
calidad de persona; y también comprende la igualdad con el varón en el ejercicio de sus 
derechos y en el cumplimiento de responsabilidades. En ese sentido, la pretensión de 
elevar a la mujer al mismo plano de igualdad que el varón, estuvo precedida por el trato 
discriminatorio que a aquélla se le daba en las legislaciones secundarias, federales y 
locales, que le impedían participar activamente en las dimensiones anotadas y asumir, al 
igual que el varón, tareas de responsabilidad social pública. Así, la reforma al artículo 4o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, da la pauta para modificar 
todas aquellas leyes secundarias que incluían modos sutiles de discriminación. Por otro 
lado, el marco jurídico relativo a este derecho humano desde la perspectiva convencional 
del sistema universal, comprende los artículos 1 y 2 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, así como 2, 3 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos; y desde el sistema convencional interamericano destacan el preámbulo y el 
artículo II de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre así como 1 y 
24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 

PRIMERA SALA 
 

Amparo en revisión 796/2011. Martín Martínez Luciano. 18 de abril de 2012. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Teresita del Niño Jesús 
Lúcia Segovia. 
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DERECHO HUMANO DE IGUALDAD ANTE LA LEY PREVISTO EN FORMA CONCORDANTE 
EN LOS ARTÍCULOS 1O. CONSTITUCIONAL Y 24 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 
DERECHOS HUMANOS. CON LA IMPLEMENTACIÓN DE LA VÍA SUMARIA PARA LA 
TRAMITACIÓN DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL, QUE SE DERIVAN 
DE LOS ARTÍCULOS 58-2 Y 58-3 DE LA LEY RELATIVA, NO SE VULNERA LA CITADA 
PRERROGATIVA FUNDAMENTAL. 
 

De la interpretación sistemática de los artículos 2o., 58-2 y 58-3 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con el contenido de los 
diversos 14 y 15 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
y siguiendo los lineamientos de la jurisprudencia 2a./J. 42/2010, de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "IGUALDAD. CRITERIOS QUE DEBEN 
OBSERVARSE EN EL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS QUE SE ESTIMAN 
VIOLATORIAS DE DICHA GARANTÍA.", debe concluirse que en virtud de las dos vías -
ordinaria y sumaria- creadas por el legislador para promover el juicio contencioso 
administrativo federal en cualquiera de sus modalidades -tradicional y en línea-, se 
derivan dos clases, desiguales entre sí, de sujetos que ejercitan ante el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa el derecho público subjetivo de acción para incoar dicho 
procedimiento, según las características del asunto en particular que se promueva; 
asimismo, las hipótesis de procedencia de cada una de esas vías se encuentran 
expresamente delimitadas, pues del análisis conjunto de los aludidos artículos 58-2 y 58-3 
se desprenden los supuestos, establecidos bajo los criterios de cuantía y materia, en que 
los juicios de nulidad competencia del mencionado órgano jurisdiccional deberán 
tramitarse en la vía sumaria, y por exclusión los restantes asuntos se sustanciarán en la vía 
ordinaria. Por tanto, si se parte del hecho de que los mencionados grupos de sujetos no se 
encuentran en una situación de igualdad entre ellos, no se dan las condiciones para 
concluir que, con la implementación de la vía sumaria para la sustanciación del juicio de 
nulidad, se vulnera el derecho humano de igualdad ante la ley previsto en forma 
concordante en los artículos 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues ello se 
verifica cuando el trato que se les da es diferente a pesar de encontrarse en la misma 
situación. No es óbice a tal conclusión, el hecho de que el artículo 58-3 prevé casos de 
excepción que hacen improcedente la vía sumaria, ya que con esto tampoco se genera un 
trato desigual entre sujetos colocados en la misma situación, pues con la introducción de 
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los supuestos respectivos se crea una nueva clase o grupo de sujetos que se diferencia de 
los que están en la hipótesis genérica de procedencia de la vía sumaria y, como se ha 
destacado, la violación a la prerrogativa fundamental en cuestión se verifica cuando el 
trato que se da a los particulares es diferente a pesar de ubicarse en idéntica situación. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO 
 

Amparo directo 71/2012. Lawrence Antonio Galindo Martínez. 9 de mayo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Alejandro Lobato Rodríguez, 
secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de 
la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 42/2010 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, abril de 
2010, página 427. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1760  
 
DOMICILIO FISCAL. SE PRESUME LEGAL Y SURTE TODOS SUS EFECTOS EL AVISO DE 
CAMBIO RELATIVO, MIENTRAS NO SE DEMUESTRE SIMULACIÓN O NATURALEZA 
FICTICIA DE LA INFORMACIÓN QUE CONTIENE. 
 
 
De acuerdo con el artículo 27 del Código Fiscal de la Federación, la autoridad puede 
considerar como domicilio fiscal del contribuyente aquel en el que se verifique 
alguno de los supuestos establecidos en el artículo 10 del propio ordenamiento, 
sólo cuando el manifestado en el aviso respectivo no corresponda a alguna de las 
hipótesis de este último precepto, pues no debe soslayarse que las autoridades 
tributarias están facultadas para verificar la existencia y localización del domicilio 
manifestado por el contribuyente. Por tanto, si la ley obliga a éste a formular avisos 
de cambio de domicilio y le impone el deber de acompañar a éstos elementos de 
convicción que demuestren la veracidad de lo declarado, deben presumirse legales 
y surtir todos sus efectos mientras no se demuestre simulación o naturaleza ficticia 
de la información que contienen, de modo que en estas condiciones, deberá ser la 
autoridad quien acredite la existencia del vicio. Cabe señalar que no aplica una 
regla diversa a la mencionada tratándose del cambio de domicilio que ocurra 
cuando se haya iniciado el ejercicio de las facultades de comprobación -supuesto 
en el cual el aviso, por disposición de la ley, debe presentarse con cinco días de 
anticipación a que ocurra el evento-, pues entonces se presumirá realizado el 
cambio transcurrido el plazo previsto, sin necesidad de que el contribuyente 
ofrezca prueba de que así ocurrió, de modo que si la autoridad asevera que no 
sucedió así, será ella quien deberá probarlo. 
 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO 
 
 

Revisión fiscal 546/2011. Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 22 de 
febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano 
Gallegos. Secretario: Jorge Alberto Ramírez Hernández. 
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[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 483  

ESTÍMULO FISCAL. LOS ARTÍCULOS 229 A 238 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
CONTIENEN UNA FIGURA SUSTRACTIVA QUE INCIDE EN LA CONFIGURACIÓN DE LAS 
MODALIDADES DE LA BASE IMPONIBLE DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA A CARGO DE 
LOS PATRONES, POR LO QUE AQUÉL DEBE ANALIZARSE A LA LUZ DEL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA. 
 

Los estímulos fiscales, además de ser benéficos para el sujeto pasivo, se emplean como 
instrumentos de política financiera, económica y social, en aras de que el Estado, como 
rector en el desarrollo nacional, impulse, oriente, encauce, aliente o desaliente algunas 
actividades o usos sociales, con la condición de que la finalidad perseguida con ellos sea 
objetiva y no arbitraria ni caprichosa. En esa tesitura, si el estímulo fiscal denominado "Del 
fomento al primer empleo" regulado en los artículos 229 a 238 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta opera a través de la deducción que el patrón podrá efectuar sobre sus 
ingresos gravables una vez cumplidos los requisitos previstos para tal efecto, es inconcuso 
que dicho estímulo constituye una figura sustractiva auxiliar en la configuración de la base 
imponible del impuesto sobre la renta, pues incide en su cálculo y determinación y, por 
ende, debe analizarse a la luz del principio de equidad tributaria previsto en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

PRIMERA SALA 
 

Amparo en revisión 313/2012. Asesoría Estratégica Riviera Maya, S.A. de C.V. 
20 de junio de 2012. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretario: Ricardo Manuel Martínez Estrada. 

Amparo en revisión 361/2012. Expertos Administrativos del Sur, S.C. 11 de 
julio de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Impedido: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García 
Galicia. 
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ESTÍMULO FISCAL. LOS ARTÍCULOS 229 A 238 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA QUE LO PREVÉN, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 
24/2000, de rubro: "IMPUESTOS. PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA PREVISTO 
POR EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, CONSTITUCIONAL.", sostuvo que el principio de 
equidad tributaria previsto por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, exige que los contribuyentes de un impuesto que 
se encuentran en una misma hipótesis de causación, deben guardar una idéntica 
situación frente a la norma jurídica que lo regula, lo que implica que las 
disposiciones tributarias deben tratar igual a quienes se encuentren en una misma 
situación y desigual a las personas que se ubiquen en condiciones tributarias 
desiguales, lo cual conlleva que para cumplir con este principio, el legislador no 
sólo está facultado sino obligado a crear categorías o clasificaciones de 
contribuyentes que no sean caprichosas o arbitrarias, o creadas para hostilizar a 
determinadas clases o universalidades de causantes, esto es, que se sustenten en 
bases objetivas que justifiquen el tratamiento diferente entre una y otra categoría, 
y que respondan a fines económicos, sociales, de política fiscal o incluso 
extrafiscales. Así, los artículos 229 a 238 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al 
prever el estímulo fiscal denominado "Del fomento al primer empleo" que otorga 
un trato distinto a quienes no obstante ubicarse en una misma situación de hecho, 
al realizar erogaciones por concepto del pago de salarios, se ven beneficiados con 
una deducción adicional en el pago del impuesto sobre la renta, no violan el 
principio de equidad tributaria, pues la distinción entre patrones que pueden 
acceder a la deducción y aquellos que no tienen derecho a ese beneficio se justifica 
objetiva y razonablemente, en atención a que los fines extrafiscales de la norma se 
orientan a crear nuevos empleos y al primer empleo, así como a incorporar al 
mercado laboral formal a los trabajadores que no contaban con registro previo 
ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, por lo que a los contribuyentes que no 
incentiven esos objetivos de política pública, no se les puede dar el mismo trato 
que a los que sí favorecen tal finalidad. 
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PRIMERA SALA 
 
 

Amparo en revisión 313/2012. Asesoría Estratégica Riviera Maya, S.A. de C.V. 
20 de junio de 2012. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretario: Ricardo Manuel Martínez Estrada. 

Amparo en revisión 361/2012. Expertos Administrativos del Sur, S.C. 11 de 
julio de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Impedido: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García 
Galicia. 
Nota: La tesis de de jurisprudencia P./J. 24/2000 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, marzo de 
2000, página 35. 
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[TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 1004  

FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LAS AUTORIDADES FISCALES. INTERPRETACIÓN DE 
LA EXPRESIÓN "OBSTACULICEN FÍSICAMENTE" PREVISTA EN EL ARTÍCULO 40, FRACCIÓN 
III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1O. DE ENERO DE 
2010. 
 

El citado precepto establece que las autoridades fiscales pueden aplicar como medida de 
apremio a los contribuyentes, responsables solidarios o terceros con ellos relacionados, el 
aseguramiento precautorio de los bienes o de la negociación del contribuyente cuando se 
opongan, impidan u obstaculicen físicamente el inicio o desarrollo del ejercicio de sus 
facultades de comprobación. Del análisis de las definiciones de los vocablos "obstáculo" y 
"físico", se advierte que cuando el artículo señalado alude a la expresión "obstaculicen 
físicamente", ésta debe entenderse como un impedimento impuesto por el contribuyente 
a través de un medio corpóreo, que imposibilite a la autoridad fiscal llevar a cabo 
materialmente sus facultades de comprobación. 
 

SEGUNDA SALA 
 

Amparo en revisión 178/2012. Servicio a Domicilio, S.A. de C.V. 2 de mayo de 
2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Juan Pablo Gómez Fierro. 
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[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 487  

IGUALDAD ANTE LA LEY Y NO DISCRIMINACIÓN. SU CONNOTACIÓN JURÍDICA NACIONAL 
E INTERNACIONAL. 
 

Si bien es cierto que estos conceptos están estrechamente vinculados, también lo es que 
no son idénticos aunque sí complementarios. La idea de que la ley no debe establecer ni 
permitir distinciones entre los derechos de las personas con base en su nacionalidad, raza, 
sexo, religión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social es consecuencia 
de que todas las personas son iguales; es decir, la noción de igualdad deriva directamente 
de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad de la 
persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un 
determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio o que, a la inversa, por considerarlo 
inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos 
que se reconocen a quienes no se consideran en tal situación de inferioridad. Así pues, no 
es admisible crear diferencias de trato entre seres humanos que no correspondan con su 
única e idéntica naturaleza; sin embargo, como la igualdad y la no discriminación se 
desprenden de la idea de unidad de dignidad y naturaleza de la persona, no todo 
tratamiento jurídico diferente es discriminatorio, porque no toda distinción de trato 
puede considerarse ofensiva, por sí misma, de la dignidad humana. Por tanto, la igualdad 
prevista por el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
en diversos instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, más que un 
concepto de identidad ordena al legislador no introducir distinciones entre ambos géneros 
y, si lo hace, éstas deben ser razonables y justificables. 
 

PRIMERA SALA 
 

Amparo en revisión 796/2011. Martín Martínez Luciano. 18 de abril de 2012. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Teresita del Niño Jesús 
Lúcia Segovia. 
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[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 
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IGUALDAD. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN LOS QUE SE 
ALEGUE VIOLACIÓN A DICHO PRINCIPIO, SI EL QUEJOSO NO PROPORCIONA EL 
PARÁMETRO O TÉRMINO DE COMPARACIÓN PARA DEMOSTRAR QUE LA NORMA 
IMPUGNADA OTORGA UN TRATO DIFERENCIADO. 
 
 
En la medida en que la definición conceptual del principio de igualdad formulada 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 
aislada 1a. CXXXVIII/2005, exige como requisito previo al juicio de igualdad que se 
proporcione un término de comparación, esto es, un parámetro o medida válida a 
partir de la cual se juzgará si existe o no alguna discriminación y que sirva como 
criterio metodológico para llevar a cabo el control de la constitucionalidad de las 
disposiciones normativas que se consideren contrarias al referido principio. Así, si 
en los conceptos de violación no se proporciona dicho término de comparación, 
entonces deben calificarse como inoperantes, pues no existen los requisitos 
mínimos para atender a su causa de pedir. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 

Amparo directo en revisión 886/2012. Macrogral, S.A. de C.V. 23 de mayo de 
2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
Nota: La tesis aislada 1a. CXXXVIII/2005 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, noviembre de 
2005, página 40, con el rubro: "IGUALDAD. DELIMITACIÓN CONCEPTUAL DE ESTE 
PRINCIPIO." 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1787  
 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA RESOLUCIÓN 
QUE DIFIERE INDEFINIDAMENTE EL ESTUDIO DE SUS CAUSAS, CUANDO LA 
LEGISLACIÓN RELATIVA PREVEA QUE AL APARECER O SOBREVENIR ALGUNA DE 
ELLAS PROCEDERÁ EL SOBRESEIMIENTO Y QUE ÉSTE PUEDE DECRETARSE EN 
CUALQUIER ETAPA DEL PROCEDIMIENTO, YA SEA DE OFICIO O A PETICIÓN DE 
PARTE, ES IMPUGNABLE EN AMPARO INDIRECTO (APLICACIÓN ANALÓGICA DE 
LAS TESIS P. CXXXIV/96 Y 2A./J. 68/2002). 
 
 
El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. 
CXXXIV/96, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo IV, noviembre de 1996, página 137, estableció que la 
resolución que dirime la excepción de falta de personalidad en el actor, antes de 
que se dicte la sentencia definitiva, es reclamable en amparo indirecto, según el 
artículo 114, fracción IV, de la Ley de Amparo. A igual conclusión llegó la Segunda 
Sala del Alto Tribunal respecto de la resolución que confirma la negativa a decretar 
la caducidad de la instancia en juicios ordinarios, la cual se refleja en la 
jurisprudencia 2a./J. 68/2002, que aparece publicada en el mencionado medio de 
difusión y Época, Tomo XVI, julio de 2002, página 152. Por tanto, aplicando 
analógicamente tales criterios, se concluye que la resolución que difiere 
indefinidamente el estudio de las causas de improcedencia del juicio contencioso 
administrativo, cuando la legislación relativa prevea que al aparecer o sobrevenir 
alguna de aquéllas procederá el sobreseimiento y que éste puede decretarse en 
cualquier etapa del procedimiento, ya sea de oficio o a petición de parte, es 
impugnable en amparo indirecto, pues en esos casos, de resultar fundados los 
planteamientos relativos, sus efectos serán dar por concluido el juicio y, por tanto, 
que no se sujete a las partes a un procedimiento que, a la postre, resulte 
improcedente, es decir, se trata de un acto intraprocesal de ejecución irreparable. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 
CIRCUITO 
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Amparo en revisión 533/2011. Jorge Ruiz Rodríguez. 29 de marzo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Gómez Ávila. Secretaria: Fabiola Montes 
Vega. 
Nota: Las tesis P. CXXXIV/96 y 2a./J. 68/2002 citadas, aparecen publicadas con los 
rubros: "PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DIRIME ESTA 
CUESTIÓN, PREVIAMENTE AL FONDO, PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO 
(INTERRUPCIÓN PARCIAL DE LA JURISPRUDENCIA PUBLICADA BAJO EL RUBRO 
‘PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA EXCEPCIÓN DE 
FALTA DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO 
INDIRECTO, DEBIENDO RECLAMARSE EN AMPARO DIRECTO CUANDO SE IMPUGNA 
LA SENTENCIA DEFINITIVA’)." y "CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. EN JUICIOS 
ORDINARIOS. LA RESOLUCIÓN QUE CONFIRMA LA NEGATIVA A DECRETARLA ES 
IMPUGNABLE EN AMPARO INDIRECTO.", respectivamente. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
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INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. SI DE AUTOS SE ADVIERTE QUE LA 
AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO NATURAL NO FUE REQUERIDA POR EL A 
QUO PARA DAR CUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA DE AMPARO, DEBERÁN 
REMITIRSE LOS AUTOS AL JUEZ DE DISTRITO PARA QUE REPONGA EL 
PROCEDIMIENTO Y, EN EL CASO DE QUE AQUÉLLA NO CUMPLA, LA REQUIERA A 
TRAVÉS DE SU SUPERIOR JERÁRQUICO. 
 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 
2a./J. 85/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXIV, julio de 2011, página 448, de rubro: "DEPENDENCIAS 
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL O DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS. LA 
OMISIÓN EN DAR CUMPLIMIENTO A UNA SENTENCIA CONDENATORIA DICTADA EN 
UN JUICIO EN EL QUE FIGURARON COMO DEMANDADAS, CONSTITUYE UN ACTO 
DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL AMPARO (ARTÍCULO 4o. DEL CÓDIGO FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES).", sostuvo que las autoridades demandadas en un 
juicio natural adquieren el carácter de autoridades responsables, ya que al no ser 
sujetas de ejecución forzosa, atendiendo a su naturaleza de órgano de poder, están 
dotadas de esa característica de imperio, por lo que no es necesario que hayan sido 
señaladas como responsables en el juicio de amparo, toda vez que el Juez de 
Distrito está facultado para vincular a todas las autoridades que estén obligadas al 
cumplimiento de la sentencia de amparo, lo que puede advertirse de la 
jurisprudencia 1a./J. 57/2007, publicada en el mismo medio de difusión y Época, 
Tomo XXV, mayo de 2007, página 144, de rubro: "AUTORIDADES NO SEÑALADAS 
COMO RESPONSABLES. ESTÁN OBLIGADAS A REALIZAR LOS ACTOS NECESARIOS 
PARA EL EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO."; pues debe 
tenerse presente que las ejecutorias de amparo deben cumplirse de inmediato por 
todas las autoridades que tengan conocimiento de ellas y que por razón de sus 
funciones deben intervenir en su ejecución, incluso cuando no hubieran figurado 
como parte en el juicio de garantías, al estar obligadas a realizar, dentro de los 
límites de su competencia, todos los actos necesarios para el acatamiento de la 
sentencia. En este contexto, si de autos se advierte que la autoridad demandada en 
el juicio natural no fue requerida por el a quo para cumplir la sentencia de amparo, 
lo procedente es remitir los autos al Juez de Distrito para que reponga el 
procedimiento, con apoyo en el Acuerdo General 12/2009, del Pleno de la Suprema 
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Corte de Justicia de la Nación, relativo a las atribuciones de los Tribunales 
Colegiados de Circuito al ejercer la competencia delegada para conocer de los 
incidentes de inejecución de sentencia y de repetición del acto reclamado, así 
como al procedimiento que se seguirá en este Alto Tribunal al conocer de esos 
asuntos, y requiera a la autoridad de mérito en términos del artículo 105 de la Ley 
de Amparo, para que dé cumplimiento al fallo protector y, en caso de no cumplir, 
lo requiera a través de su superior jerárquico. 
 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL 
DECIMO CIRCUITO 
 
 

Incidente de inejecución 3/2012. Pedro Arturo Jerónimo Álvarez. 26 de marzo 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Caballero Rodríguez. Secretaria: 
Lucía Guadalupe Calles Hernández. 
Nota: El Acuerdo General Número 12/2009, de veintitrés de noviembre de dos mil 
nueve, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a las 
atribuciones de los Tribunales Colegiados de Circuito al ejercer la competencia 
delegada para conocer de los incidentes de inejecución de sentencia y de repetición 
del acto reclamado así como al procedimiento que se seguirá en este Alto Tribunal 
al conocer de esos asuntos citado, aparece publicado en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, página 1687. 
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[TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 1005  

INFONAVIT. EL ARTÍCULO 40 DE LA LEY RELATIVA, QUE PREVÉ LA TRANSFERENCIA DE 
LOS RECURSOS DE LA SUBCUENTA DE VIVIENDA QUE NO HUBIESEN SIDO APLICADOS 
COMO PAGO DE UN CRÉDITO, A LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS PARA EL RETIRO 
NO CONTRAVIENE EL DERECHO DE AUDIENCIA. 
 

De la interpretación sistemática de los artículos 40, 42, fracción II y 43 bis de la Ley del 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, así como 190 y 193 de la 
Ley del Seguro Social, deriva que la transferencia de los recursos de la subcuenta de 
vivienda no aplicados para el pago de un crédito de vivienda, a las administradoras de 
fondos para el retiro, en el supuesto de que el trabajador o sus beneficiarios tengan 
derecho a recibir una pensión conforme al régimen de la Ley del Seguro Social, tiene como 
propósito la contratación de una renta vitalicia con una institución de seguros. De ahí que 
el citado numeral 40 que prevé la transferencia referida no contraviene el derecho de 
audiencia contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, al no generar la privación del derecho de propiedad de los aludidos recursos, 
sino establecer una modalidad de esa propiedad, en términos del artículo 169 de la Ley 
del Seguro Social, cuya finalidad es que los recursos que no cumplieron su cometido 
(crédito de vivienda), se canalicen para beneficio de los trabajadores, como lo es la 
contratación de una renta vitalicia debido a que en el nuevo esquema de pensiones, 
cuanto mayor sea el saldo acumulado en la cuenta individual del trabajador, mayor será el 
monto de su pensión; de ahí que si la norma mencionada no genera la privación del 
derecho de propiedad, no se hace exigible el cumplimiento del derecho fundamental de 
audiencia previa. 
 

SEGUNDA SALA 
 

Amparo en revisión 758/2011. Luis Alberto Tostado González. 9 de mayo de 
2012. Mayoría de tres votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos. 

Amparo en revisión 90/2012. Jesús Bernardo Ibarra Ramírez y otra. 9 de 
mayo de 2012. Mayoría de tres votos. Disidente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Ileana Moreno Ramírez. 
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Amparo en revisión 199/2012. Luis Antonio Beltrán Escárrega. 16 de mayo de 
2012. Mayoría de tres votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretario: Juan José Ruiz Carreón. 
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INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 
ESTADO DE SONORA. EL ARTÍCULO 60 BIS B DE LA LEY RELATIVA, AL OBLIGAR A 
LOS PENSIONADOS O JUBILADOS DE ESE ORGANISMO A APORTAR 
MENSUALMENTE EL 10% DE LA CUANTÍA DE SU PENSIÓN MENSUAL AL FONDO DE 
PENSIONES, VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
 
 
El citado precepto, al establecer que quienes disfruten de una pensión o jubilación 
del propio instituto deberán aportar mensualmente al fondo de pensiones el 10% 
de la cuantía de su pensión mensual, viola el principio de equidad tributaria 
contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en virtud de que el legislador local da un trato igual a los 
pensionados o jubilados respecto de los trabajadores laboralmente activos, siendo 
que poseen calidades distintas y se encuentran en situaciones de hecho diferentes, 
pues de conformidad con el artículo 2o., fracciones IV y V, de la indicada ley, 
trabajador es aquella persona que preste sus servicios al Estado o a los organismos 
públicos incorporados, mientras que el pensionista o pensionado es aquel que 
tiene derecho a percibir y cobrar una pensión cuando reúna los requisitos legales; 
no obstante lo anterior, el referido artículo 60 Bis B obliga a quienes ostenten esta 
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última categoría a aportar al referido fondo de pensiones, al igual que lo hace el 
precepto 16 del mencionado ordenamiento respecto de los trabajadores. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
QUINTO CIRCUITO 
 
 

Amparo en revisión 323/2011. Dionicio Cota Molina. 1 de marzo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alejandro Alfaro Rivera. Secretaria: Ana Calzada 
Bojórquez. 

Amparo en revisión 52/2012. Jesús Román Gutiérrez Sánchez. 8 de marzo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Lidia del Carmen García Figueroa, secretaria 
de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. Secretaria: 
Virginia Guadalupe Olaje Coronado. 

Amparo en revisión 41/2012. Alma Berónica Cuevas González. 15 de marzo 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Cordero Martínez. 
Secretaria: Patricia Susana Rodríguez Gálvez. 
Nota: El criterio contenido en esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la 
contradicción de tesis 189/2012, resuelta por la Segunda Sala el 20 de junio de 
2012. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1737  

INTERESES MORATORIOS. LA DECLARATORIA DE INCONVENCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 
174 DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, EN RELACIÓN CON EL 
ARTÍCULO 21, NUMERAL 3, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS, IMPLICA LIMITAR EL COBRO DE AQUÉLLOS, AL REDUCIRLOS HASTA EL 
TREINTA Y SIETE POR CIENTO ANUAL, Y NO LA ABSOLUCIÓN DE SU PAGO, NI FIJARLOS 
HASTA EL MONTO DEL INTERÉS LEGAL. 
 

En la tesis de rubro: "INTERÉS USURARIO. SE CONSIDERA A LA UTILIDAD POR MORA QUE 
EXCEDA DEL TREINTA Y SIETE POR CIENTO ANUAL A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 48, 
FRACCIÓN I, DE LA LEGISLACIÓN PENAL PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES.", que 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 1734, este tribunal consideró que una ley más 
acorde que el Código Penal Federal para la protección del derecho humano reconocido en 
el artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos -que 
conmina a la prohibición en ley de la usura- es el artículo 48, fracción I, de la Legislación 
Penal para el Estado de Aguascalientes, que señala que ésta se da cuando un interés 
convencional evidente o encubierto excede de un treinta y siete por ciento anual; ahora 
bien, el pronunciamiento de la declaratoria de inconvencionalidad del artículo 174 de la 
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito determina un límite para el cobro de 
intereses moratorios, cuyo efecto es que, en caso de que los réditos se excedan, el Juez 
deberá reducirlos a ese porcentaje, sin que esto implique la absolución de su pago, o su 
reducción hasta el interés legal. Ello es así, porque si bien del artículo 77 del Código de 
Comercio se advierte que las convenciones ilícitas no producen obligación ni acción, no 
debe pasar inadvertido que la materia mercantil supone, per se, la existencia de una 
ganancia. En efecto, los préstamos en dinero llevan aparejado el pago de un dinero extra 
por concepto de intereses, lo que es lógico pues, de lo contrario, ningún prestamista se 
desprendería de un dinero que con riesgos recuperará en el futuro, sin poder disponer de 
él durante la vigencia del préstamo. Por tanto, partiendo de la premisa de que 
primigeniamente existe voluntad de las partes en el pacto de intereses; que se trata de la 
materia mercantil y que, atento al control de convencionalidad ejercido, se protege el 
derecho humano contenido en el numeral 3 del artículo 21 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, al proscribir que en el cobro de intereses moratorios éstos no 
sean usurarios, se considera correcto que, para su reducción (en caso de que éstos se 
excedan del porcentaje que para el delito de usura prevé el artículo 48, fracción I, de la 
legislación penal para el Estado), se esté a lo dispuesto en el artículo 2266 de la 
codificación sustantiva civil local, que impone que el interés convencional no podrá 
exceder de treinta y siete por ciento anual y sanciona la transgresión a lo anterior de la 
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manera siguiente: "En caso de exceder la tasa del interés convencional, el Juez de oficio, 
deberá disminuirla hasta establecerla dentro de los límites del presente artículo." 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGESIMO CIRCUITO 
 

Amparo directo 193/2012. Pedro Rodríguez Cisneros. 12 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Silverio Rodríguez Carrillo. Secretaria: Adriana 
Vázquez Godínez. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1801  

JUICIO DE NULIDAD. CUANDO EL ACTOR MANIFIESTA QUE EL ACTO ADMINISTRATIVO 
QUE PRETENDE IMPUGNAR NO LE HA SIDO LEGALMENTE NOTIFICADO POR HABERLE 
ENTREGADO COPIAS SIMPLES DE LA RESOLUCIÓN, SE ACTUALIZA LA HIPÓTESIS DEL 
ARTÍCULO 16, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. 
 

Conforme al artículo 16, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, cuando el actor manifiesta que no conoce la resolución administrativa que 
pretende impugnar, es obligación de la autoridad, al contestar la demanda, acompañar la 
constancia de aquélla y de su notificación para que el promovente pueda controvertirla a 
través de la ampliación de demanda. Lo anterior lo confirma la jurisprudencia 2a./J. 
196/2010 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 
2011, página 878, de rubro: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO EL ACTOR 
NIEGA CONOCER EL ACTO IMPUGNADO, LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA 
DEBE EXHIBIR EL DOCUMENTO ORIGINAL O, EN SU CASO, COPIA CERTIFICADA.". Por tanto, 
cuando el actor adjunta a su demanda del juicio contencioso administrativo copia simple 
de la resolución que pretende impugnar y manifiesta que no le ha sido legalmente 
notificada, al no conocer el original se actualiza la indicada hipótesis normativa, ya que se 
trata de un documento carente de certificación al que no es posible otorgar valor 
probatorio pleno. 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO 
 

Amparo directo 485/2011. Abel Ávalos Miramontes. 12 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel Mojica Hernández. Secretaria: Claudia 
de Anda García. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1806  

MARCAS. EL INSTITUTO MEXICANO DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL DEBE DAR A 
CONOCER A QUIEN SOLICITE SU REGISTRO LOS IMPEDIMENTOS CORRESPONDIENTES O 
SI EXISTEN ANTERIORIDADES, MEDIANTE LA EMISIÓN DE UN SOLO OFICIO. 
 

El artículo 122 de la Ley de la Propiedad Industrial, al señalar que el Instituto Mexicano de 
la Propiedad Industrial debe dar a conocer a quien solicite el registro de una marca, entre 
otros datos, los impedimentos correspondientes o si existen anterioridades, no implica 
que dicha autoridad pueda dictar tantos oficios como impedimentos o anterioridades 
advierta, pues atento a la interpretación conforme al texto constitucional, se colige que 
debe darse a conocer dicha información mediante la emisión de un solo escrito, para que 
los interesados cuenten con plena certeza sobre la existencia de aquéllos, desde que la 
autoridad emita el acuerdo respectivo, respetándose así la garantía de seguridad jurídica 
consagrada en el precepto 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Estimar lo contrario no sólo llevaría a un uso arbitrario e irregular de las facultades de la 
autoridad tratándose del examen de fondo que se realice de las marcas cuya protección 
legal se solicita, sino que retardaría innecesariamente dicho procedimiento en perjuicio de 
los solicitantes, menoscabando así el contenido del artículo 17 de la Norma Suprema. 
Desde luego, tal interpretación no pugna ni limita el uso exclusivo de una marca 
previamente establecida por parte de su titular, pues, en esa especial circunstancia, 
quedan a salvo los derechos de los afectados para impugnar el registro concedido a través 
de los medios legales conducentes. 
 

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo directo 717/2011. Alpro Alimentos Proteínicos, S.A. de C.V. 18 de 
abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
Silvia Martínez Aldana. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1807  

MARCAS. SUS FUNCIONES Y CRITERIOS DE ANÁLISIS PARA DETERMINAR SU SEMEJANZA 
EN GRADO DE CONFUSIÓN. 
 

Para determinar si existe semejanza en grado de confusión entre dos marcas, no sólo 
deben considerarse las funciones de éstas, que de acuerdo con la jurisprudencia y la 
doctrina son, principalmente, las siguientes: de distinción, que permite diferenciar un 
producto de otro del mismo género; de protección, que protege al público de 
usurpadoras; de garantía de calidad, pues califica el producto con ciertos atributos, y de 
propaganda, pues vincula al consumidor con el titular, generando para éste los beneficios 
de su actividad, sino también diversos criterios para el análisis correspondiente, entre 
otros: 1. La apreciación global del signo; 2. La imagen imperfecta derivada de su 
apreciación global; 3. La noción de consumidor relevante; 4. La ponderación de los 
aspectos visual, auditivo y conceptual de los signos en conflicto; 5. La similitud derivada de 
que el elemento dominante esté o no presente en ambos signos; 6. La relevancia de la 
parte inicial de los signos nominativos; 7. Las diferencias conceptuales neutralizantes; 8. 
Las combinaciones de letras; y, 9. Los grados de confusión o vinculación que pueden 
establecerse. 
 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo directo 658/2011. Moisés Harari Sacal. 31 de enero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: 
Víctor Aguirre Montoya. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1810  
 
MEDIO DE DEFENSA PARA IMPUGNAR LAS RESOLUCIONES DE LAS AUTORIDADES 
FISCALES. SI LA AUTORIDAD, CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 23 DE LA LEY 
FEDERAL DE LOS DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE, INDICA A ÉSTE QUE ES EL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA CONSIDERA QUE NO ES EL PROCEDENTE SINO UN 
DETERMINADO RECURSO, DICHO ÓRGANO JURISDICCIONAL DEBE REENCAUSAR 
LA PROMOCIÓN PARA LA REGULARIZACIÓN DE SU TRÁMITE. 
 
 
Si la autoridad fiscal, con fundamento en el artículo 23 de la Ley Federal de los 
Derechos del Contribuyente, indica a éste que su resolución es impugnable 
mediante el juicio contencioso administrativo y el Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa considera que no es el medio de defensa procedente sino un 
determinado recurso, dicho órgano jurisdiccional no puede limitarse a desechar la 
demanda, sino que debe reencausar la promoción para regularizar su trámite, a fin 
de impedir la irreparabilidad de alguna contravención al orden jurídico y a la 
dignidad humana, pues ese es el alcance normativo del citado precepto, a la luz de 
los artículos 1o. y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
su interpretación conforme a la segunda parte del artículo 14, numeral 1, del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el diverso 8, numeral 1, de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. De lo contrario, la pretensión 
quedaría sin respuesta ante los tribunales por una formalista concepción restrictiva 
del derecho de acceso a la justicia, y por un desatino de la autoridad fiscal al 
ejercer el deber que le impone el artículo inicialmente mencionado, de señalar al 
momento de notificar una resolución, el recurso o medio de defensa procedente, el 
plazo para su interposición y el órgano ante quien debe formularse, e implicaría 
sancionar al contribuyente por una causa no imputable a él, en contravención a los 
principios de seguridad jurídica, presunción de legalidad y buena fe que sustentan 
la actividad administrativa, cuando incluso el objetivo implícito en dicho precepto 
es mejorar las relaciones jurídico tributarias en beneficio de los gobernados, y 
fortalecer sus derechos y garantías, generando un marco de certeza jurídica, y la 
consagración legal de nuevos sistemas de defensa y protección de aquéllos. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 332/2011. Impulsora Comercial Regiomontana, S.A. de C.V. 
22 de marzo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Elias Gallegos Benítez. 
Secretaria: María del Socorro Zapata Barrera. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1832  

MULTA. ES ILEGAL LA QUE SE IMPONE CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 53, INCISO 
A), DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SI NO CONCEDE UN TÉRMINO PRUDENTE 
PARA LA EXHIBICIÓN DE LOS LIBROS Y REGISTROS QUE FORMEN PARTE DE LA 
CONTABILIDAD DEL CONTRIBUYENTE. 
 

El citado numeral establece que cuando con motivo de sus facultades de comprobación, 
en el curso de una visita domiciliaria, las autoridades fiscales soliciten a los contribuyentes 
los libros y registros que formen parte de su contabilidad, éstos deberán presentarse "de 
inmediato". Por tanto, si al contribuyente se le impuso una multa porque no lo hizo "de 
inmediato", es válido que la Sala del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
declare la nulidad de ese acto al establecer que no se encontraba debidamente motivada, 
pues aunque el referido vocablo, en el contexto normativo del que forma parte, significa 
que la obligación debe cumplirse sin dilación alguna, también es cierto que resulta 
ambiguo e impreciso, pues la expresión "de inmediato" entendida en el momento del 
requerimiento, hace arbitraria la actuación de la autoridad, pues es lógico que el 
contribuyente no puede tener consigo la contabilidad y requiera de un término específico 
y prudente para recabarla. Por consiguiente, si la autoridad no otorgó al contribuyente un 
plazo prudente para el cumplimiento de la obligación relativa, es claro que la multa 
impuesta, por la arbitrariedad del requerimiento, resulta inmotivada y actualiza la causa 
de anulación prevista en el artículo 51, fracción IV, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 433/2011. Administrador Local Jurídico de Monterrey. 27 de 
abril de 2012. Mayoría de votos. Disidente: Eduardo López Pérez. Relator de la 
mayoría: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretaria: Elsa Patricia Espinoza Salas. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1835  

MULTA POR NO SUMINISTRAR DATOS, INFORMES Y DOCUMENTOS PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 86, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SU IMPOSICIÓN NO 
SE ENCUENTRA SUPEDITADA A LA CONCLUSIÓN DE LA VISITA DOMICILIARIA DONDE 
FUERON REQUERIDOS. 
 

Conforme al artículo 86, fracción I, del Código Fiscal de la Federación, la autoridad se 
encuentra facultada para imponer una multa al contribuyente, responsable solidario y a 
los terceros con ellos relacionados, cuando cometan la infracción prevista en el 
artículo 85, fracción I, del propio ordenamiento, consistente en no suministrar los datos, 
informes, la contabilidad o parte de ella, así como todos los elementos que le hubiere 
requerido la autoridad para verificar el cumplimiento de las obligaciones fiscales propias o 
de terceros, sin que para ello resulte necesario que hubiere concluido el procedimiento de 
visita que establecen los artículos 46 y 46-A de dicho código donde fueron requeridos, 
pues aquellos preceptos no lo exigen, toda vez que lo que se sanciona es la conducta 
renuente del particular de proporcionar esos datos, informes y documentos solicitados, 
independientemente del resultado de la visita domiciliaria, en cuya resolución pueden 
imponerse también otras multas formales y/o de fondo, máxime que el hecho de 
condicionar la imposición de la multa a la conclusión de la fiscalización, obstaculizaría las 
facultades de comprobación de la autoridad, por no contar con todos los elementos 
suficientes. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL OCTAVO 
CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 152/2012. Administradora Local Jurídica de Torreón. 14 de 
junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: René Silva de los Santos. Secretario: 
Luis González Bardán. 
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[TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 
1007  
 
MULTAS FISCALES. TRATÁNDOSE DE LAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 82 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EL DERECHO DE AUDIENCIA PUEDE 
OTORGARSE CON POSTERIORIDAD A SU IMPOSICIÓN. 
 
 
El citado precepto dispone que a quien cometa las infracciones relacionadas con la 
obligación de presentar declaraciones, solicitudes, documentación, avisos o 
información o no expidan las constancias a que se refiere el artículo 81 del Código 
Fiscal de la Federación, se impondrán las multas señaladas en sus diferentes 
fracciones e incisos. Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sostenido que las obligaciones formales que el mencionado Código impone a los 
particulares están estrechamente vinculadas con el pago de las contribuciones, ya 
que aquéllas constituyen deberes establecidos en interés de la tributación, en 
tanto que permiten a las autoridades fiscales, entre otras cuestiones, conocer la 
capacidad contributiva de los gobernados y, en consecuencia, determinar sus 
obligaciones sustantivas. En ese sentido, en la imposición de las multas previstas en 
los incisos y fracciones del indicado artículo 82 no rige el derecho de previa 
audiencia, pues las infracciones que prevé se vinculan directamente con la 
obligación de pagar las contribuciones que el Estado impone imperativa y 
unilateralmente, por lo que el derecho fundamental dispuesto en el segundo 
párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
se respeta si el particular es escuchado en su defensa con posterioridad a la 
imposición de la sanción económica. 
 
 
SEGUNDA SALA 
 
 

Amparo directo en revisión 798/2012. Greco Inmobiliaria, S.C. 2 de mayo de 
2012. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Leticia Guzmán 
Miranda. 

Amparo directo en revisión 865/2012. Torres Transmisión y Subestaciones, 
S.A. de C.V. y/o Torres de Transmisión y Subestaciones, S.A. de C.V. 16 de mayo de 
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2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Leticia Guzmán Miranda. 

Amparo directo en revisión 1674/2012. Fosforita de México, S.A. de C.V. 8 de 
agosto de 2012. Unanimidad de cuatro votos; votó con salvedad José Fernando 
Franco González Salas. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretaria: Leticia Guzmán Miranda. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1837  

NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-168-SSA1-1998, DEL EXPEDIENTE CLÍNICO. ATENTO AL 
PRINCIPIO PRO HOMINE EN EJERCICIO DEL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD, DEBE 
DECLARARSE LA INAPLICABILIDAD DE SU PUNTO 5.5. AL CASO CONCRETO, AL OMITIR 
LOS LINEAMIENTOS RESPECTO AL PRÉSTAMO DE AQUÉL E IMPONER CONDICIONES 
PARA JUSTIFICAR LA ENTREGA, ÚNICAMENTE, DEL RESUMEN CLÍNICO. 
 

En atención al pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el 
expediente varios 912/2010, cuya sentencia aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 1, octubre de 2011, página 313, en 
el nuevo modelo de control constitucional, todos los Jueces del Estado Mexicano deben, 
en los asuntos de su competencia, inaplicar las normas que infrinjan la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y/o los tratados internacionales de los que 
México sea parte, que reconozcan derechos humanos. Tutela que deriva del decreto que 
modificó la denominación del capítulo I, del título primero y reformó diversos artículos de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 10 de junio de 2011, específicamente, los párrafos segundo y tercero de 
su artículo 1o. De tal manera que el derecho humano a la salud consagrado en el precepto 
4o. de la propia Ley Fundamental, en relación con los numerales 25 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales es indispensable para el ejercicio de los demás reconocidos en los 
pactos internacionales y en nuestro orden jurídico, ya que no puede circunscribirse al 
significado del vocablo, pues contiene un sinnúmero de derechos y obligaciones, tanto 
internos como externos, es decir, a nivel nacional e internacional, cuyas obligaciones 
cobran especial importancia en cuanto a proporcionar los medios necesarios para que el 
ser humano tenga acceso efectivo a la salud, en cuanto al derecho de ser informado en 
todo momento, sin mayores requisitos ni condicionantes, sobre su estado de salud. 
Consecuentemente, si el punto 5.5. de la Norma Oficial Mexicana NOM-168-SSA1-1998, 
del expediente clínico, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre 
de 1999, omite los lineamientos respecto al préstamo del expediente clínico de los 
pacientes e impone condiciones para justificar la entrega, únicamente, del resumen clínico 
de la información contenida en dicho expediente, atento al principio pro homine que los 
Jueces están obligados a considerar en ejercicio del control de convencionalidad al que 
están sujetos, debe declararse su inaplicabilidad al caso concreto. 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA 
REGION CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL 
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Amparo en revisión 86/2012. Dora Itzel Braulio Zermeño. 23 de febrero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Gaspar Paulín Carmona. Secretaria: Norma 
María González Valencia. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

91 
 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1840  
 
NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL. DEBEN EFECTUARSE POR LISTA CUANDO EL DOMICILIO DESIGNADO 
POR EL ACTOR SEA INEXISTENTE, ESTÉ DESOCUPADO, SE ENCUENTRE OCUPADO 
POR PERSONAS AJENAS A ÉL O HAYA CAMBIADO DE RESIDENCIA SIN AVISAR A LA 
SALA, POR SU ANALOGÍA A LA HIPÓTESIS EN QUE OMITE SEÑALARLO. 
 
 
De la interpretación del artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo se colige que cuando el actor no designa domicilio para recibir 
notificaciones personales en el juicio contencioso administrativo, éstas deben 
efectuarse por lista (a través de boletín electrónico o documento impreso que se 
colocará en un lugar accesible de la Sala). Así, tal medio también debe aplicarse, 
analógicamente, cuando el domicilio sea inexistente, esté desocupado, se 
encuentre ocupado por personas ajenas al interesado o éste haya cambiado de 
residencia sin avisar a la Sala, ya que estos casos se sustentan en la misma razón de 
aquella hipótesis. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
SEGUNDA REGION 
 
 

Amparo en revisión 466/2012. Fine Tube and Technology, S.A. de C.V. 24 de 
mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Moya Flores. Secretario: 
Guadalupe González Vargas. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1848  

PEDIMENTO DE EXPORTACIÓN. DEBE PRESENTARSE TRATÁNDOSE DE BIENES 
INTANGIBLES COMO LOS DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL, LAS CONCESIONES, 
LICENCIAS, TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN Y LOS SERVICIOS. 
 

El artículo 36 de la Ley Aduanera establece la obligación a cargo de quienes importen o 
exporten mercancías de presentar, por conducto de agente o apoderado aduanal, un 
pedimento en la forma oficial aprobada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
Por su parte, el artículo 2o., fracción III, del propio ordenamiento señala que se consideran 
mercancías los productos, artículos, efectos y cualesquier otros bienes, aun cuando las 
leyes los consideren inalienables o irreductibles a propiedad particular. Así, la expresión 
genérica "cualesquier otros bienes", tiene una connotación muy amplia, por lo que debe 
entenderse que las mercancías comprenden no sólo a los bienes corpóreos o materiales 
(tangibles), sino también a los incorpóreos o inmateriales (intangibles), entre los que se 
encuentran, por citar algunos, los derechos de propiedad intelectual, las concesiones, 
licencias, tecnologías de información y los servicios. Por tanto, cuando éstos se exporten, 
debe presentarse el pedimento respectivo. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL OCTAVO 
CIRCUITO 
 

Amparo directo 35/2012. Pro Moda Jeans, S.A. de C.V. 29 de marzo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: René Silva de los Santos. Secretaria: Lilian González 
Martínez. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1875  

PERSONAS JURÍDICAS. SON TITULARES DE LOS DERECHOS HUMANOS COMPATIBLES 
CON SU NATURALEZA. 
 

Del preámbulo y del contenido de la Convención Americana sobre Derechos Humanos se 
advierte, en principio, que los derechos que reconoce son sólo los inherentes a la persona 
humana, pues aquél hace referencia expresa a los "derechos esenciales del hombre", y el 
artículo 1, numeral 2, del propio ordenamiento, prevé que persona es todo ser humano. 
Por otra parte, la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, 
constituye un cambio de paradigma en el orden jurídico nacional, pues dicho precepto 
ahora dispone que todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la 
propia Norma Fundamental y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, lo cual implica reconocer a los tratados referidos a derechos 
humanos un carácter particular, equiparable a las normas constitucionales, conformando 
un nuevo bloque de constitucionalidad, en la medida en que aquéllos pasan a formar 
parte del contenido de la Constitución, integrando una unidad exigible o imponible a 
todos los actos u omisiones que puedan ser lesivos de derechos fundamentales. En estas 
condiciones, si bien es cierto que el Órgano Reformador de la Constitución no dispuso 
expresamente como titulares de los derechos consagrados en ella a las personas jurídicas, 
como sí se hace en otras normas fundamentales e instrumentos internacionales como la 
Constitución Alemana o el Protocolo No. 1 a la Convención Europea de Derechos 
Humanos, también lo es que el texto constitucional citado alude lisa y llanamente al 
término "personas", por lo que de una interpretación extensiva, funcional y útil, debe 
entenderse que no sólo se orienta a la tutela de las personas físicas, sino también de las 
jurídicas, en aquellos derechos compatibles con su naturaleza, como los de acceso a la 
justicia, seguridad jurídica, legalidad, propiedad y los relativos a la materia tributaria, 
entre otros, máxime que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reconocido 
explícitamente, en el caso Cantos vs. Argentina, que las personas jurídicas, en 
determinados supuestos, son titulares de los derechos consagrados en el Pacto de San 
José, al reconocer el de constituir asociaciones o sociedades para la consecución de un 
determinado fin y, en esta medida, son objeto de protección. Además, México ha suscrito 
un sinnúmero de pactos internacionales en los que ha refrendado el compromiso de 
respetar los derechos humanos en su connotación común o amplia, lo que incluye la 
relación y sentido que a la institución se atribuye en el ámbito nacional, pero también el 
reconocido en otras latitudes, reforzando el corpus iuris aplicable que, como bloque de 
constitucionalidad, recoge la Constitución Mexicana y amplía o complementa a 
convenciones, en particular a la inicialmente mencionada. Refuerza lo anterior el hecho de 
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que a partir de la nueva redacción del artículo 1o. constitucional y de la sentencia dictada 
por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación con motivo del acatamiento a lo 
ordenado en el caso Radilla Pacheco, registrada bajo el número varios 912/2010, que 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro I, Tomo 1, octubre de 2011, página 313, las normas relativas a los derechos humanos 
deben interpretarse de la forma más benéfica para la persona, lo que implica que no 
necesariamente hay una jerarquía entre ellas, sino que se aplicará la que ofrezca una 
protección más amplia; en esta medida, si diversos instrumentos internacionales prevén 
como titulares de derechos humanos a las personas jurídicas, debe seguirse esta 
interpretación amplia y garantista en la jurisprudencia mexicana. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo directo 782/2011. Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V. 1o. de marzo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretaria: lndira 
Martínez Fernández. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1876  

PERSONAS MORALES O JURÍDICAS. DEBEN GOZAR NO SÓLO DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES CONSTITUIDOS POR LOS DERECHOS HUMANOS RECONOCIDOS EN LA 
CONSTITUCIÓN Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES, Y DE LAS GARANTÍAS PARA SU 
PROTECCIÓN, SIEMPRE Y CUANDO ESTÉN ENCAMINADOS A PROTEGER SU OBJETO 
SOCIAL, SINO TAMBIÉN DE AQUELLOS QUE APAREZCAN COMO MEDIO O INSTRUMENTO 
NECESARIO PARA LA CONSECUCIÓN DE LA FINALIDAD QUE PERSIGUEN. 
 

Las personas morales o jurídicas son sujetos protegidos por el artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que deben gozar de los 
derechos fundamentales constituidos por los derechos humanos reconocidos en la propia 
Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así 
como de las garantías para su protección, siempre y cuando sean acordes con la finalidad 
que persiguen, por estar encaminados a la protección de su objeto social, así como de 
aquellos que aparezcan como medio o instrumento necesario para la consecución de la 
finalidad referida. Lo anterior es así, porque en la palabra "personas", para efectos del 
artículo indicado, no sólo se incluye a la persona física, o ser humano, sino también a la 
moral o jurídica, quien es la organización creada a partir de la agrupación voluntaria de 
una pluralidad de personas físicas, con una finalidad común y una identidad propia y 
diferenciada que trasciende la de los individuos que la integran, dotada de órganos que 
expresan su voluntad independiente de la de sus miembros y de un patrimonio propio, 
separado del de sus integrantes, a la que el ordenamiento jurídico atribuye personalidad 
y, consecuentemente, reconoce capacidad para actuar en el tráfico jurídico, como sujeto 
independiente de derechos y obligaciones, acorde al título segundo del libro primero del 
Código Civil Federal, al artículo 9o. de la Carta Magna y conforme a la interpretación de 
protección más amplia que, en materia de derechos humanos se autoriza en el párrafo 
segundo del artículo 1o. constitucional. Sin que sea obstáculo que los derechos 
fundamentales, en el sistema interamericano de derechos humanos, sean de los seres 
humanos, pues tal sistema no sustituye a las jurisdicciones nacionales, sino que otorga 
una protección coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los 
Estados Americanos, por lo que una vez arraigados los derechos humanos en el derecho 
constitucional propio y singular del Estado Mexicano, éstos se han constituido en 
fundamentales, y su goce, así como el de las garantías para su protección, ha sido 
establecido por el propio derecho constitucional a favor de las personas y no sólo del ser 
humano. 
 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA 
REGION 
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Amparo en revisión 251/2012. Jefe de la Unidad de Catastro Municipal del 
Ayuntamiento de Culiacán, Sinaloa. 4 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan Manuel Serratos García. Secretario: Edwin Jahaziel Romero Medina. 
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[J]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1325  
 
PLANES DE DESARROLLO URBANO MUNICIPALES DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN. 
CUANDO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SE DEMANDA LA 
NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN QUE DESESTIMÓ LOS PLANTEAMIENTOS HECHOS A 
LA CONSULTA PÚBLICA PARA SU MODIFICACIÓN, NO SE ACTUALIZA UNA CAUSA 
MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA QUE LLEVE AL DESECHAMIENTO 
DE LA DEMANDA AL CONSIDERAR QUE ES UN ACTO INTRAPROCESAL Y QUE, POR 
ENDE, NO AFECTA EL INTERÉS JURÍDICO DEL PROMOVENTE. 
 
 
De conformidad con el artículo 17 de la Ley de Justicia Administrativa para el 
Estado de Nuevo León, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo conocerá, 
entre otros, de los asuntos en los cuales se demande cualquier acto o resolución de 
autoridades municipales o estatales que cause un daño en materia fiscal o 
administrativa (fuera del procedimiento de ejecución), así como de aquellos 
definitivos que afecten el interés jurídico de los particulares. Por su parte, el 
numeral 48 del propio ordenamiento prevé como únicas posibilidades para el 
desechamiento de la demanda cuando se encontrare un motivo manifiesto e 
indudable de improcedencia y en el caso de que dicho escrito sea oscuro o irregular 
y habiéndose prevenido para subsanarlo, el interesado no lo hiciere. Luego, cuando 
en el juicio contencioso administrativo se demanda la nulidad de la resolución que 
desestimó los planteamientos hechos a la consulta pública para la modificación de 
un plan de desarrollo urbano municipal, no se actualiza una causa manifiesta e 
indudable de improcedencia que lleve al desechamiento de la demanda al 
considerar que es un acto intraprocesal y que, por ende, no afecta el interés 
jurídico del promovente, pues si bien es cierto que dicha determinación, de 
conformidad con los artículos 54 a 59 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado, 
forma parte del procedimiento correspondiente, que habrá de concluir con la 
publicación e inscripción del indicado plan, también lo es que, acorde con la 
fracción IV del artículo inicialmente citado, los particulares pueden demandar la 
nulidad de cualquier acto que les genere un perjuicio fiscal o administrativo, así 
como de todos aquellos emitidos por autoridades municipales o estatales, fuera del 
procedimiento de ejecución, pues la propia legislación de desarrollo urbano prevé 
que los argumentos de los particulares pueden ser escuchados, atendidos y, en su 
caso, considerados por las autoridades competentes. Lo anterior es así, porque en 
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el auto admisorio no puede concluirse, sin valorar pruebas y escuchar al resto de 
las partes contendientes, que tal acto no es una determinación definitiva y que, por 
ello, no causa perjuicio al interés jurídico del particular. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 342/2011. Strata Desarrollos, S.A de P.I. de C.V. 2 de febrero 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Rodolfo Sandoval Pinzón. 
Secretario: Jesús Rosales Ibarra. 

Amparo directo 353/2011. Carlos Martín Montemayor Dirnbauer. 23 de 
febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Cantú Cisneros. 
Secretario: Héctor Rafael Hernández Guerrero. 

Amparo directo 359/2011. Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca 
Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank Inverlat, División Fiduciaria, fideicomiso 
1451026577. 29 de marzo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel 
Cantú Cisneros. Secretario: Edgar Humberto Muñoz Castillo. 

Amparo directo 7/2012. Desarrollo Inmobiliario Lomas del Huajuco, S.A. de 
C.V. 12 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Cantú 
Cisneros. Secretario: Edgar Humberto Muñoz Castillo. 

Amparo directo 39/2012. 10 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Miguel Ángel Cantú Cisneros. Secretario: Ricardo Iván Hinojosa Santos. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1879  
 
PREDIAL. LA TABLA DE VALORES UNITARIOS DE CONSTRUCCIÓN DEL MUNICIPIO 
DE CULIACÁN, SINALOA, PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2011, CONTENIDA EN EL 
DECRETO NÚMERO 13, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL ESTADO EL 22 
DE DICIEMBRE DE 2010, AL PERMITIR QUE LA AUTORIDAD DETERMINE 
DISCRECIONALMENTE LA BASE GRAVABLE DEL IMPUESTO RELATIVO, 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. 
 
 
La tabla de valores unitarios de construcción contenida en el decreto 13, que 
establece los valores unitarios del suelo y de las construcciones del Municipio de 
Culiacán, Sinaloa, prevé en su primera columna la descripción de los cinco tipos 
básicos de construcción adherida al suelo, objeto del impuesto predial, a saber: 
provisional, antigua, moderna, especial y alberca, los cuales se dividen a su vez en 
diecisiete categorías; en la segunda columna se precisa la clave para identificar 
cada una de éstas y, en la tercera, se señala el valor unitario por metro cuadrado 
de construcción que corresponde al inmueble respectivo; sin embargo, los 
parámetros que debe observar la autoridad para clasificar determinado bien en los 
cinco tipos básicos de construcción no están establecidos en ley, lo que genera 
incertidumbre e inseguridad jurídica al contribuyente, ya que no se fijaron los 
factores necesarios para definir a qué categoría corresponde la edificación de que 
se trate, provocando así que uno de los elementos de la contribución, como es la 
base gravable, pueda determinarse discrecionalmente por la autoridad 
administrativa, lo que transgrede el principio de legalidad tributaria contenido en 
la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Lo anterior no implica que los contribuyentes dejen de pagar el 
impuesto predial sino que, atento a que la violación constitucional se genera por la 
falta de certeza en cuanto a la base aplicable a un determinado tipo de 
construcción, el efecto de la declaratoria de inconstitucionalidad consistirá en que 
se aplique el monto de menor cuantía de la tercera columna, es decir, el que 
corresponde al tipo denominado provisional. 
 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO SEXTO CIRCUITO 
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Amparo en revisión 33/2012. 15 de marzo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Eduardo Farías Gasca. Secretaria: Eunice Guadalupe Avilés Sánchez. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1931  

PRINCIPIO PRO HOMINE Y CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. NO PUGNAN. 
 

El nuevo paradigma, previsto en el artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, referente a que las normas relativas a los 
derechos humanos se interpretarán de conformidad con la propia Constitución y con los 
tratados internacionales de los que México es parte, de la forma que favorezca más 
ampliamente a las personas, no llega al extremo de inaplicar una figura procedimental 
prevista en los ordenamientos adjetivos correspondientes (a menos que sea lesiva al 
equilibrio y protección de las partes), como la de la caducidad de la instancia, pues ésta no 
coarta principios fundamentales como el de acceso a la justicia, sino impone plazos 
razonables para su prosecución que, sin duda alguna, es de gran importancia dentro del 
orden procesal, tendente a alcanzar la seguridad jurídica, ya que su finalidad es evitar que 
acciones judiciales puedan prolongarse indefinidamente en el tiempo, lo cual, 
obviamente, incidiría de forma negativa en el interés público. En otras palabras, el 
principio pro homine no persigue cobijar a toda costa a la persona, sino procurarle la 
mayor protección pero, sin desconocer otros principios también de gran entidad como, en 
el caso, el orden procesal. 
 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL OCTAVO CIRCUITO 
 

Amparo directo 119/2012. María Concepción Gutiérrez Imperial. 7 de junio 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Antonio Pescador Cano. Secretario: 
Eduardo Alonso Fuentevilla Cabello. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1936  

PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 506 DEL 
TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE. NO EXISTE OBLIGACIÓN DE LA 
AUTORIDAD DEL ESTADO QUE LO LLEVA A CABO DE REALIZAR Y NOTIFICAR LOS ACTOS 
RELATIVOS TANTO EN SU IDIOMA OFICIAL COMO EN EL DEL ESTADO DONDE EL 
EXPORTADOR RESIDE. 
 

De la interpretación literal del artículo 506 del Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte, que prevé el procedimiento de verificación de origen, y de los numerales 39 a 69 de 
la Resolución por la que se establecen las reglas de carácter general relativas a la 
aplicación de las disposiciones en materia aduanera del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 
1995, en los que se detalla dicho procedimiento, se colige que no existe obligación de la 
autoridad del Estado que lo lleva a cabo, de realizar y notificar los actos relativos tanto en 
su idioma oficial como en el del Estado donde el exportador reside. De estimar lo 
contrario la autoridad jurisdiccional que conoce de su impugnación se erigiría como 
Estado contratante, al agregar un requisito que no se encuentra consignado en el indicado 
tratado ni en la resolución administrativa que lo regula, pues ello únicamente compete a 
quienes celebraron el pacto internacional, y no lo hicieron. Además, si se atiende al 
numeral 2206 del propio tratado, los textos en español, francés e inglés son igualmente 
auténticos, por lo que si las actuaciones del citado procedimiento se realizan y notifican 
en uno de estos idiomas, son válidas. 
 

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 664/2011. Administradora de lo Contencioso de Grandes 
Contribuyentes "4", unidad administrativa encargada de la defensa jurídica del 
Secretario de Hacienda y Crédito Público. 30 de mayo de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Héctor Landa Báez. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1939  

PROPIEDAD INDUSTRIAL. CARACTERÍSTICAS Y FINALIDAD DE LA PROHIBICIÓN DE 
REGISTRO DE UNA MARCA QUE INDIQUE LA DENOMINACIÓN GEOGRÁFICA, CONTENIDA 
EN LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 90 DE LA LEY RELATIVA. 
 

La fracción X del artículo 90 de la Ley de la Propiedad Industrial dispone que no serán 
registrables como marca las denominaciones geográficas, propias o comunes, los mapas, 
así como los gentilicios, nombres y adjetivos cuando indiquen la procedencia de los 
productos o servicios y puedan originar confusión o error en cuanto a su origen, 
entendiendo por denominación geográfica el nombre de una región o área geográfica 
delimitada del territorio nacional, amén de ser una connotación geográfica general y 
pública, de la cual no puede alguien apropiarse. En este contexto, la prohibición regulada 
en el citado precepto debe entenderse dirigida a los casos en que la indicación del lugar 
de procedencia del producto o servicio pueda originar confusión o error por no 
corresponder al lugar de origen de los productos o servicios, lo que puede derivar en un 
engaño para el público, pues está condicionada a que el lugar de procedencia de "las 
denominaciones geográficas, propias o comunes y los mapas, así como los gentilicios, 
nombres y adjetivos", se caracterice por la producción del producto o servicio a registrar. 
Consecuentemente, serán registrables las marcas si el lugar del que derivan no se 
caracteriza por producir el producto o servicio que pretende ampararse, ya que no existirá 
confusión en el público consumidor, al no ser característicos de ese espacio geográfico. 
Además, el fin que se persigue es evitar la monopolización del nombre habitual del 
producto o servicio que pretende protegerse, pues considerar lo contrario implicaría que 
se pudieran sustraer del lenguaje comercial y publicitario términos que todos los 
productores y comerciantes tienen derecho a utilizar en el etiquetado y publicidad de sus 
productos o servicios; por tanto, su razón legal es evitar la competencia desleal, para lo 
cual debe analizarse la falta de carácter distintivo de la marca por proporcionar al público 
información de sus propiedades y características, y la necesidad de mantenerlos 
libremente disponibles, a fin de que puedan ser utilizados por quienes operen en el 
correspondiente sector del mercado. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo directo 41/2012. José Luis Evia Góngora. 26 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretaria: Angela 
Alvarado Morales. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1597  

RECURSO DE REVISIÓN PRESENTADO VÍA ELECTRÓNICA. CONTRAVIENE LO DISPUESTO 
EN LOS ARTÍCULOS 3O., 86 Y 88 DE LA LEY DE AMPARO. 
 

Los citados numerales disponen que todas las promociones deberán hacerse por escrito; 
que el recurso de revisión se interpondrá por conducto del Juez de Distrito, de la 
autoridad que conozca del juicio o del Tribunal Colegiado de Circuito en los casos de 
amparo directo; y que con el escrito de expresión de agravios el recurrente deberá exhibir 
una copia de él para el expediente y una para cada una de las otras partes. En ese sentido, 
el recurso de revisión presentado vía electrónica, incumple tales requisitos dado que ni 
siquiera contiene la firma del promovente, no obstante que ésta constituye una 
formalidad que contiene todo acto jurídico y debe constar por escrito. Además, la 
presentación vía electrónica del recurso de revisión, tampoco contiene adjunta una copia 
del escrito de expresión de agravios para el expediente y una para cada una de las otras 
partes. Por tanto, ante el incumplimiento de los requisitos que la ley exige para la 
presentación del recurso de revisión, procede desechar el que se presente vía electrónica. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO 
 

Reclamación 15/2011. Subprocurador Fiscal Federal de Amparos, en 
representación del Presidente de la República y otras autoridades. 24 de mayo de 
2012. Mayoría de votos. Disidente: Eduardo López Pérez. Ponente: Sergio Javier 
Coss Ramos. Secretaria: María Eugenia Urquiza García. 
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[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 
495  
 
RESPONSABILIDAD MÉDICO-SANITARIA. REBASA LA RESPONSABILIDAD 
CONTRACTUAL. 
 
 
La responsabilidad médico-sanitaria puede tener un origen contractual expreso o 
tácito, el cual consiste en la prestación de servicios del médico, o bien, puede 
derivar de la prestación del Estado de un derecho social, como son los servicios de 
salud públicos. En el primer supuesto, las actividades comprendidas en la 
responsabilidad médica contractual, son aquellas que se suscribieron en específico 
entre el médico y el paciente. En contraposición, en la prestación de los servicios 
de seguridad social no existe un contrato entre particulares, sino que se origina una 
responsabilidad de índole administrativo, al ser el Estado responsable de los daños 
causados por el "actuar irregular" de sus agentes, médicos e instituciones del 
sector público. No obstante, la responsabilidad de los profesionales médico-
sanitarios va más allá de los deberes contenidos o derivados de la relación 
contractual, ya que están obligados a actuar de acuerdo con los estándares de su 
profesión, los cuales pueden derivar tanto de disposiciones reglamentarias, como 
de los principios científicos y éticos que orientan la práctica médica. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 

Contradicción de tesis 93/2011. Suscitada entre el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo del Décimo Circuito. 26 de octubre de 2011. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos en cuanto a la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos respecto al fondo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y Arturo Bárcena 
Zubieta. 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema de la 
contradicción planteada. 
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[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 
496  
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA 
IRREGULAR A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 113 CONSTITUCIONAL, COMPRENDE 
EL DEBER DE REPARAR LOS DAÑOS GENERADOS POR LA ACTUACIÓN NEGLIGENTE 
DEL PERSONAL MÉDICO QUE LABORA EN UN ÓRGANO DEL ESTADO. 
 
 
Conforme a lo resuelto por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte en la acción de 
inconstitucionalidad 4/2004, la actividad irregular del Estado a la que se refiere el 
artículo 113 de la Constitución General, se configura cuando la función 
administrativa se realiza de manera defectuosa, esto es, sin atender a las 
condiciones normativas o a los parámetros establecidos en la ley o en los 
reglamentos administrativos. En tal sentido, cuando en la prestación de un servicio 
público se causa un daño a los bienes y derechos de los particulares, por haberse 
actuado irregularmente, se configura la responsabilidad del Estado de resarcir el 
daño y, por otro lado, se genera el derecho de los afectados a que sus daños sean 
reparados. Así, debe entenderse que la actividad administrativa irregular del 
Estado, comprende también la prestación de un servicio público deficiente. En el 
caso de la prestación deficiente de los servicios de salud, la responsabilidad 
patrimonial del Estado se actualiza cuando el personal médico que labora en las 
instituciones de salud públicas actúa negligentemente, ya sea por acción u omisión, 
y ocasiona un daño a los bienes o derechos de los pacientes. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
 

Amparo directo en revisión 10/2012. Giovanni David Chávez Miranda. 11 de 
abril de 2012. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
Nota: La ejecutoria relativa a la acción de inconstitucionalidad 4/2004 citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXVII, abril de 2008, página 1211. 
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[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 496  

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA VÍA IDÓNEA PARA DEMANDAR DEL 
ESTADO LA REPARACIÓN DE LOS DAÑOS DERIVADOS DE ACTOS DE NEGLIGENCIA 
MÉDICA ES LA ADMINISTRATIVA. 
 

Respecto a la vía procesalmente idónea para ejercer el derecho a reclamar la reparación 
de los daños causados por el Estado, el artículo 113 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, deja un amplio margen al legislador para diseñar el 
procedimiento a través del cual pueda hacerse efectivo el sistema de responsabilidad 
patrimonial del Estado. En el ámbito federal, el legislador optó por configurar en la vía 
administrativa la reparación de los daños causados por una actividad administrativa 
irregular, a través del procedimiento establecido en la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado. Así, en tanto la actividad administrativa irregular del Estado 
comprende la prestación deficiente de los servicios de salud, es la vía administrativa la 
idónea para demandar del Estado la reparación de dichos daños. 
 

PRIMERA SALA 
 

Amparo directo en revisión 10/2012. Giovanni David Chávez Miranda. 11 de 
abril de 2012. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
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[TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1; Pág. 1008  

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LOS ARTÍCULOS 
8O., 13 Y 14 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO CONTRAVIENEN LOS DERECHOS 
HUMANOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. 
 

El sistema para imponer sanciones que prevén éstos y otros artículos de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos no deja en estado de 
incertidumbre al servidor público en torno a la conducta calificada como infractora, toda 
vez que su proceder se delimita por los principios de legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia en el desempeño de sus funciones, contenidos en el artículo 113 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, los artículos 8o., 13 
y 14 de la indicada ley no contravienen los derechos humanos de legalidad y seguridad 
jurídica previstos en los artículos 14 y 16 constitucionales, por el hecho de no establecer 
cada una de las obligaciones específicas que un servidor público debe cumplir y su 
concreta sanción para el caso de inobservancia, en la medida en que precisan con grado 
de certeza y concreción constitucionalmente exigible el núcleo básico de las conductas 
calificadas como infractoras, las sanciones correspondientes y los parámetros para 
imponerlas, impidiendo con ello la actuación caprichosa o arbitraria de la autoridad; 
máxime que el citado ordenamiento legal refiere expresamente que los servidores 
públicos deben abstenerse de todo acto u omisión que implique incumplimiento de 
cualquier disposición jurídica relacionada con el desempeño de la función pública -por lo 
que debe estarse al marco legal aplicable en la materia-, lo cual no sólo otorga certeza al 
servidor público, sino que evita que la autoridad incurra en confusión. 
 

SEGUNDA SALA 
 

Amparo en revisión 9/2012. Carlos Javier Ramos Velasco. 8 de febrero de 
2012. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro 
Vargas Ornelas. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1971  

REVISIÓN DE GABINETE. A LA ORDEN RELATIVA DIRIGIDA A UN CONTRIBUYENTE EN 
RELACIÓN CON CONTRIBUCIONES, APROVECHAMIENTOS, PERIODOS Y HECHOS 
MATERIA DE UNA PRIMERA ORDEN DE LA MISMA NATURALEZA, DECLARADA NULA POR 
INDEBIDA O INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN RESPECTO A LA 
COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD QUE LA EMITIÓ, LE SON APLICABLES, POR ANALOGÍA, 
LOS ARGUMENTOS EMPLEADOS EN LA JURISPRUDENCIA 2A./J. 157/2011 (9A.). 
 

De una interpretación sistemática de los numerales 42, 46 y 50 del Código Fiscal de la 
Federación, se colige que las órdenes de visita domiciliaria y las de solicitud de 
información y documentos (revisión de gabinete), son facultades de comprobación de la 
autoridad hacendaria que tienen un mismo origen, comparten la misma naturaleza 
jurídica y similar condicionante, consistente en que las autoridades fiscalizadoras podrán 
volver a determinar contribuciones o aprovechamientos omitidos correspondientes al 
mismo ejercicio fiscal, únicamente cuando se comprueban hechos diferentes que se 
sustenten en información, datos o documentos que no hayan sido revisados con 
anterioridad; de ahí que si la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la 
jurisprudencia por contradicción de tesis 2a./J. 157/2011 (9a.), publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 2, febrero de 2012, 
página 1280, de rubro: "ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA DIRIGIDA A UN 
CONTRIBUYENTE EN RELACIÓN CON CONTRIBUCIONES, APROVECHAMIENTOS, PERIODOS 
Y HECHOS MATERIA DE UNA PRIMERA ORDEN, DECLARADA NULA POR INDEBIDA O 
INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN RESPECTO A LA COMPETENCIA 
MATERIAL DE LA AUTORIDAD QUE LA EMITIÓ, CONTRAVIENE EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 46 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR 
DEL 1o. DE ENERO DE 2008).", en la que analizó la exigencia prevista en el último párrafo 
del indicado numeral 46, en cuanto a las órdenes de visita domiciliaria, y determinó que 
de la interpretación de ese numeral se obtenía que el legislador tuvo como propósito 
respetar no sólo la garantía de inviolabilidad del domicilio sino también la de seguridad 
jurídica, al obligar a la autoridad hacendaria a que, una vez practicada una visita 
domiciliaria al amparo de una orden en ejercicio de sus facultades de comprobación, 
respecto de periodos, contribuciones y hechos determinados, no vuelva a ejercer tales 
potestades sobre el mismo contribuyente, por el mismo ejercicio, hechos y 
contribuciones, salvo que se funden en hechos diferentes y en documentos que no hayan 
sido revisados anteriormente, puesto que implicaría una constante afectación al 
gobernado, aun cuando se haya emitido la nueva orden al haberse declarado la nulidad 
lisa y llana en el juicio contencioso administrativo de la primera por insuficiente o indebida 
fundamentación de la competencia material de la autoridad que la emitió, pues dicha 
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circunstancia no desaparece el menoscabo que sufrió el contribuyente. Por tanto, los 
argumentos empleados en la citada jurisprudencia son aplicables, por analogía, a las 
órdenes de revisión de gabinete emitidas en similares términos, puesto que con una 
nueva orden se afecta la garantía de seguridad jurídica del contribuyente, al ser requerido 
sobre el mismo periodo, contribuciones y hechos, ya que no desaparece la afectación que 
sufrió con la primera orden de fiscalización. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO 
CIRCUITO 
 

Amparo en revisión 38/2012. Gustavo Horacio Muñoz Noriega. 23 de marzo 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Alejandro Alfaro Rivera. Secretaria: Blanca 
Patricia Carranza González. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1972  

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. PROCEDE DICHO RECURSO PROMOVIDO POR QUIEN 
OBTUVO RESOLUCIÓN FAVORABLE EN EL JUICIO DE GARANTÍAS, SI ADUCE UNA 
INCONGRUENCIA EN EL DICTADO DE LA SENTENCIA QUE LE CAUSA PERJUICIO, AL NO 
TENER EXPEDITO SU DERECHO PARA INTERPONER LA ACLARACIÓN DE ÉSTA. 
 

De los artículos 76 a 81 de la Ley de Amparo, relativos al capítulo X del título primero, 
denominado: "De las sentencias", se advierte que no prevén la procedencia de la 
aclaración de las sentencias que se dicten en los juicios de amparo. Consecuentemente, si 
bien es cierto que, en principio, es improcedente el recurso de revisión interpuesto por 
quien obtuvo resolución favorable en el juicio de garantías indirecto, también lo es que si 
el recurrente aduce una incongruencia en el dictado de la sentencia que le causa perjuicio, 
al no tener expedito su derecho para promover la aclaración de ésta, procede el 
mencionado medio de impugnación, como vía idónea para satisfacer su pretensión. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO 
 

Amparo en revisión 73/2012. Delegado de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público. 2 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Yolanda Islas 
Hernández. Secretaria: Socorro Arias Rodríguez. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1987  

REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS DICTADAS EN LOS 
JUICIOS CONTENCIOSOS ADMINISTRATIVOS FEDERALES, TRAMITADOS EN LA VÍA 
SUMARIA. 
 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 58-2 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, en vigor a partir del siete de agosto de dos mil once, así como 
con la exposición de motivos del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
diez de diciembre de dos mil diez, a través del cual se instituyó la vía sumaria, ésta es 
procedente sólo cuando se impugnen resoluciones definitivas cuyo importe no exceda de 
cinco veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, elevado al año, al 
momento de su emisión y siempre que se trate de alguno de los temas previstos 
expresamente en el citado numeral, los cuales son los de mayor incidencia en la práctica y 
que, por su materia, no revisten complejidad especial. Asimismo, por disposición del 
diverso artículo 58-13 del mismo ordenamiento, los juicios en la vía sumaria se resuelven 
por uno solo de los Magistrados integrantes de las Salas Regionales del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa, mas no por éstas funcionando en Pleno, como sucede 
en el procedimiento ordinario. Por tanto, las sentencias definitivas que se dicten en los 
juicios tramitados en esa vía especial, no son impugnables a través del recurso de revisión 
fiscal, previsto en el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, ya que por su naturaleza restrictiva y excepcional, este medio de defensa 
procede únicamente en contra de resoluciones emitidas por el Pleno, las Secciones de la 
Sala Superior o por las Salas Regionales y que, además, recaigan a asuntos cuya cuantía 
exceda de tres mil quinientas veces el salario mínimo general diario, o que versen sobre 
las materias que, por su importancia y trascendencia, están establecidas en las nueve 
fracciones de este último precepto legal. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA NOVENA 
REGION 
 

Revisión fiscal 94/2012. Administrador Local Jurídico de Morelia en el Estado 
de Michoacán. 23 de febrero de 2012. Unanimidad de votos, el Magistrado Ángel 
Rodríguez Maldonado votó con salvedades. Ponente: Eduardo Antonio Loredo 
Moreleón. Secretario: Juan Aguilar Rodríguez 

Revisión fiscal 96/2012. Administrador Local Jurídico de Morelia en el Estado 
de Michoacán. 1o. de marzo de 2012. Unanimidad de votos, el Magistrado Ángel 
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Rodríguez Maldonado votó con salvedades. Ponente: Roberto Charcas León. 
Secretario: Engels Rafael Ruelas Olvera. 

Revisión fiscal 100/2012. Administrador Local Jurídico de Morelia en el Estado 
de Michoacán. 1o. de marzo de 2012. Unanimidad de votos, el Magistrado Ángel 
Rodríguez Maldonado votó con salvedades. Ponente: Eduardo Antonio Loredo 
Moreleón. Secretaria: Lorena Casillas Baca. 

Revisión fiscal 142/2012. Administrador Local Jurídico de Morelia en el Estado 
de Michoacán. 1o. de marzo de 2012. Unanimidad de votos, el Magistrado Ángel 
Rodríguez Maldonado votó con salvedades. Ponente: Eduardo Antonio Loredo 
Moreleón. Secretario: Juan Aguilar Rodríguez. 

Revisión fiscal 140/2012. Administrador Local Jurídico de Morelia en el Estado 
de Michoacán. 15 de marzo de 2012. Unanimidad de votos, el Magistrado Ángel 
Rodríguez Maldonado votó con salvedades. Ponente: Ángel Rodríguez Maldonado. 
Secretaria: Deyanira Ma. del Rocío Martínez Contreras. 
 

 

 

 

 

 

 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1989  

REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA RESOLUCIONES DICTADAS EN FORMA 
UNITARIA POR EL MAGISTRADO INSTRUCTOR EN JUICIOS ADMINISTRATIVOS 
TRAMITADOS EN LA VÍA SUMARIA, AL NO ESTAR PREVISTO EXPRESAMENTE ESE 
SUPUESTO EN EL ARTÍCULO 63, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
 

El artículo 63, primer párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo establece la procedencia del recurso de revisión en contra de resoluciones 
emitidas por el Pleno, las Secciones de la Sala Superior o por las Salas Regionales del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. Y, respecto de las Salas Regionales, los 
artículos 31 y 35 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa disponen que se integran por tres Magistrados, condición necesaria para la 
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validez de sus sesiones; por otra parte, los numerales 38, fracción XII, de la mencionada 
ley orgánica y 58-13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo establecen la competencia de los Magistrados instructores para dictar 
unitariamente las resoluciones de los juicios tramitados en la vía sumaria, es decir, no se 
integra la Sala Regional para resolver tales procedimientos, por tanto, atendiendo a que el 
artículo 104, fracción III, de la Constitución Federalestablece la excepcionalidad de la 
revisión, al disponer que sólo procede en los casos que establezcan las leyes, se concluye 
que en contra de las resoluciones emitidas en los juicios de nulidad tramitados en vía 
sumaria, es decir, de manera unitaria por los Magistrados instructores, es improcedente el 
recurso de revisión, ya que ese supuesto no se encuentra previsto expresamente como 
hipótesis de procedencia en el mencionado numeral 63 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo; conclusión concordante con la intención del 
legislador de introducir la vía sumaria, con el objetivo de simplificar tanto el trámite del 
juicio administrativo, como los incidentes y recursos procedentes. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 232/2012. Titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos de la 
Delegación Sur del Distrito Federal del Instituto Mexicano del Seguro Social en 
representación de las autoridades demandadas. 5 de julio de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Arturo Iturbe Rivas. Secretario: Benjamín Ciprián Hernández. 

Revisión fiscal 275/2012. Director Contencioso y de Recursos, en 
representación del Procurador Federal del Consumidor y de la autoridad 
demandada. 5 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto Suárez 
Camacho. Secretaria: Leticia Ochoa López. 
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 1991  

SEGURIDAD SOCIAL. EL ARTÍCULO 1O., FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL GOBIERNO Y 
MUNICIPIOS DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA, VIOLA DICHO DERECHO HUMANO. 
 

El artículo indicado, al limitar el ámbito de aplicación de la propia ley a los trabajadores de 
base, considerados así por la Ley del Servicio Civil de los Trabajadores al Servicio de los 
Poderes del Estado y Municipios de esa entidad, viola el derecho humano a la seguridad 
social reconocido en los artículos 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales; 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San 
Salvador", y 123, apartado B, fracción XIV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Lo anterior es así, ya que el citado precepto constitucional es claro en 
cuanto a que también los trabajadores de confianza tienen derecho a los beneficios de 
seguridad social. Por tanto, tales normas sobre derechos humanos de fuente 
internacional, en concordancia con el referido precepto de la Carta Magna, deben 
prevalecer por sobre lo que establece el texto legal mencionado, al otorgar una protección 
más amplia del derecho humano de que se trata, en atención a los párrafos primero a 
tercero del artículo 1o. de la Constitución Federal. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO QUINTO CIRCUITO 
 

Amparo directo 125/2012. Rosario Hernández Rosas y otros. 7 de junio de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén David Aguilar Santibáñez. Secretario: 
Luis Fernando Zúñiga Padilla. 
Nota: El criterio contenido en esta tesis no es obligatorio ni apto para integrar 
jurisprudencia, en términos de lo previsto en el numeral 11, Capítulo Primero, Título 
Cuarto, del Acuerdo General Plenario 5/2003, de veinticinco de marzo de dos mil 
tres, relativo a las reglas para la elaboración, envío y publicación de las tesis que 
emiten los órganos del Poder Judicial de la Federación, y para la verificación de la 
existencia y aplicabilidad de la jurisprudencia emitida por la Suprema Corte. 
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SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL 
SUSTENTADO EN JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
EMITIDA CON POSTERIORIDAD A LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA, VIOLA EL 
DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA Y EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. 
 

Si al presentar la demanda en el juicio contencioso administrativo federal no existe 
jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en cuanto al medio idóneo de 
impugnación ad hoc de la resolución controvertida, y con posterioridad se emite una que 
define la vía idónea, el sobreseimiento sustentado en ésta viola el derecho de acceso a la 
justicia contenido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues si bien es 
cierto que la improcedencia derivó de aplicar un criterio obligatorio en términos del 
artículo 192 de la Ley de Amparo, también lo es que éste no puede tener el efecto de 
denegar justicia, cuando anterior a esa situación las partes no tenían certidumbre jurídica 
sobre cuál era la vía idónea para controvertir la resolución materia del juicio, vulnerando a 
su vez el principio de irretroactividad de la ley contenido en el artículo 14 constitucional, 
ya que si el sobreseimiento tiene como sustento un criterio que creó una causa de 
improcedencia sobrevenida a las previstas legalmente, ello implica la modificación a las 
normas originales retroactivamente, pues no pueden afectarse derechos procesales 
adquiridos cuando no existía obstáculo alguno para admitir la demanda. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo directo 782/2011. Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V. 1o. de marzo de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretaria: Indira 
Martínez Fernández. 
 

 

 

 

 

 

javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(1)
javascript:AbrirModal(2)
javascript:AbrirModal(3)
javascript:AbrirModal(4)


 

117 
 

 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 
1999  
 
SUPLENCIA DE LA QUEJA EN EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CUANDO EL 
JUZGADOR ADVIERTA LA VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS. 
 
 
De acuerdo con el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su texto vigente a partir del once de junio de dos mil once, todas las 
autoridades, en el ámbito de sus competencias, están obligadas a promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos establecidos en aquélla y en 
los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, interpretando 
las normas relativas a esos derechos de conformidad con dichos ordenamientos 
(principio de interpretación conforme) favoreciendo en todo tiempo a las personas 
con la protección más amplia (principio pro homine). Lo anterior, entre otros, de 
conformidad con los principios de interdependencia e indivisibilidad, de los cuales 
se desprende que los derechos humanos se interrelacionan y dependen 
recíprocamente unos de otros y tienen como origen común la dignidad humana, 
por lo cual no es procedente relegar algunos para conceder prioridad a otros ni 
puede existir jerarquía entre ellos, lo que significa que todos los derechos humanos 
deben ser objeto de protección sin distinción alguna. En atención a lo anterior y de 
conformidad con el artículo 103 de la Carta Magna, a las autoridades 
jurisdiccionales que conozcan del amparo les corresponde con mayor énfasis, en 
razón de sus funciones de impartición de justicia y atendiendo al objeto del citado 
juicio, "proteger" y "garantizar" los derechos humanos en las controversias 
sometidas a su competencia. Por su parte, los artículos 8 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y 25.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, establecen que toda persona tiene derecho a un recurso 
"efectivo" ante los tribunales competentes, que la amparen contra los actos que 
violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución y esos 
instrumentos normativos. Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido en la tesis P. LXVII/2011 (9a.), de rubro: "CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE 
CONSTITUCIONALIDAD.", que los Jueces están autorizados para realizar un control 
de convencionalidad "ex officio", esto es, con independencia de que las partes lo 
invoquen, pues dicha facultad no debe quedar limitada exclusivamente por las 
manifestaciones de los accionantes en cada caso concreto. En observancia de todo 
lo anterior, cuando el juzgador de amparo advierta que la norma general, acto u 
omisión reclamada de la autoridad responsable vulnera los derechos humanos del 
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quejoso, debe abordar el estudio de esa violación, con independencia de que las 
partes invoquen o no dicha infracción en sus conceptos de violación o agravios, 
pues de esta manera se favorece el acatamiento de los principios señalados y se 
resguarda el efecto útil del juicio de amparo como medio para proteger y 
garantizar los derechos fundamentales, sin soslayar, desde luego, los presupuestos 
necesarios para suplir la deficiencia de argumentos, tales como que el juzgador 
tenga competencia, que el juicio sea procedente y que se respete la litis planteada. 
Esta suplencia complementa la prevista en la Ley de Amparo, ya que revela 
mayores alcances en cuanto al sujeto, al proceder en favor de cualquier persona y 
no sólo en beneficio de determinados individuos, circunstancia que, sin embargo, 
no torna inoperante el beneficio regulado en dicha ley, pues éste reviste una 
protección más amplia en cuanto al objeto, debido a que no se limita a violaciones 
de derechos humanos en materia de constitucionalidad y convencionalidad, sino 
también de legalidad. Lo anterior deja entrever que si bien ambas clases de 
suplencia pueden concurrir en ciertos casos, en otros puede resultar procedente 
una u otra, de manera que la contemplada en la Ley de Amparo sigue teniendo 
plena eficacia en los supuestos que prevé. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
OCTAVA REGION 
 
 

Amparo directo 226/2012. Claudia Esther Nava Sánchez. 13 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Claudia 
Luz Hernández Sánchez. 
Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 
287/2012, pendiente de resolverse por la Primera Sala. 
La tesis aislada P. LXVII/2011 (9a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 
2011, página 535. 
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SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONCEDERLA 
CONTRA LA SUSPENSIÓN DEL REGISTRO AL CONTADOR PÚBLICO AUTORIZADO PARA 
DICTAMINAR SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES DE LOS PATRONES ANTE 
EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. 
 

La sanción que impone el artículo 176, fracción II, del Reglamento de la Ley del Seguro 
Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización, 
consistente en la suspensión temporal del registro al contador público autorizado para 
dictaminar sobre el cumplimiento de las obligaciones de los patrones ante el Instituto 
Mexicano del Seguro Social, no tiene por objeto, directamente, salvaguardar el servicio, 
sino corregir la conducta de dicho profesionista. Por lo que contra esa sanción procede 
conceder la suspensión definitiva en el amparo indirecto, porque no tiene cabida el 
razonamiento de que la sociedad está interesada en que el contador público no continúe 
dictaminando sobre las referidas obligaciones, pues la simple interrupción de la prestación 
del servicio por cierto periodo, sólo va encaminada a corregir una conducta menos grave 
que la que amerita la cancelación definitiva del mencionado registro. Lo anterior es así, 
porque, de no otorgarse la medida cautelar en la señalada hipótesis y permitir que ésta se 
ejecute, se causarían al contador público daños y perjuicios de difícil reparación, pues su 
imagen se vería desacreditada, aspecto que no se repararía aun obteniendo sentencia 
favorable en el juicio de amparo. 
 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Incidente de suspensión (revisión) 501/2011. Titular de la Unidad de 
Fiscalización y Cobranza del Instituto Mexicano del Seguro Social. 25 de enero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: María Guadalupe Saucedo Zavala. Secretaria: 
Cynthia Olmedo Martínez. 
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TRATADO DE COOPERACIÓN EN MATERIA DE PATENTES. SU OBJETIVO Y ÁMBITO DE 
REGULACIÓN. 
 

El Tratado de Cooperación en Materia de Patentes tiene como objetivo principal 
simplificar y hacer más económicos los procedimientos para solicitar la protección de una 
patente en diversos países. Este trámite de solicitud se divide en dos fases, la nacional y la 
internacional, subrayando que el tratado internacional sólo regula los trámites de la fase 
internacional, a efecto de que ésta sea equivalente a una presentación nacional en el 
sentido del Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial, lo que no 
obliga a la concesión de la patente, pues dicha facultad compete a cada una de las oficinas 
de los países miembros del tratado después de agotada la fase nacional. Así, en la fase 
internacional sólo se realiza un examen de forma y consiste en lo siguiente: i) la 
presentación de una solicitud única redactada en un solo idioma, especificando los efectos 
en cada uno de los países parte del tratado; ii) esto implica el examen de forma de la 
solicitud internacional por una sola oficina de patentes, la oficina receptora; iii) somete 
cada solicitud internacional a una búsqueda precisamente en el ámbito internacional que 
informa esencialmente si existen documentos de patentes publicadas relativos a 
invenciones anteriores; es preciso agregar que la citada búsqueda, en su caso, se 
comunica al interesado para que, a su juicio, de manera espontánea, retire su solicitud o 
modifique las reivindicaciones de ésta, con el objetivo de distinguir mejor su invención; y 
iv) dispone la publicación internacional centralizada de las solicitudes y los informes de 
búsqueda. Por otro lado, en la fase nacional se practica el examen de fondo de la solicitud 
y es en donde el trámite de la patente se somete a la normativa y tarifas del país en el cual 
se encuentre, pues la concesión de aquélla corresponde individualmente a cada una de las 
oficinas de propiedad intelectual de los países miembros. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 
 

Amparo en revisión 314/2011. Schering Corporation. 19 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Lorena Badiano 
Rosas. 
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 39, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE SU REGLAMENTO INTERIOR, AL ESTABLECER UNA 
RESTRICCIÓN AL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA JUSTICIA, TRANSGREDE EL 
ARTÍCULO 8, NUMERAL 1, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS. 
 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 8, numeral 1, 
establece el derecho de toda persona a ser oída, con las debidas garantías y dentro 
de un plazo razonable, por un tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad a la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
penal formulada en su contra o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier carácter. En relación con el 
indicado precepto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido 
que los Estados no deben interponer trabas a las personas que acuden a los Jueces 
o tribunales en busca de que sus derechos sean determinados o protegidos, 
considerando a ese respecto que cualquier norma o medida de orden interno que 
dificulte de cualquier manera el acceso de los individuos a los tribunales y que no 
esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de 
justicia, debe entenderse contraria al citado dispositivo. Consecuentemente, si el 
artículo 39, párrafo segundo, del Reglamento Interior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa dispone que se tendrá por no hecha cualquier 
promoción que se presente mediante el Sistema Automático de Recepción de 
Oficialías de Partes que no sea de aquellas cuyo término venza el mismo día en que 
aquél se use, establece una restricción al derecho humano de acceso a la justicia, 
que no encuentra justificación constitucional ni constituye una medida necesaria y, 
por tanto, transgrede el artículo inicialmente señalado, pues al comprenderse los 
días hábiles en los términos judiciales, en sus 24 horas debe permitirse la 
presentación de cualquier promoción a través del mencionado sistema, aun 
cuando no sea de las que el término vence el mismo día de su presentación. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
OCTAVO CIRCUITO 
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Amparo directo 237/2012. Elba Nava Muñoz. 7 de junio de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Pedro Fernando Reyes Colín. Secretario: José Enrique Guerrero 
Torres. 
Nota: El criterio contenido en esta tesis no es obligatorio ni apto para integrar 
jurisprudencia, en términos de lo previsto en el numeral 11, Capítulo Primero, Título 
Cuarto, del Acuerdo General Plenario 5/2003, de veinticinco de marzo de dos mil 
tres, relativo a las reglas para la elaboración, envío y publicación de las tesis que 
emiten los órganos del Poder Judicial de la Federación, y para la verificación de la 
existencia y aplicabilidad de la jurisprudencia emitida por la Suprema Corte. 
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ES COMPETENTE PARA 
CONOCER DE LOS RECLAMOS EFECTUADOS POR UN PATRÓN AL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL, CONSISTENTES EN LA DEVOLUCIÓN DE LOS GASTOS EFECTUADOS 
POR LA ATENCIÓN MÉDICA PARTICULAR PRESTADA A UN ASEGURADO (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DEL 21 DE DICIEMBRE DE 2001). 
 

De la reforma al artículo 295 de la Ley del Seguro Social, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 20 de diciembre de 2001, vigente a partir del día siguiente, se advierte que 
las controversias sobre las prestaciones que dicha ley otorga se tramitarán: a) ante la 
Junta de Conciliación y Arbitraje, cuando se trate de las suscitadas entre los asegurados o 
sus beneficiarios y el Instituto Mexicano del Seguro Social; y, b) ante el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, cuando se trate de las suscitadas entre los patrones y 
demás sujetos obligados y el citado organismo. Por tanto, de conformidad con el 
artículo 14, fracción XVI, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, éste es competente para conocer de los reclamos efectuados por un 
patrón al Instituto Mexicano del Seguro Social, consistentes en la devolución de los gastos 
efectuados por la atención médica particular prestada a un asegurado, pues además, la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de 
tesis 122/2001-SS, entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo y Sexto, 
ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito, aun cuando fue declarada sin 
materia, en la parte considerativa de la ejecutoria respectiva, reconoció esa competencia. 
 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA 
REGION CON RESIDENCIA EN NAUCALPAN DE JUAREZ ESTADO DE MEXICO 
 

Amparo directo 161/2012. 8 de junio de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Alfredo Enrique Báez López. Secretaria: Luz Margarita González Gámez. 
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ESTÁ OBLIGADO A 
EFECTUAR EL CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVENCIONALIDAD. 
 

Con motivo de la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicada el diez de junio de dos mil once en el Diario Oficial de la Federación, 
se rediseñó la forma en que los órganos del sistema jurisdiccional mexicano deberán 
ejercer el control de constitucionalidad, por lo que ahora todas las autoridades del Estado 
Mexicano, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los 
tratados internacionales de los que aquél es parte, de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Por ello, cuando en el 
juicio contencioso administrativo se aduzca que una norma aplicada en el acto cuya 
nulidad se demanda transgrede algún principio contenido en la Constitución Federal, el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa no puede válidamente omitir su estudio 
bajo el argumento de que las cuestiones de inconstitucionalidad están reservadas al Poder 
Judicial de la Federación. Esto es así, porque en la jurisprudencia 1a./J. 18/2012 (10a.), de 
rubro: "CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVENCIONALIDAD (REFORMA 
CONSTITUCIONAL DE 10 DE JUNIO DE 2011).", la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación estableció que en el sistema jurídico mexicano actual, los juzgadores 
nacionales, tanto federales como del orden común, están facultados para emitir 
pronunciamiento en respeto y garantía de los derechos humanos reconocidos en la 
Constitución Federal y en los tratados internacionales, con la limitante de que éstos (entre 
los que se ubican analógicamente los que integran los tribunales administrativos), no 
pueden declarar la inconstitucionalidad de normas generales, pero sí deberán inaplicarlas 
cuando consideren que no son conformes con la Constitución o con los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos, por lo que se concluye que el órgano 
jurisdiccional mencionado está obligado a efectuar el control difuso de constitucionalidad 
y de convencionalidad. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGESIMO CIRCUITO 
 

Amparo directo 158/2012. Juana Quiroz Hernández. 15 de marzo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Alvarado Servín. Secretarios: Jorge 
Luis Ramos Delgado y Dulce María Guadalupe Hurtado Figueroa. 
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SI OMITE PRONUNCIARSE 
SOBRE LOS ARGUMENTOS EN LOS QUE SE PIDA LA INAPLICACIÓN DE PRECEPTOS 
LEGALES CONSIDERADOS CONTRARIOS A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, EN EL AMPARO 
DIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA DETERMINACIÓN RELATIVA EL TRIBUNAL COLEGIADO 
DE CIRCUITO DEBE ORDENARLE ATENDERLOS, AUN CUANDO EL QUEJOSO PLANTEE 
TAMBIÉN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LAS NORMAS IMPUGNADAS. 
 

En el caso de que la parte actora en un juicio de nulidad solicite la inaplicación de una 
norma, por estimarla contraria a los derechos humanos reconocidos en la Constitución 
Federal o en un tratado internacional de los que el Estado Mexicano sea parte, el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa debe tener presente que ese pronunciamiento 
no es competencia exclusiva del Poder Judicial de la Federación, sino que corresponde a 
todos los órganos del sistema jurisdiccional mexicano, de conformidad con el artículo 1o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la jurisprudencia 1a./J. 
18/2012(10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 
"CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVENCIONALIDAD (REFORMA 
CONSTITUCIONAL DE 10 DE JUNIO DE 2011).". Por tanto, si dicho órgano omite 
pronunciarse sobre los argumentos en los que se pida la inaplicación de preceptos legales 
considerados contrarios a la Constitución Federal, en el amparo directo que se promueva 
contra la determinación relativa el Tribunal Colegiado de Circuito debe ordenarle 
atenderlos, aun cuando el quejoso plantee también la inconstitucionalidad de las normas 
impugnadas, pues de resultar fundado el planteamiento, el justiciable lograría la 
inaplicación de tales disposiciones en el caso concreto, otorgándole la posibilidad de 
obtener una solución a su reclamo ante la autoridad del orden común, que es uno de los 
propósitos de la reforma al citado precepto constitucional y, en caso de que no le fuera 
favorable, podría promover juicio de amparo directo y plantear en sus conceptos de 
violación razonamientos tendentes a evidenciar la inconstitucionalidad o 
inconvencionalidad de la norma en cuestión, los que incluso podrían ser distintos a los 
hechos valer ante la autoridad responsable, con lo que se le otorga a la parte inconforme 
una posibilidad más de obtener la inaplicación de la norma que estima violatoria de sus 
derechos fundamentales. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGESIMO CIRCUITO 
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Amparo directo 158/2012. Juana Quiroz Hernández. 15 de marzo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Alvarado Servín. Secretarios: Jorge 
Luis Ramos Delgado y Dulce María Guadalupe Hurtado Figueroa. 
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SI OMITE PRONUNCIARSE 
SOBRE LOS ARGUMENTOS EN LOS QUE SE PIDA LA INAPLICACIÓN DE PRECEPTOS 
LEGALES CONSIDERADOS CONTRARIOS A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, VIOLA EL 
PRINCIPIO DE CONGRUENCIA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
 

Con anterioridad a la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos 
mil once, se entendía que sólo los órganos del Poder Judicial de la Federación estaban 
facultados para ejercer el control de constitucionalidad, a través de los medios 
establecidos en el artículo103, fracción I, de la propia Carta Magna y, por ello, era 
imposible que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se pronunciara 
respecto a los argumentos donde se le solicita inaplicar un precepto legal por estimarlo 
contrario a la Constitución Federal. No obstante, en virtud de la mencionada reforma se 
autoriza el control difuso, en el que los Jueces del orden común (entre los que se ubican 
analógicamente los que integran los tribunales administrativos), tienen obligación de 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en 
los tratados internacionales de los que el propio Estado Mexicano es parte. Por tanto, en 
concordancia con la jurisprudencia 1a./J. 18/2012 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE 
CONVENCIONALIDAD (REFORMA CONSTITUCIONAL DE 10 DE JUNIO DE 2011).", en 
relación con lo previsto en el artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, se concluye que en el sistema jurídico mexicano actual, el mencionado 
tribunal está facultado y obligado a pronunciarse sobre los argumentos que se hagan valer 
en asuntos de su conocimiento donde se pida la inaplicación de preceptos legales 
considerados contrarios a la Constitución Federal, en respeto y garantía de los derechos 
humanos reconocidos por la Constitución Federal y por los tratados internacionales, con la 
limitante de que no podrá hacer declaratoria de inconstitucionalidad de normas 
generales, pues únicamente están facultados para ello los Jueces constitucionales. Por 
tanto, en caso de proceder en los términos señalados, dicho órgano viola el principio de 
congruencia contenido en el citado artículo 50. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGESIMO CIRCUITO 
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Amparo directo 158/2012. Juana Quiroz Hernández. 15 de marzo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Alvarado Servín. Secretarios: Jorge 
Luis Ramos Delgado y Dulce María Guadalupe Hurtado Figueroa. 
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TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. AUNQUE PARA GARANTIZAR EL DERECHO RELATIVO SE 
REQUIERE DE UN RECURSO O PROCEDIMIENTO INTERNO QUE VERDADERAMENTE SIRVA 
PARA PROTEGER LOS DERECHOS HUMANOS Y REMEDIAR SU VIOLACIÓN, ELLO NO 
SIGNIFICA QUE LOS ÓRGANOS O TRIBUNALES COMPETENTES DEBAN ADMITIRLO 
SIEMPRE Y EMITIR EN TODOS LOS CASOS UN PRONUNCIAMIENTO SOBRE EL FONDO DEL 
ASUNTO PLANTEADO. 
 

De acuerdo con los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
los Estados partes deben suministrar recursos judiciales efectivos para reparar violaciones 
a los derechos humanos. No obstante, la Corte Interamericana en la materia ha definido 
que la existencia y aplicación de causales de inadmisibilidad en ese tipo de recursos no son 
en sí mismas incompatibles con la citada convención, pues la efectividad del recurso 
interno implica que, potencialmente, cuando se cumplan sus requisitos de procedencia y 
de admisibilidad, el órgano competente se encuentre en aptitud de evaluar sus méritos de 
manera fundada y motivada. Así, aunque para garantizar el derecho a la tutela judicial 
efectiva se requiere de un recurso o procedimiento interno que verdaderamente sirva 
para proteger los derechos humanos y remediar su violación, ello no significa que los 
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órganos o tribunales competentes deban admitirlo siempre, es decir, sin considerar los 
presupuestos de admisibilidad y procedencia correspondientes y emitir en todos los casos 
un pronunciamiento sobre el fondo del asunto planteado. Ello, porque tal juzgamiento de 
fondo no es imprescindible para determinar la efectividad del medio de impugnación, sino 
que ésta la determina su idoneidad y disponibilidad para las partes interesadas. Por tanto, 
aunque por razones de procedimiento éstas no obtengan un pronunciamiento de fondo, 
dicha circunstancia no importa violación a aquel derecho, siempre y cuando la decisión 
recaída sea fundada y motivada, ya que en el supuesto de que se eluda o permita 
incumplir este deber, podrá actualizarse alguna responsabilidad del Estado ante el 
incumplimiento de una garantía mínima de toda persona que ejerce un medio de defensa 
en el marco de un debido proceso. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA 
REGION 
 

Amparo en revisión 25/2012. Propimex, S.A. de C.V. 23 de marzo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Quiroz Soria. Secretario: Fernando Rochín 
García. 
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VALOR AGREGADO. LA MULTA IMPUESTA AL CONTRIBUYENTE POR INCUMPLIR 
LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO ESPECÍFICAMENTE POR HABER OMITIDO PRESENTAR LA 
"INFORMACIÓN MENSUAL DE OPERACIONES CON TERCEROS", NO LO DEJA EN 
ESTADO DE INSEGURIDAD JURÍDICA, AUN CUANDO LA CITADA DISPOSICIÓN 
ALUDA EXPRESAMENTE A "OPERACIONES CON PROVEEDORES", SI LA 
MOTIVACIÓN PLASMADA SE AJUSTA A ÉSTOS, EN FUNCIÓN DEL PROPIO 
PRECEPTO. 
 
 
El artículo 32, fracción VIII, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado dispone que 
los contribuyentes de este tributo tienen la obligación de proporcionar 
mensualmente a las autoridades fiscales, la información correspondiente sobre el 
pago, retención, acreditamiento y traslado del referido impuesto en las 
operaciones con sus proveedores, cuyo incumplimiento actualiza la infracción 
prevista en el numeral 81, fracción XXVI, del Código Fiscal de la Federación que se 
sanciona con multa; en esa medida, si la autoridad impone ésta al contribuyente 
por haber omitido presentar la "información mensual de operaciones con 
terceros", no lo deja en estado de inseguridad jurídica acerca de la obligación 
incumplida, aun cuando la disposición inicialmente citada aluda expresamente a 
"operaciones con proveedores", no con "terceros", si la motivación plasmada, 
precisa a qué terceros se refirió, es decir, se ajusta a los "proveedores", en función 
del propio precepto 32, fracción VIII, establecido como fundamento. En ese 
sentido, aunque el vocablo "terceros" no se encuentra plasmado en la ley, existen 
elementos suficientes para evidenciar que su uso por parte de la autoridad fiscal 
conduce a esta última norma y no es contrario a lo que prevé. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO 
 
 

Revisión fiscal 19/2012. Administrador Local Jurídico de Puebla Sur, en 
representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio 
de Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 29 de marzo de 2012. 
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Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Ramírez González. Secretario: Jorge 
Sánchez Solano. 

Revisión fiscal 138/2011. Administrador Local Jurídico de Puebla Sur y otras. 
12 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. 
Secretario: Juan Carlos Carrillo Quintero. 

Revisión fiscal 5/2012. Administrador Local Jurídico de Puebla Sur del Servicio 
de Administración Tributaria y otras. 19 de abril de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Manuel Poblete Ríos. 

Revisión fiscal 20/2012. Administradora Local Jurídica de Puebla Norte y 
otras. 19 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza 
García. Secretario: Manuel Saturnino Ordóñez. 

Revisión fiscal 25/2012. 19 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Miguel Ángel Ramírez González. Secretaria: Adriana Carmona Carmona. 
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VERIFICACIÓN DE MERCANCÍAS EN TRANSPORTE EN MATERIA ADUANERA. EL 
ACTA CIRCUNSTANCIADA QUE SE LEVANTE CON MOTIVO DE SU TRASLADO A UN 
RECINTO FISCAL PARA SU REVISIÓN EXHAUSTIVA, DEBE HACERSE DEL 
CONOCIMIENTO DEL INTERESADO EN EL MOMENTO DE SU ELABORACIÓN Y 
ASENTAR RAZÓN DE ELLO. 
 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de Nación en la jurisprudencia 
2a./J. 197/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXIX, enero de 2009, página 727, con el rubro: 
"VERIFICACIÓN DE MERCANCÍAS EN TRANSPORTE EN MATERIA ADUANERA. SI LA 
AUTORIDAD DECIDE TRASLADARLAS A DETERMINADO LUGAR PARA UN 
MINUCIOSO RECONOCIMIENTO, DEBE LEVANTAR ACTA CIRCUNSTANCIADA AL 
MOMENTO EN QUE AQUÉLLA SE PRACTIQUE.", determinó que cuando no sea 
factible realizar una revisión exhaustiva de mercancías en transporte, a efecto de 
determinar la existencia o no de irregularidades que ameriten el inicio del 
procedimiento aduanero respectivo, la autoridad puede trasladarlas a un recinto 
fiscal, para lo cual, al practicar la verificación, debe levantar acta circunstanciada 
con el propósito de cumplir con los principios de inmediatez y de seguridad 
jurídica. Consecuentemente, para lograr íntegramente este objetivo es 
indispensable también que dicha acta se haga del conocimiento del interesado en 
el momento mismo de su elaboración y asentar razón de ello, pues de esa forma se 
evita que quede dentro del ámbito de control exclusivo de la autoridad, de manera 
que ésta pueda levantarla en cualquier momento, antefecharla o, en general, 
manipular su contenido. 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL 
DECIMO NOVENO CIRCUITO 
 
 

Revisión fiscal 213/2011. Administrador Local Jurídico de Ciudad Victoria 
Tamaulipas, unidad administrativa encargada de la defensa jurídica del Secretario 
de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y 
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de la Administración Local de Auditoría Fiscal de Ciudad Victoria, Tamaulipas. 9 de 
febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Villanueva Chávez. 
Secretario: Ricardo Alfonso Santos Dorantes. 
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VISITA DOMICILIARIA. LA SOLICITUD AL CONTRIBUYENTE PARA QUE "DE INMEDIATO" 
EXHIBA LOS LIBROS Y REGISTROS QUE FORMEN PARTE DE SU CONTABILIDAD, IMPLICA 
CONCEDER UN TÉRMINO CUYA INTERPRETACIÓN, CONFORME A LA TEORÍA GENERAL 
DEL PROCESO, LLEVA A ESTABLECERLO POR TRES DÍAS. 
 

El artículo 53, inciso a), del Código Fiscal de la Federación, establece que cuando con 
motivo de sus facultades de comprobación, en el curso de una visita domiciliaria, las 
autoridades fiscales soliciten a los contribuyentes los libros y registros que formen parte 
de su contabilidad, éstos deberán presentarse "de inmediato"; sin embargo, dado que el 
contribuyente puede no tener consigo la contabilidad en ese momento, no puede ni está 
en aptitud de exhibirla de inmediato y es necesario que tenga un término para el 
cumplimiento, cuya determinación debe atender los distintos factores que influyen en el 
cumplimiento de la obligación tributaria, entre otros: 1. La amplia extensión de los plazos 
otorgados a la autoridad para el ejercicio de sus facultades de comprobación, pues el 
artículo 46-A, del Código Fiscal de la Federación, otorga a la autoridad, según el caso, 
doce, dieciocho meses y hasta dos años para concluir la visita en el domicilio del 
contribuyente. Adicionalmente, conforme al diverso numeral 50 del propio ordenamiento 
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legal, tanto en las visitas domiciliarias como tratándose de la revisión en las oficinas de las 
autoridades fiscales, la autoridad fiscal o aduanera, según corresponda, cuenta con un 
plazo adicional de seis meses para emitir la resolución determinante del crédito fiscal; 2. 
Las situaciones de índole comercial y de atención a las necesidades propias del 
contribuyente; 3. La visita domiciliaria tiene el propósito de verificar el cumplimiento de 
las obligaciones fiscales y no el de impedir o alterar el desarrollo y continuidad de las 
actividades propias del contribuyente visitado; y 4. La visita domiciliaria debe desarrollarse 
en un ambiente de colaboración mutua para lograr que la verificación se realice en un 
ambiente de armonía y no de represión. Por tanto, considerar la expresión "de inmediato" 
de modo literal y como el del momento del requerimiento o incluso el día en el que lo 
formula la autoridad fiscalizadora, resulta notoriamente arbitrario y dispar al ejercicio de 
las facultades de comprobación de la autoridad, pues desatiende la amplia extensión de 
los plazos ya precisados; las situaciones propias de operatividad, de índole comercial, 
empresarial y profesionales del contribuyente, que pudieran no permitir atender lo 
solicitado en el momento ni en el día en que se haga el requerimiento. En esos términos, 
conforme a las reglas de hermenéutica, si se atienden los distintos factores que influyen 
en el cumplimiento de la obligación tributaria. Y se atiende, además, que dentro de la 
teoría general del proceso, las partes participan con un claro objetivo de estar en aptitud 
de plantear sus acciones y excepciones, la expresión "de inmediato" contenida en el 
artículo 53, inciso a), del Código Fiscal de la Federación, debe interpretarse en función de 
lograr un equilibrio entre los intereses de los particulares y los del Estado; y, por tanto, 
debe aplicarse el término específico de tres días establecido en el artículo 297, fracción II, 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente, por disposición 
del artículo 5o. del Código Fiscal de la Federación. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO 
 

Revisión fiscal 433/2011. Administrador Local Jurídico de Monterrey. 27 de 
abril de 2012. Mayoría de votos. Disidente: Eduardo López Pérez. Relator de la 
mayoría: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretaria: Elsa Patricia Espinoza Salas. 
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